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Resumen: 
Esta tesis indaga en las percepciones de los/as delegados/as de la Región Metropolitana respecto 
de sus intervenciones profesionales en la ejecución de la sanción de Libertad Asistida Especial.  
Se utiliza una metodología cualitativa de carácter exploratorio-descriptivo y basándose en la 
teoría fundamentada. La muestra de la investigación, fue intencionada y corresponde a un grupo 
de delegados/as que ejecuta la sanción de Libertad Asistida Especial, de las cuatro instituciones 
colaboradoras del SENAME. Se reflexionó sobre el ejercicio profesional de los/as delegados/as, 
considerando que debe prevalecer el contexto frente al estricto cumplimiento de la sanción LAE 
con jóvenes infractores/as de ley, con el fin de levantar información de factores que influyen en 
la intervención social y, por ende, en el proceso de reinserción. 
A partir de las áreas que constituyen la red local y los programas y estrategias de reinserción 
social se reflexiona también en torno a los significados que otorgan los/as delegados/as a las 
orientaciones técnicas definidas por el SENAME y concretadas por las propias instituciones 
colaboradoras. Se identifican las fortalezas y debilidades del ejercicio profesional, en torno al 
trabajo que se desarrolla con el/la joven, la familia y la red local y, finalmente, se singularizan 
algunas experiencias de intervención, considerándolas buenas prácticas. Todo ello con el 
objetivo final de poder generar nuevos insumos que informen la mejora de las políticas de 
sanción a jóvenes infractores/as en el medio libre. 
Finalmente, cabe mencionar que dentro de los principales hallazgos se encuentra la falta de 
recursos y coordinación con la red, la ausencia de capacitación permanente hacia los/as 
profesionales por parte de las instituciones colaboradoras y del propio Servicio, deficiencias 
técnicas en los/as delegados/as respecto a las metodologías de intervención y escasa claridad 
del Servicio respecto del enfoque y/o paradigma que quiere instalar en los programas, además 
del desgaste profesional ante la ausencia de instancias de autocuidado. 
Palabras claves: adolescente infractor/a de ley, delegado/a, SENAME, Programa de Libertad 
Asistida Especial, intervención social, reinserción social, red local. 
                                                                                                                                          
Summary: 
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This thesis investigates in the perceptions of the delegates of the Metropolitan Region regarding 
their professional interventions in the execution of the sanction of Special Assisted Freedom. 
A qualitative exploratory-descriptive methodology is used and based on grounded theory. The 
sample of the investigation was intentional and corresponds to a group of delegates of the 
sanction of Special Assisted Freedom, of the four collaborating institutions of the SENAME. 
Reflecting on the professional practice of the delegates, considering that the context must prevail 
against the strict compliance with the LAE sanction with young offenders, in order to raise 
information on factors that influence social intervention And, therefore, in the process of 
reintegration. 
 
From the areas that make up the local network and the programs and strategies for social 
reintegration, we also reflect on the meanings given by the delegates to the technical orientations 
defined by SENAME and defined by the collaborating institutions themselves. The strengths 
and weaknesses of the professional practice are identified, based on the work developed with 
the young person, the family and the local network, and finally, some intervention experiences 
are singled out as good practices. All this with the final objective of being able to generate new 
inputs that inform the improvement of the policies of sanction to young offenders in the free 
environment. 
 
Finally, it should be mentioned that the main findings are the lack of resources and coordination 
with the network, the lack of permanent training for the professionals by the collaborating 
institutions and the Service itself, technical deficiencies in the delegates With respect to the 
intervention methodologies and poor clarity of the Service regarding the approach and / or 
paradigm that it wants to install in the programs, besides the professional wear and tear in the 
absence of instances of self-care. 
 
Key words: adolescent offender, delegate, SENAME, Special Assisted Freedom Program, 
social intervention, social reintegration, local network. 
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La delincuencia en las grandes ciudades del país se ha instalado como una de las problemáticas 
sociales que más preocupa al Estado en las últimas décadas, situación que se ha ido 
incrementando a través de los medios de comunicación y la opinión pública. Ello, en general, 
produce un gran rechazo y también temor por parte de la ciudadanía, la cual considera que se 
debiesen tomar medidas rápidas y punitivas para enfrentar estos actos vandálicos. 
 Asimismo, la opinión respecto de la preocupación por los delitos cometidos por los/as jóvenes 
infractores/as, se instala con fuerza, dado que al estar en esa etapa de la vida genera un mayor 
debate sobre qué hacer ante los delitos cometidos por los mismos/as. Es en este sentido, se 
podría pensar que esto es un problema de carácter social más que individual, en donde múltiples 
factores, además de los individuales, influyen en la vida del/la joven, abocándolo, en ocasiones,  
involucrarse en conductas disruptivas. 
Por otra parte, es importante mencionar que La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2016)1 
advierte que la violencia juvenil es un problema mundial de salud pública, el cual se traduce en 
una serie de actos que van desde la intimidación y las riñas al homicidio, pasando también por 
agresiones sexuales y físicas más graves. Es en este sentido, en el mundo, cada año jóvenes 
entre 10 y 29 años de edad concentran el 43% del total de los homicidios, cifra altamente 
preocupante para el desarrollo de los países de la Región.  
Esta situación demuestra lo importante que es conocer, describir y analizar la problemática de 
la delincuencia juvenil en nuestro país, tanto del sistema penal adolescente actual como también 
respecto de las políticas públicas, las intervenciones y el funcionamiento de los programas, entre 
otros. Ello con el objeto de identificar las prácticas efectivas que favorecen la reinserción social 
de los/as jóvenes en medio libre. 
Dado lo anterior, la presente investigación tuvo por finalidad conocer los significados que 
otorgan los/as delegados/as de Libertad Asistida Especial de la Región Metropolitana a sus 
intervenciones con los/as adolescentes infractores/as de ley para la efectiva reinserción social. 
Para ello, esta tesis se estructuró de la siguiente manera: en una primera etapa,  se desarrolló la 
descripción del problema y las preguntas de investigación y/o directrices; posterior a ello, se 
                                                            
1 Organización Mundial de la Salud (2016). Violencia Juvenil. Nota descriptiva del centro de prensa. [Recurso en 
línea] Recuperado de http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs356/es/ 
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especificó la justificación del estudio, donde se indicaron las principales razones para realizar 
esta investigación, y que tiene que ver con su relevancia, novedad y aportes para la intervención 
socio-jurídica; asimismo, se explicaron los objetivos en dicho proceso, todo ello plenamente 
acorde con las líneas de investigación del magister en intervención socio-jurídica en familia. 
Por otro lado, se revisó la teoría y la investigación anterior, desarrollándose el marco teórico-
conceptual, con el objeto de hacer referencia a los antecedentes que fundamentaran este trabajo 
y también de señalar las teorías desde donde se analizaron los datos recogidos durante el proceso 
de investigación. 
De igual modo, se describió el diseño de la investigación, indicando el enfoque metodológico, 
el tipo de investigación, la metodología utilizada, las técnicas de muestreo, recolección de datos 
y plan de análisis. También, se expuso el plan de trabajo programado para el desarrollo de la 
investigación. 
Finalmente, se realizó una descripción de los resultados, realizando un análisis a través de 
conclusiones, y un rescate de las buenas prácticas y propuestas de mejora para la intervención 
con jóvenes infractores/as de ley, desde la perspectiva del operador/a y/o investigadoras. 
El fenómeno de la delincuencia juvenil 
Como se ha indicado, la delincuencia juvenil es un fenómeno que se ha instalado como una 
preocupación a nivel mundial y regional. Siguiendo a Carranza (2012), en relación a la situación 
en América Latina y el Caribe, la sobrepoblación penitenciaria es un fenómeno mundial propio 
de la globalización que se manifiesta en la mayoría de los países, tanto en los de bajos y 
medianos ingresos, como en los de altos ingresos, pero son en las dos primeras categorías donde 
se manifiesta con mayor gravedad. Cabe tener presente que todos los países de América Latina 
pertenecen a las categorías de países de medianos y bajos ingresos, según la clasificación del 
Banco Mundial. En este sentido, Carranza (2012) señala que el 40% de los delitos cometidos 
corresponden a jóvenes menores de 18 años en América Latina. Esta situación, es claramente 
preocupante ante lo cual es necesario generar procesos de intervención que permitan una 
efectiva reinserción social, más aún en el caso de los/as adolescentes, los cuales se encuentran 
en plena etapa de desarrollo y aprendizaje psicosocial. 
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En relación a lo anterior, y de acuerdo a lo que señala Palumnmo (2014) existen dificultades en 
la implementación de un sistema de justicia juvenil acorde a la Convención de los Derechos del 
Niño, (en adelante CDN) y al resto de la normativa internacional, observándose en muchas 
ocasiones, vulneraciones a los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes (en adelante 
NNA) que infringen la ley. Bien es verdad que la mayoría de los países han realizado 
importantes avances, orientando la normativa interna a los estándares internacionales. No 
obstante, en la práctica aún existen en diversos sectores de la sociedad una tendencia a querer 
responsabilizar a los/as jóvenes, generándose la idea de aumentar las penas y endurecer el 
sistema penal juvenil como solución al incremento de la violencia en los NNA que cometen 
delitos.  
Es importante señalar que la delincuencia sigue siendo la principal preocupación de la población 
chilena. Según la encuesta del Centro de Estudios Púbicos (CEP) (González, 2015), en la que 
se entrevistaron a un total de 1.434 personas, la delincuencia es el tema más preocupante y 
prioritario para los ciudadanos, quedando en segundo plano temas tales como la salud y la 
educación, y observándose una clara tendencia a que la ciudadanía busca respuestas respecto de 
cómo abordar y/o intervenir el tema de la delincuencia en Chile.  
Asimismo, de acuerdo a lo indicado por la Fundación Paz Ciudadana, en su artículo 
“Delincuencia juvenil, violencia y desafíos” (Blanco & Varela, 2011), la estadística de 
Carabineros de Chile del año 2009 muestra que se detuvieron a un total de 523.308 personas 
por diversos delitos; de éstas, 48.902 eran menores de edad, representando el  9,3%. Si bien, en 
comparación con la estadística de América Latina la situación Nacional es inferior, no se puede 
desconocer que la delincuencia juvenil en Chile entre los años 2000 y 2008 ha tenido un aumento 
significativo en la evolución de los delitos de mayor connotación social, pasando de 17.144 a 
25.411, entre el periodo antes señalado. Así también, se estableció que el 10% de los/as jóvenes 
aprehendidos por infracción de ley era responsable de más del 30% de los hechos, existiendo un 
grupo “duro” de jóvenes con una mayor reincidencia delictual y de alta complejidad. 
Por  otro lado, la Fiscalía de Chile (2016)2 en su boletín estadístico semestral, refiere que un 
total de 20.372 jóvenes entre los meses de enero a junio del año 2016 ingresaron al Ministerio 
                                                            
2 Chile, Ministerio Público. (2016). Boletin Estadístico I Semestre. Santiago. Recuperado de: 
file:///Users/benjamin/Downloads/Boletin_I_TRIMESTRE_ENERO_JUNIO_2016%20(2).pdf 
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Público, de los cuales 6.386 comprenden las edades de 14 a 15 años y 13.987 jóvenes entre los 
16 a 17 años de edad, los cuales ingresaron por la comisión de actos de infracción a la ley.  
Es así que, al momento de analizar las posibles causas de la delincuencia juvenil, surgen una 
serie de preguntas, por lo que es importante considerar que esta problemática es 
multidimensional, es decir, la delincuencia juvenil en Chile respondería básicamente a la 
influencia de múltiples factores como las condiciones económicas, demográficos, 
educacionales, la familia, el Estado y la comunidad en general, siendo estos los principales 
actores en el desarrollo de un comportamiento prosocial o antisocial por parte de un/a joven. 
Por otra parte, el Servicio Nacional de Menores, (en adelante SENAME) en un informe a 5 años 
de vigencia de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente señala que: “las estrategias de 
intervención deben comprender al sujeto como parte de su entorno familiar y comunitario (…) 
para abordar de manera eficaz los factores de riesgo de reincidencia”.3 
En este sentido, es importante señalar que si bien el gobierno ha trabajado a favor de la reducción 
de los niveles de violencia, debemos tener presente que a pesar de los cambios efectuados, que 
por cierto son favorables, la delincuencia juvenil sigue siendo una de las problemáticas sociales 
que mayor preocupación política y social ha generado en estos últimos años. Tal como señala 
Vásquez Rosonni (2015 p. 1) “La respuesta a las infracciones a la ley penal cometidas por 
personas menores de 18 años y los desafíos de integración social y la no reincidencia de los/as 
adolescentes, representan un área de máxima tensión para los Estados y un reto a la consiguiente 
formulación de leyes, políticas y adecuación de los sistemas de justicia y ejecución penal” En 
razón de esto, debemos comprender y reflexionar acerca de diversos aspectos en materia de 
delincuencia juvenil, los cuales se verían afectados por los cambios socio-políticos, la limitación 
de recursos y la falta de voluntad por parte de los actores e instituciones responsables de llevar 
a cabo dichos programas. 
Características del “joven infractor de ley” en Chile 
                                                            
3 Servicio Nacional de Menores (2012) Informe 5 Años. Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. [Recurso en 
Línea] Recurperado de http://www.sename.cl/wsename/otros/INFORME_ESTADISTICO_5A_LRPA.pdf 
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Los/as jóvenes infractores presentan, en su gran mayoría, factores de riesgos propios, tales como 
un entorno familiar con carencias, las cuales se encuentran marcadas por la pobreza, el 
hacinamiento, la violencia, la cesantía permanente y el bajo nivel educacional, entre otros. Tal 
como plantea Cooper (2005) el consumo, el tráfico de drogas y la delincuencia común, se 
asociaría con la pobreza y la extrema pobreza, de manera que la desviación de las conductas 
antisociales están vinculadas con la desesperanza aprendida por parte de los/as jóvenes 
marginales, desarrollando como modo de vida, la expresión de una economía informal e ilegal 
que facilitarían la sobrevivencia de ellos/as y sus familia en algunos casos. 
Lo anterior, deja en evidencia en este grupo de jóvenes situaciones de carencia económica, 
observándose que no alcanzan a satisfacer sus necesidades básicas en términos generales. 
Tampoco cuentan con las herramientas suficientes para la inserción laboral y/o educacional, por 
lo que deben convivir con un estresor adicional a su condición de marginados, con escaso o casi 
nulo acceso a las políticas públicas que debiesen ser más concretas, veraces y efectivas por parte 
del Estado y de los programas de la red. 
Esta misma autora (Cooper, 1994) afirma que los/as jóvenes infractores/as de Ley ven agravada 
su conducta delictiva, debido a que tienden a buscar dinero de manera informal a través de 
ilícitos para poder suplir el consumo y satisfacer sus necesidades alimentarias. Estos/as jóvenes 
en su gran mayoría tienden a reincidir en el sistema penal, viéndose agravada su situación ya 
que no se estarían cumplimento los objetivos de reinserción social, pero también incumpliendo 
los deberes que como país se asume con la suscripción de la Convención de los Derechos del 
Niño, Niña y Adolescente.  
Las condiciones de vida precaria, tanto en lo material como en lo afectivo, obstaculizan el 
desarrollo a los/as niños/as frente a nuevas formas de relación afectiva, al aprendizaje de normas 
oportunas, habilidades y competencias para una adecuada integración a la vida social, lo cual 
repercute en el desarrollo psicológico de los/as jóvenes. En vista de todas estas características y 
complejidades de la vida juvenil las políticas públicas de prevención y tratamiento a la 
delincuencia han tenido que ir adaptándose en su proceso de implementación.  
Planteamiento del Problema y Preguntas de Investigación  
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Cabe señalar, que en Chile, en la actualidad, no existen intervenciones que aborden la 
criminalidad juvenil en base a modelos basados en la evidencia. Asimismo, si bien SENAME 
a través de sus Orientaciones Técnicas sugiere una serie de ámbitos a intervenir a través de 
diversos modelos y/o enfoques; en la práctica estos operan de acuerdo al criterio de cada 
Institución y/o programa a cargo.  
En consecuencia, esta situación genera una incertidumbre respecto de la efectividad de las 
intervenciones que se están desarrollando con estos/as adolescentes, surgiendo improvisaciones 
en dichos procesos pues se cuenta sólo con la experiencia, el sentido común, la intuición de 
los/as profesionales, lo que puede generar riesgos frente a una efectiva reinserción social y/o 
desistimiento delictual en la población juvenil. 
Sumado a lo anterior, se hace imprescindible contar con políticas públicas efectivas, dado que 
en Chile, de acuerdo a lo señalado por Martner (2006), esta situación se tiende a complejizar 
frente a un gasto público muy insuficiente en el país. Por esta razón, cobra relevancia la 
intervención profesional, en la medida que se considere que la visión de los/as operadores/as 
de las intervenciones, dado que se podría mejorar y/o instalar prácticas que permitan al/la 
profesional desarrollar eficazmente su función.  
 Es así como el problema de investigación tiene relación con la necesidad de obtener 
información desde las diferentes visiones que plantean los/as profesionales que trabajan con 
adolescentes infractores/as de ley, en la sanción de Libertad Asistida Especial (LAE) en cuanto 
a las intervenciones que realizan para favorecer la reinserción social. Con ello, se espera poder 
responder a las siguientes preguntas: 
¿Qué significados otorgan los/as profesionales del programa de Libertad Asistida Especial 
de la Región Metropolitana a las intervenciones que realizan con los/as adolescentes 
infractores/as de ley en pos de su reinserción social? y ¿Cómo opera la intervención a 
través de la sanción de Libertad Asistida Especial en concordancia a los lineamientos 
técnicos del SENAME?  
 
 
Preguntas de investigación en relación al objetivo específico Nº 1: 
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¿Cómo opera la red local en el proceso de reinserción del/la joven y cómo se articula con la intervención 
profesional del/la delegado/a? 
Preguntas de investigación en relación al objetivo específico Nº 2: 
¿Qué son los lineamientos del SENAME, cómo se concretan en la institución colaboradora y cómo 
influyen en el quehacer profesional? 
Preguntas de investigación en relación al objetivo específico Nº 3: 
¿Cómo influyen los factores internos y externos a la intervención profesional (recursos 
disponibles, condiciones laborales del/la delegado/a, la implementación de los recursos) de cara 
a la reinserción social del/la joven infractor/a? 
Preguntas de investigación en relación al objetivo específico Nº 4: 
¿Qué buenas prácticas se podrían rescatar de la labor profesional de los/as delegados/as? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Justificación  
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La presente investigación surge como respuesta a la necesidad de conocer las distintas formas 
de intervención que llevan a cabo los/as profesionales que trabajan con adolescentes 
infractores/as para así proponer ideas, conocimientos y teorías que faciliten la reinserción social 
de los/as adolescentes a través de las intervenciones sociales. También, considerando que en 
Chile es uno de los problemas políticos-sociales que más preocupan a la ciudadanía y al 
gobierno, dado que existe una alta tasa de delincuencia juvenil y reincidencia delictiva. 
Asimismo, hay que tener presente, que de acuerdo a lo que señala la organización mundial de 
la salud (OMS) los/as jóvenes pasan por diversas etapas donde tienen cambios psicosociales, 
encontrándose en una etapa evolutiva de desarrollo donde generan identidad, sentido de 
pertenecía y cambios. Por todo ello, se hace imprescindible identificar la visión de los/as 
profesionales en cuanto a las intervenciones que realizan y la efectiva reinserción social, 
considerando además que estos/as adolescentes se encuentran en una etapa de la vida en la que 
los aspectos conductuales aún pueden ser modificados.  
Por otro lado, es importante tener presente que el/la profesional debe ajustar su intervención 
tanto a la política pública y lineamientos establecidos por la misma, como también considerar 
en su quehacer la oferta programática y/o redes locales presentes en su jurisdicción. Es decir: 
ámbito educacional, laboral, tratamiento de drogas; entre otros. Por lo tanto, se considerarán 
relevantes los significados de los/as propios/as profesionales que asumen el rol de delegados/as 
del programa LAE, ya que estos nos aportarán información de su experiencia profesional 
respecto de la efectividad de la intervención, caracterizando los ámbitos abordados en el 
proceso, la visión que tienen sobre las normas técnicas establecidas por SENAME, señalando 
las fortalezas y debilidades percibidas en el desarrollo de su quehacer profesional, es decir lo 
que “funciona” y “no funciona” en la práctica,  como también identificar las buenas prácticas 
y/o ideas que surgen a partir de la experiencia y conocimiento para la intervención y por ende 
para la efectiva reinserción social del/la joven, de ahí la relevancia en conocer sus percepciones. 
En este sentido, es importante señalar, que el presente estudio permitió generar nuevos 
conocimientos respecto de la intervención socio-jurídica, dado que a través de los significados 
que otorgan los/as profesionales se pudo profundizar en los ámbitos de la intervención que 
facilitan los procesos de reinserción social y por ende en rescatar las prácticas y/o 
conceptualizaciones que se perciben en la realidad social desde el ámbito de la intervención 
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socio-jurídica y a nivel familiar. Asimismo, se generó una reflexión respecto de los facilitadores 
y obstaculizadores de la intervención social, en pos de generar insumos que permitan mejorar 
el funcionamiento y/o la intervención con adolescentes infractores/as de ley en medio libre. 
Finalmente, se considera también novedoso este estudio dado que la muestra estuvo centrada 
en los/as profesionales que intervienen a los/as jóvenes infractores/as de ley de la Región 
Metropolitana, en los distintos programas colaboradores de SENAME que ejecutan esta 
sanción, considerando que no hay estudios específicos hacia estos/as profesionales. Por lo cual, 
se podrá obtener una mirada amplia del fenómeno de la intervención que se realiza en la 
actualidad, generándose insumos, conocimientos, paradigmas, aportes y/o reflexiones para 
futuras intervenciones sociales en el área. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Objetivos de investigación 
 
18 
 
Objetivo general: 
Identificar los significados que otorgan los/as delegados/as de libertad asistida especial de la 
Región Metropolitana respecto de la intervención que realizan con los/as adolescentes 
infractores/as de ley para la efectiva reinserción social. 
Objetivos específicos: 
1. Caracterizar los ámbitos de intervención educacional, laboral, familiar, salud mental y 
de tratamiento de drogas que realizan los/as delegados/as de Libertad Asistida Especial 
a cargo del/la joven infractor/a de Ley.  
 
2. Describir los significados que otorgan los/as delegados/as frente a las orientaciones 
técnicas definidas por SENAME y concretadas por las propias instituciones en el espacio 
laboral en relación a la efectividad de la intervención. 
 
3. Identificar las fortalezas y debilidades que perciben los/as delegados/as en su práctica 
laboral orientada a la reinserción social en relación al trabajo ejecutado con el/la joven, 
la familia y la red local. 
 
4. Identificar y rescatar las buenas prácticas de intervención de los/as profesionales que 
ejecutan la sanción de Libertad Asistida Especial. 
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ANTECEDENTES:   
 
1.1 Políticas públicas de prevención y tratamiento de la delincuencia juvenil: el actual 
modelo de justicia juvenil. 
Cabe indicar, que no es propósito de este trabajo hacer una descripción exhaustiva del sistema 
penal y procedimental que afecta a los/as jóvenes infractores/as, así como de la normativa 
internacional que protege los derechos de NNA, por lo que nos centraremos en la ley reguladora 
del cumplimiento de sanciones penales que afectan a los/as jóvenes, en medio libre, así como 
los lineamientos establecidos por el SENAME, entidad responsable de la implementación de 
dichas sanciones penales. 
En Chile, la decisión de implementar un nuevo modelo de justicia penal para adolescentes se 
contextualiza dentro del marco de la “Reforma integral al sistema de protección y justicia de la 
infancia” cuya finalidad fue adecuar el estatuto jurídico, la institucionalidad y las políticas 
públicas del país respecto de los estándares del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, como de los principios y líneas de acción emanados de la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño. Entre ellos, se encuentra el criterio de intervención penal especial, 
reducida o moderada y la utilización de la privación de libertad como media de última ratio 
(Langer & Lillo, 2014, p. 713).  
La reforma anunciada a mediados del año 2000, implicó el envío del proyecto de Ley para 
modificar el sistema de justicia juvenil, iniciativa que fue ingresada a tramitación legislativa en 
agosto del año 2002 y que luego de tres años, el Congreso Nacional finalmente despachó. La 
presión del ambiente preelectoral fue el impulso definitivo que aceleró la discusión y por ende, 
la aprobación de la Ley. 
De acuerdo con Langer & Lillo (2014), en el “sistema tutelar” la concepción que se tenía de la 
infancia y adolescencia, condicionaba la responsabilidad penal de los/as jóvenes entre 16 y 17 
años, a que fuesen judicialmente declarados “con discernimiento”. Cuando esto no ocurría se 
daba por entendido que los/as adolescentes eran inimputables en el ámbito penal, quedando 
excluidos de las sanciones del Código Penal. En caso contrario, si se les declaraba con 
discernimiento, se les aplicaba el sistema punitivo de adultos, con la salvedad de que, al ser 
condenados, se les rebajaba la duración de la pena producto de su edad.  
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A la vez, tanto los/as adolescentes menores de 16 años eran inimputables absolutamente, como 
aquellos mayores de 16 y menores de 18 años que hubiesen sido declarados sin discernimiento 
y podían ser objeto de una medida de protección de carácter tutelar, como la libertad vigilada o 
la internación. Este sistema fue duramente criticado desde varios sectores políticos y organismos 
internacionales frente a la vulneración de los derechos de niños, niñas y adolescentes, ya que 
ello era insuficiente para responder a las necesidades que son propias del control de la 
criminalidad. El principal motivo de censura se refería a que la declaración de “discernimiento” 
se convertía en el factor principal de la responsabilidad penal de los/as jóvenes. Así, por ejemplo, 
los/as jóvenes que se declaraba sin discernimiento quedaban bajo la tutela de los Tribunales de 
Menores y, en muchas ocasiones, en régimen cerrado en instituciones del SENAME. Se podía, 
por tanto, producir la misma situación jurídica que los/as jóvenes que cometían delitos, que eran 
declarados con discernimiento y pasaban a ser juzgados como adultos: todos ellos podían ser 
internados en un centro de menores. De manera gráfica Lacrampette y Melo (2010, p. 14) 
afirman que “un/a joven que vivía bajo un puente en una situación de abandono podía quedar 
en la misma situación jurídica que aquél que había cometido un delito y había sido declarado 
sin discernimiento, y correlativamente, ambos podían terminar internados en un centro de 
menores”. 
Por otra parte, tal como señala Díaz (2009) el tránsito y reconocimiento del paradigma de 
derechos asociados a la Convención Internacional de los derechos de niños, niñas y 
adolescentes, genera que sean concebidos como sujetos de derechos en desarrollo, que van 
adquiriendo autonomía progresiva en la medida que crecen y se desenvuelven en el contexto 
social. Por lo cual, también se constituyen como sujetos de derecho penal, responsables por sus 
actos, por lo que la ley de responsabilidad penal adolescente busca hacer efectiva esta condición 
del/la joven. 
Para Berríos (2011), uno de los aspectos centrales de la génesis de la Ley 20.084 fue el proceso 
de ajuste de las leyes nacionales a la normativa internacional, es decir, que las leyes nacionales 
tuvieron que supeditarse a lo establecido en los tratados internacionales, como la CDN, porque 
una vez suscritos por el Estado, se convertían en legislación interna y, por tanto, obligatoria. De 
ahí que a veces fuera necesario ajustes legales internos. 
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A partir de las deficiencias del sistema anterior se decidió aprobar una Ley especializada para 
adolescentes infractores/as, la cual debería contar con todas las garantías y estándares 
establecidos por la Convención Internacional de los Derechos del Niño y las normas técnicas 
establecidas por SENAME. Por consiguiente, la Ley de responsabilidad penal adolescente (Nº 
20.084) fue promulgada el 28 de noviembre de 2005.  
Esta ley sanciona a los/as jóvenes infractores/as entre los 14 y 18 años. Existen diversas 
sanciones contempladas en la ley, tanto en el medio libre como en el sistema cerrado, las cuales 
deben propender a la responsabilización y reinserción social del/la adolescente. Es así como la 
Ley Nº 20.0844 regula en el párrafo segundo del Título Primero las denominadas “sanciones 
privativas de libertad”; dentro de ellas se encuentran la internación en régimen cerrado con 
programa de reinserción social y la internación en régimen semi-cerrado con programa de 
reinserción social. Asimismo, se encuentran las “sanciones no privativas de libertad”, 
estableciendo un amplio abanico de sanciones de tal naturaleza dentro de las que podemos 
encontrar las siguientes: la amonestación, multa, libertad asistida, libertad asistida especial, 
prohibición de conducir vehículos motorizados, reparación de daño y servicios en beneficio de 
la comunidad. 
Además, existen penas accesorias las cuales pueden ser impuestas de manera paralela a la 
sanción original. Todas estas sanciones contempladas en el artículo n° 6 de la ley 20.084.  
 
 
 
 
 
 
                                                            
4 Ley 20.084 (2005) de responsabilidad penal adolescente, biblioteca del congreso nacional de Chile recuperado de 
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=244803.  
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A continuación se presenta un cuadro con las principales sanciones y actores del sistema penal 
adolescente: 
 
Esquema 1: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: (Elaboración desarrollada por las investigadoras, 2017).  
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delitos de alta connotación social (como robos con intimidación, con violencia, entre otros), no 
presentando los/las adolescentes condenas previas de igual o mayor gravedad en la mayoría de 
los casos. Sin embargo, desde la praxis suele ocurrir que los/as jóvenes condenados/as en 
régimen cerrado o semi-cerrado llegan a cumplir la sanción LAE bajo la modalidad de penas 
sustitutivas. Es decir, cuando han tenido un buen proceso en el sistema privativo de libertad y 
han cumplido el 50% del saldo de su condena, mediante un buen informe de proceso que elabora 
el/la responsable de caso, se solicita la presentación ante el tribunal para optar por la sustitución 
de la pena en medio libre, que por lo general es a través de la modalidad de la sanción LAE por 
la intensidad de la intervención y supervisión. 
En este sentido, el artículo 14º de la ley señala que en esta modalidad: ”deberá asegurarse la 
asistencia del/la adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de 
reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de 
educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento 
y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes 
y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable. En la resolución que 
apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las 
tareas de supervisión que ejercerá el delegado/a. La duración de esta sanción no podrá exceder 
los tres años”. El delegado/a es el profesional de las ciencias sociales que apoya y acompaña el 
cumplimiento de la sanción, asegurando que se dé cumplimiento a lo indicado en el artículo 14 
de la ley antes señalada. 
Asimismo, cabe indicar que la participación en el delito se prueba mediante un juicio de carácter 
público que a través de pruebas establece la participación del o la adolescente en la comisión 
del delito. A partir de ello, el juez mediante criterio técnico determina la sanción privativa o no 
privativa del/la adolescente, dentro de estos criterios u elementos, se encuentra: la historia 
delictual, edad, tipo de delito, entre otros factores.  
Posterior a ello, el tribunal oficia a través de una resolución judicial al coordinador del Servicio 
Nacional de Menores, quien a su vez informa a los organismos ejecutores de las sanciones. En 
el caso de las penas privativas de libertad, la administración y ejecución de la pena es directa a 
través de SENAME. Sin embargo, en el caso de las penas no privativas de libertad, la 
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administración y ejecución de las penas es a través de Organismo privados no Gubernamentales 
y Sin fines de Lucro, los cuales son llamados “instituciones colaboradoras”. 
Por tanto, en el caso de la sanción LAE, el SENAME a través de los programas colaborativos 
debe llevar a la práctica la ejecución de las sanciones en medio libre. Para ello, dispone de 
lineamientos técnicos, la cual tiene como objetivo general, (SENAME, 2012, p.6)5 “aplicar un 
programa intensivo y especializado de intervención y de supervisión en el contexto de la 
sanción decretada por el tribunal, que favorezca la reinserción social del/la adolescente y su 
responsabilidad frente al delito.” Asimismo, respecto de los modelos de intervención que deben 
ejecutarse en los programas por parte de los/as profesionales, estos deben “responder a criterios 
de diferenciación y comprensión personalizada de cada caso” (SENAME, 2012, p. 21), 
desarrollando actividades que favorezcan el aprendizaje del/la adolescente para la construcción 
de un proyecto de vida pro social. Para ello, señala que se requiere de un proceso reflexivo, con 
reconocimiento de sus recursos y necesidades, además de un diseño de intervención que 
garantice oportunidades para el logro, espacios y relaciones distintas al programa. Por otra 
parte, el servicio indica que el diseño de la intervención debe contemplar objetivos 
transversales, tales como: “el logro de individualización, proyección futura, autonomía 
progresiva, fortalecimiento de habilidades sociales y percepción de auto eficacia” (SENAME, 
2012, p. 21). 
Así también, se deben realizar acciones de seguimiento y supervisión de los casos, con la 
finalidad de detectar necesidades y ajustar oportunamente los procesos de intervención. Junto 
con ello, el modelo de intervención debe contemplar de manera transversal el enfoque de 
género.  
Cabe señalar, que los ámbitos de intervención que se deben contemplar en los procesos de 
intervención son: “el manejo de caso, intervenciones especializadas en violencia, personas y 
entornos significativos, educación, capacitación e inserción laboral y salud” (SENAME, 2012, 
                                                            
5 SENAME (2012) Orientaciones técnicas para la intervención – programa libertad asistida especial. Recuperado 
de http://www.sename.cl/wsename/licitaciones/p11_22-08-2014/OT_Libertad_Asistida_Especial_2012.pdf. 
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p. 22). Todos estos ámbitos, de acuerdo a los lineamientos de SENAME se indica que este se 
compromete en cuanto a garantizar la continuidad de estudios del/la joven y la re-
escolarización, además de la preparación para la vida laboral y su desarrollo personal. 
Por último, también el Servicio reconoce la importancia de considerar las distintas realidades 
locales, culturales y étnicas, señalando que los procesos de intervención deben contemplar 
dichas características y realidades locales para la reinserción social, teniendo el programa y/o 
el/la profesional que intervenir en la gestión de redes locales.  
Con respecto al rol del/la delegado/a, de acuerdo a la norma técnica “debe facilitar y 
responsabilizarse sostenidamente del proceso de intervención a través de un vínculo 
significativo con el/la adolescente en un trabajo en terreno. Además, debe controlar, coordinar 
y supervisar la ejecución del plan de intervención individual y de todas las acciones que ello 
implica, ya sean ejecutadas por el mismo o por el equipo de profesionales que se propongan en 
el proyecto” (SENAME, 2012, p. 43). De acuerdo a la normativa podrá atender 20 adolescentes 
como máximo, de acuerdo a los lineamientos técnicos establecidos por SENAME, 2012. 
En relación a lo anterior, cabe mencionar que tanto la ley como los lineamientos técnicos de 
SENAME, sobre la sanción LAE, tienden a garantizar el acceso por parte del/la joven a las 
diversas redes tanto en la política pública como en la red local para su efectiva reinserción 
social. Por lo tanto, es necesario conocer los diversos enfoques o miradas para las 
intervenciones, las técnicas y habilidades profesionales, recursos, características individuales 
del/la joven, realidades locales y condiciones laborales para llevar a la práctica dicha 
intervención social. 
A pesar de que la reforma del sistema penal es relativamente reciente, al poco tiempo de su 
puesta en marcha el propio poder legislativo elaboró un informe en donde analizaba los primeros 
5 años de vigencia, encontrando razones para su reforma.6 El documento, señala en sus 
                                                            
6 Senado (2014) Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la 
evaluación de la aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes 
por infracciones a la  ley penal, en sus cinco primeros años de vigencia. [Recurso en Línea] Recuperado de 
http://www.senado.cl/prontus_senado/site/artic/20130306/asocfile/20130306161051/informe_constituci_
_n.pdf 
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conclusiones que se debe revisar la legislación sobre la Ley de Responsabilidad Penal 
Adolescente, en relación a las medidas cautelares, unificación de penas y especialización.  
Asimismo, se propone la necesidad de generar mejoras en equipamiento (centros de alto 
estándar), recursos materiales y humanos para los distintos tratamientos y casos de alta 
complejidad, generar algunos cambios legislativos en torno al cumplimiento penal (entre ellos 
reemplazar la sanción de régimen semi-cerrado por otra que implique un paso intermedio entre 
la libertad asistida y el régimen cerrado) y, finalmente, proponen separar el SENAME, creando 
una institución encargada de proteger a niños, niñas y adolescentes vulnerables y otra distinta, 
encargada de los/as jóvenes infractores/as.  
Por otra parte, una evaluación de la ley 20.084 realizada por la Cámara de Diputados, en el año 
2015, llega a las siguientes conclusiones: 
 En primer lugar, más del 80% de los/as jóvenes que cumplen condenas lo hacen en medio 
libre, siendo la Libertad Asistida Especial la que concentra el mayor porcentaje de 
población juvenil, alrededor del 42% de los condenados en medio libre.  
 
 Debe revisarse la aplicación práctica de la sanción, dado que los/as jóvenes la asocian a 
obtener una firma y no necesariamente a la asistencia periódica con un/a delegado/a.  
 
 Aquellos jóvenes que conocen el sistema, deciden quebrantar la sanción de prestación 
en beneficio a la comunidad, parar obtener una libertad asistida en su lugar, ya que en la 
práctica sería menos gravosa para los/as adolescentes. 
 
 Existe una débil diferencia entre la Libertad Asistida y la Libertad Asistida Especial, no 
existiendo diferenciación a nivel legal. No obstante, la jueza Magdalena Casanova, en el 
informe de evaluación de la Ley 20.084 de la cámara de diputados en el año 2015, indica 
que, en el caso de la Libertad Asistida Especial, ha visto más informes favorables y 
apreciación positiva en cuanto a sus buenos resultados, señalando que en el caso de la 
libertad asistida simple muchas veces se traduce en una firma periódica. Es así como el 
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Ministerio Público propone definir de modo más preciso en contenido de la sanción y su 
diferenciación en cuanto a tiempo y acciones. 
 
 Respecto de las sanciones accesorias (concretamente, cuando, someta al/la adolescente 
a un tratamiento de drogas) se debe analizar la pertinencia del tratamiento como sanción 
y la ley debería explicitar la consecuencia del incumplimiento de la sanción accesoria, 
con relación al quebrantamiento. El tratamiento de drogas debiera estar incorporado 
como una oferta asociada al cumplimiento del fin de integración social y, finalmente, se 
deberá dotar de recursos a SENDA y a los Centros de salud para la atención de 
adolescentes con consumo problemático de drogas, independiente de si cometió o no un 
delito. 
 
 Con respecto a los objetivos de reinserción social se recomienda comprometer un 
número de plazas de atención especializada y oportuna para los/as adolescentes 
infractores/as por parte de los servicios del área de salud, educación y capacitación. 
Potenciar la especialización de las instituciones en el área infanto-juvenil y en la atención 
de adolescentes infractores/as. Y, finalmente; y potenciar las redes establecidas mediante 
convenios de colaboración y cooperación entre el SENAME y las comunidades locales 
para la integración progresiva de los/as adolescentes. 
 
 Por último, en lo que respecta a la especialización de los actores del sistema, la 
evaluación propone realizar capacitaciones conjuntas con todos los actores judiciales 
con el fin de darle uniformidad al proceso judicial; incorporar en la norma la obligación 
de especialización de los jueces en temas psicosociales y generar incentivos para su 
formación; aumentar la dotación de fiscales para abordar las causas con imputados 
adolescentes y; considerar a las policías en el trabajo de coordinación intersectorial. 
 
 
 
 
1.2 Principales actores de la ejecución de la sanción de medio libre: LAE 
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Es importante considerar a los actores que participan en la ejecución del Programa de Libertad 
Asistida Especial, ya que a través de ellos se desarrolla el funcionamiento del circuito de 
atención para así dar cumplimiento a la sanción, favoreciendo la reinserción social del/la joven 
infractor/a. Dentro de este contexto, los actores principales serían: por un lado el servicio 
Nacional de Menores y los Organismos Colaboradores Acreditados del SENAME, 
encontrándose dentro de estos organismos los/as  profesionales ejecutores de la sanción.  
 
1.2.1 El SENAME 
El Servicio Nacional de Menores es un organismo público, centralizado colaborador del sistema 
judicial y dependiente del ministerio de justicia. Fue creado a través del Decreto de Ley Nº 
2.465, el 10 de enero de 1979, que constituye su Ley Orgánica, publicada en el Diario Oficial 
el 16 de enero del mismo año. Su misión principal es “Contribuir a la promoción, protección y 
restitución de derechos de niños, niñas y adolescentes vulnerados/as, así como a la 
responsabilización y reinserción social de los/as adolescentes infractores/as de ley, a través de 
programas ejecutados directamente o por organismos colaboradores del servicio”. 
 
Es importante indicar que SENAME cuenta con una oferta de programas, desconcentrados 
territorialmente, y que ejecuta su labor en 15 direcciones regionales a nivel nacional. Asimismo, 
por una parte, los proyectos son ejecutados a través de la administración directa del Servicio y, 
por otra, a través de los distintos Organismos Colaboradores, los cuales oscilan en 771 
programas a nivel nacional, estando acreditados y supervisados por SENAME, con el fin de 
entregar un óptimo cumplimiento al desarrollo de sus labores en la atención de niños, niñas y 
jóvenes. 
 
En cuanto a la oferta programática, contempla tres áreas prioritarias de intervención: Área de 
adopción, área de protección de derechos y primera infancia y área de justicia juvenil. De lo 
anterior, la investigación se desarrollará dentro del área de justicia juvenil. Tal como se señala 
en el actual modelo de justicia juvenil, los/as adolescentes ingresan al programa LAE a través 
de la sanción emanada en la ley Nº 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente (RPA), 
correspondiendo al Servicio Nacional de Menores (SENAME) la responsabilidad y 
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administración de las medidas, tanto privativas como no privativas de libertad, referidas en su 
artículo Nº 42 y 43 de dicha ley.   
 
Por lo tanto, debe garantizar la existencia y la creación de programas de internación en régimen 
semi-cerrado y cerrado, así como sanciones no privativas de libertad, en las distintas regiones 
del país para la ejecución y control de las medidas que refiere dicha ley. Como ya se ha indicado, 
el SENAME tiene la responsabilidad de la ejecución de las sanciones, administrando estas 
directamente en las sanciones de medio cerrado y encomendado la ejecución de las sanciones 
de medio libre a las instituciones colaboradoras y acreditadas. 
Por otra parte, cabe indicar que el SENAME  es quien de manera interna instala instructivos a 
través de sus normas técnicas, estructurando la labor tanto al delegado/a como a los organismos 
colaboradores en el cumplimiento de las sanciones de medio libre, en este caso, en la sanción 
LAE. Así, una vez que el Servicio emite estas orientaciones, asume un  rol de supervisión 
periódica a los programas para evaluar la instalación de estas orientaciones técnicas y 
cumplimiento de  los objetivos de cada institución. 
 
1.2.1.1 Las orientaciones técnicas para la intervención 
Como ya se ha adelantado, el SENAME a través de los programas colaborativos debe llevar a 
la práctica la ejecución de las sanciones en medio libre, en este caso particular; la sanción LAE. 
Para ello, dispone de lineamientos técnicos que tienen como objetivo general, “aplicar un 
programa intensivo y especializado de intervención y de supervisión en el contexto de la sanción 
decretada por el tribunal, que favorezca la reinserción social del/la adolescente y su 
responsabilización frente al delito.  
Los programas consisten en diseñar un proceso de intervención que garantice oportunidades 
para el logro, así como espacios y relaciones distintas al programa. Pero se trata de dibujar un 
itinerario personalizado, puesto que si bien hay que desarrollar actividades que favorezcan el 
aprendizaje del/la adolescente para la construcción de un proyecto de vida pro social, con 
ámbitos predeterminados de colaboración con el/la profesional, cada caso exige un proceso 
reflexivo de reconocimiento y ajuste de los recursos a las necesidades. En todos ellos, se 
contempla como objetivos transversales: el logro de la individualización, la proyección futura, 
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la autonomía progresiva, el fortalecimiento de habilidades sociales y la percepción de 
autoeficacia. Pero, cómo se consiga, es labor del/la profesional en colaboración con la red local. 
De ahí la importancia de profundizar en cómo los/as delegados/as intervienen con los/as jóvenes 
infractores/as y cómo articulan la red, siendo especialmente relevantes sus percepciones y 
subjetividades, pues existe, dentro de los lineamientos del SENAME, un grado de autonomía 
profesional, donde deben incorporarse las particularidades propias de cada realidad local, 
cultural y étnica, en los procesos de intervención.  
Para ello, se permite una metodología variada (manejo de caso, intervenciones especializadas 
en violencia, intervención con personas y entornos significativos) pues diferentes son los 
ámbitos (educación, capacitación e inserción laboral y salud), debiendo contemplarse de manera 
transversal el enfoque de género. Y, además, es preciso realizar acciones de seguimiento y 
supervisión de los casos, en esta función de detectar necesidades y ajustar oportunamente los 
recursos y los procesos de intervención. 
1.2.2 Organismos colaboradores acreditados del SENAME 
Es SENAME cuenta en la actualidad (según el registro de organismos colaboradores acreditados 
del SENAME) con alrededor de 771 programas a nivel nacional, siendo todas aquéllas personas 
jurídicas y naturales que han decidido colaborar con el Servicio Nacional de Menores, en las 
diversas áreas que el Servicio subvenciona, previa inscripción y aceptación. 
 
Para ello, cada institución puede participar en la licitación de proyectos subvencionados, en 
concordancia con la normativa de la ley 20.0327 de sistema de atención a la niñez y adolescencia, 
quien, en su artículo nº1 refiere a que: “SENAME velará para que la acción desarrollada por sus 
colaboradores acreditados respete y promueva los derechos fundamentales de los niños, niñas y 
adolescentes sujetos de atención y que se ajuste a esta ley y a las disposiciones legales y 
reglamentarias a la labor que ellos desempeñan.” 
                                                            
7 Ley 20.032 (2005) del Sistema de Atención a la Niñez y Adolescencia a través de la  Red Colaboradores del 
SENAME y su Régimen de Subvenciones, Bibloteca del Congreso Nacional de Chile, recuperado de 
https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=240374. 
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En la región Metropolitana, las instituciones que están a cargo de la ejecución de los programas 
de sanción de libertad asistida especial, son: 
 
1) Corporación de Desarrollo Social de la Asociación Cristiana de Jóvenes: Esta es una 
organización internacional sin fines de lucro, laica y ecuménica, fundada en Inglaterra, la cual 
desde orígenes cuenta con principios cristianos cuyo objetivo principal es ayudar al 
desprotegido, a los niños  y adolescentes vulnerados en sus derechos.  
Por lo cual, esta institución realiza esfuerzos para vincular a estos niños/as, jóvenes y familias 
con los recursos que la sociedad destina para estos ciudadanos, generando instancias de 
reinserción en su entorno comunitario a través del acceso a estas redes. 
2) Fundación Nacional para la Defensa Ecológica del Menor de edad Fundación (DEM): 
Es un organismo sin fines de lucro y no gubernamental, trabaja con un enfoque ecológico 
integrador con el fin de buscar el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes, en su 
familia y en su comunidad, tomando en consideración la historia vital la cual estaría ligada a 
factores condicionantes del entorno social y cultural. 
Asimismo, tiene como objetivos promover la defensa ecológica del menor en aspectos como 
seguridad, bienestar, justicia y equidad. También, como fin último busca promover y restituir 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad mediante el trabajo 
enfocado con la familia y la comunidad. 
3) Corporación de Oportunidad y Acción Solidaria (OPCION): Corporación sin fines de 
lucro, el cual tiene como objetivo principal proteger los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes a través de una práctica social que favorezca el ejercicio de los derechos, para su 
efectiva reintegración social.   
Es por ello, que trabajan para contribuir en la plena integración e implementación de la 
Convención de los Derechos del Niño a través del ejercicio de la ciudadanía y participación en 
diseños de propuestas innovadoras en el ámbito de políticas públicas. 
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4) Corporación para la Orientación, Protección y Rehabilitación del Menor (PROMESI): 
Esta institución tiene por finalidad contribuir a la integración social de los/as jóvenes 
sancionados a través de la intervención psicosocial realizada por un/a delegado/a, contribuyendo 
con lo dispuesto en la Convención Internacional de los Derechos del Niño, siguiendo valores de 
la institución como el respeto, la no discriminación, el compromiso por el trabajo realizado, 
entre otros. Asimismo, considera al/la joven como sujeto de derecho, capaz de responsabilizarse 
por sus actos. 
1.2.3 Profesionales ejecutores de la sanción: los/as delegados/as. 
Como ya se ha adelantado, los/as delegados/as son los encargados de que los/as jóvenes cumplan 
la sanción de libertad asistida especial, tal y como contempla en el artículo 14, al establecer que 
“deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades 
socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación 
en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a 
programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por 
los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable. 
En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los 
encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado. La duración de 
esta sanción no podrá exceder los tres años”. 
Al respecto, se observa que el rol del/la delegado/a está altamente estructurado por el marco 
normativo, que señala claramente las áreas que deben estar presentes en los procesos de 
intervención. 
Como requisito contemplado en las normas técnicas se sugiere que el/la delegado/a sea un 
profesional y/o técnico de las ciencias sociales: Sociólogos, Psicólogos, Asistentes Sociales, etc; 
y que posean experiencia y competencias demostrables en: intervención con jóvenes 
infractores/as de ley y con familias, e intervención a nivel comunitario. De no serlo debe 
garantizar su experiencia en formulación de proyectos y conocimiento acabado de la ley de 
Responsabilidad Penal Adolecente.  
De acuerdo a la norma técnica, el/la delegado/a “debe facilitar y responsabilizarse 
sostenidamente del proceso de intervención a través de un vínculo significativo con el/la 
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adolescente en un trabajo en terreno. Además, debe controlar, coordinar y supervisar la 
ejecución del plan de intervención individual y de todas las acciones que ello implica, ya sean 
ejecutadas por el mismo o por el equipo de profesionales que se propongan en el proyecto”.  
Para dar cumplimiento a lo señalado anteriormente, el/la delegado/a realizará un informe 
denominado Plan de Intervención Individual (PII), que consiste en un intento personalizado de 
reinserción social, y que debe ajustarse a las necesidades de cada joven según sus características 
y necesidades propias. Será monitoreado por el/la delegado/a para el efectivo cumplimiento de 
las actividades periódicas, en ciertos ámbitos de intervención, con el doble objetivo de delinear 
y realizar, en conjunto con el/la adolescente, acciones que aborden la conducta delictiva, de 
manera transversal, así como también su reinserción social. Finalmente, el trabajo en cada uno 
de los ámbitos de intervención implica un fuerte énfasis en la gestión con las redes locales”. 
La coordinación y acceso a la red local es muy importante, dado que el/la profesional se ve 
enfrentado a las limitaciones que establece la red. Tal como señala Zúñiga (1996, p. 68) se 
pecaría de ingenuidad profesional si espera una coherencia cuasi perfecta entre el discurso 
político, la asignación de recursos, etc…con medios materiales limitados”. Esto hace la tarea de 
la reinserción más difícil para el/la profesional cuando, por ejemplo, existe escasez de recursos 
humanos, económicos y falta de compromiso por parte de las instituciones de la red y de 
coordinación con los servicios de la oferta programática multi-sectorial. Según el anteriormente 
mencionado informe de evaluación de la Ley 20.084, realizado por la cámara de diputados en 
2015, la realidad es que “el sistema carece de una oferta especializada y oportuna para la 
atención del/la adolescente infractor, por lo cual estos son considerados como usuarios más del 
sistema. En definitiva su atención estaría condicionada a la voluntad y disponibilidad de las 
redes de atención más cercanas”. En razón de ello, los/as delegados/as y el equipo deben realizar 
un doble esfuerzo buscando la voluntad de cada servicio para dar efectividad en los procesos de 
reinserción social y desistimiento delictual. 
 
 
 
1.2.3.1 Procesos de intervención y autocuidado 
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Recapitulando lo anteriormente descrito, es importante destacar que el nexo principal del/la 
joven en sus procesos de intervención para la reinserción social es el/la delegado/a y la relación 
que se establece (vínculo), quien se interrelaciona tanto con la familia, la red local y otros actores 
que puedan influir en su proceso a través del marco de acciones permitidas y establecidas en el 
propio programa, para la consecución de los objetivos propuestos en el Plan de Intervención 
individual. 
Por otro lado, el/la delegado/a debe asesorarse de manera interna con el equipo de trabajo cuando 
surgen algunas dificultades en los procesos de intervención con el fin de permitir la efectividad 
del trabajo interdisciplinario. Esta asesoría interna, debe facilitar la capacidad de generar un 
vínculo significativo con el/la joven, tomando en cuenta la complejidad y las características de 
cada uno/a, identificando a la brevedad los nudos críticos de atención para así diseñar estrategias 
de intervención que favorezcan la reparación y el desarrollo de comportamientos prosociales. 
Por ello, es importante considerar la complejidad a la que el/la delegado/a y el equipo se ven 
tensionados en la cotidianeidad del quehacer profesional, ya que las emociones juegan un 
importante rol debido a que se encuentran muchas veces con experiencias traumáticas, en un 
contexto de vulneración por parte de los/as adolescentes y donde el trabajo de reparación y 
reinserción debe ser más intenso, ante lo cual la relación de ayuda va generando un vínculo cada 
vez más estrecho con el referido/a. 
Por esta razón, en las orientaciones técnicas del SENAME aparece el ítem de autocuidado para 
el/la profesional y el equipo, indicando que es: “un proceso permanente que permite generar 
condiciones y soportes para enfrentar la complejidad de la tarea, con un enfoque preventivo, 
centrado en el bienestar de los miembros del equipo”. Por lo cual, los distintos programas deben 
generar estrategias de autocuidado para su equipo.  
La literatura describe la aplicación de medidas de autocuidado para los asistentes sociales del 
SENAME. Para un estudio publicado sobre la Región Metropolitana (Barría, 2003), los talleres 
de autocuidado permiten proteger a los/as trabajadores y prevenir institucionalmente los altos 
niveles de licencias médicas, absentismo y rotación de personal. Asimismo, se destaca la 
necesidad de que existiera una política institucional de autocuidado y protección del trabajador, 
por parte del SENAME, a nivel nacional. En este sentido, Barría afirma que la gran mayoría de 
las organizaciones ligadas al Servicio desarrollan formas de estrés crónico las cuales no están 
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siendo abordadas, con el consiguiente perjuicio para las personas vulnerables que son atendidas 
por estos profesionales.  
Otros autores (Arón & Llanos, 2004) señalan que el cuidado de los equipos de trabajo es de 
responsabilidad de los directivos y de las instituciones, considerando que se deben entregar 
condiciones mínimas laborales a los/as operadores/as sociales. Asimismo, es importante tener 
presente que el trabajo en contextos de violencia presenta mayores riesgos de sufrir desgaste 
profesional.  
Es por ello, que los autores antes descritos realizan una serie de sugerencias para promover los 
factores protectores frente al ejercicio profesional. A modo de ejemplo se señala que:  
 Se debería asegurar las condiciones mínimas de integridad personal en el lugar de 
trabajo. Por ejemplo, facilitar espacios de vaciamiento y descompresión cotidianos en 
relación a los casos.  
 
 Por otra parte, sugieren compartir las responsabilidades de las decisiones riesgosas que 
debe asumir cada miembro del equipo, generando relaciones de confianza. 
 
 Deben prevalecer estilos democráticos de liderazgo en donde se le otorgue importancia 
al reconocimiento y a la retroalimentación profesional. Del mismo modo, estilos de 
supervisión protectores y fortalecedores de los propios recursos así como el fomento 
hacia una manera de resolución de conflictos no confrontacional.  
 
 Debe hacerse un registro y visibilizar los traumas de los equipos, generando espacios 
protegidos para la explicitación y resolución de los problemas surgidos al interior de los 
equipos. 
 
  Es muy importante la formación continua por parte de la institución, marcos teóricos e 
ideológicos compartidos, así como la realización de consultorías profesionales que 
ayuden en estos objetivos. 
 
 Por último, la incorporación de rituales tanto de incorporación como despedida de los 
profesionales que trabajan en los programas. 
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2 MARCO TEÓRICO 
Una vez explicada la normativa directamente aplicable al tema que nos ocupa, a continuación, 
se mencionarán aquellos trabajos que recogen los resultados de investigación relativos a 
intervenciones realizadas bajo la ejecución de la sanción LAE, o también vinculadas a 
SENAME y/u otros actores. 
Las aportaciones más relevantes que estos trabajos hacen a la investigación, a nuestro juicio se 
describen, a continuación. En primer lugar, se puede afirmar que existe una preocupación de la 
literatura jurídica por el sistema de justicia penal juvenil. Especialmente, trabajos centrados en 
la reforma del modelo de justicia penal para adolescentes (Berríos, 2005 y 2011; Aguirrezábal, 
Lagos & Vargas, 2009; Corder, 2009; Salas, 2011; Langer & Lillo, 2014). La frecuencia de 
estos trabajos ha propiciado la publicación de números monográficos, en revistas especializadas 
de las Universidades. En el tema que nos ocupa, especialmente se han estudiado las sanciones  
que la nueva ley de responsabilidad penal y juvenil impone, así como su procedimiento aplicable 
(Horvitz, 2006). 
 
Desde el punto de vista de los sujetos, no se han localizado trabajos de investigación que 
estudien la perspectiva de los/as delegados/as en el desarrollo de su ejercicio profesional, a 
propósito del objetivo de reinserción social, en el cumplimiento de penas de libertad asistida 
especial. Ello, a pesar de que es un tema relevante y este protagonismo queda de manifiesto al 
explicar las funciones que realizan estos en el proceso de inserción del/la joven infractor/a8.  
La literatura explica la consunción de los/as profesionales, el llamado síndrome burn out, 
entendiéndolo como el agotamiento del profesional, sobrepasado por su trabajo y especialmente 
relacionado con determinadas profesiones; las que trabajan con el sufrimiento humano 
(Morales, Pérez & Menares, 2003). Encontramos, por tanto, estudios que explican este síndrome 
a partir de Malash (1981, 1993, 2002), la consideración de los equipos de intervención 
psicosociales como factores de riesgo (Morales, 1996) y, concretamente referido al área de salud 
                                                            
8 Al terminar de realizar este trabajo de tesis tuvimos conocimiento de la investigación realizada por Matías 
Sanfuentes y Thiare Espinoza “Conflictos y dilemas del rol laboral en profesionales del Servicio Nacional de 
Menores”, del COES y presentada el día 7 de junio 2017 en la fundación Colunga. Esta investigación analiza los 
dilemas que enfrentan los profesionales en el desempeño del rol y explica las dinámicas organizacionales que 
dificultan el desempeño de sus roles en el SENAME. 
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(Miller, 1998; Rozas, 2000), la enseñanza (Guerrero, 1999; Ponze, 2001) y, en menor medida, 
en el área de lo social (Morales & Lira, 1999, 2000; Barría, 2003), entre otros. 
 
También existen otras investigaciones vinculadas tanto con el fenómeno delictual juvenil como 
también con las intervenciones sociales que se han realizado en diversos contextos. Muchos de 
estos trabajos son tesis de pregrado o magister, de estudiantes de trabajo social o psicología, 
algunos de la Universidad Andrés Bello. Así, se ha indagado sobre la eficacia del plan de 
intervención individual como herramienta para cumplir la finalidad de la sanción de ‘libertad 
asistida especial’, en jóvenes infractores/as de ley, que se encuentran ejecutando condenas por 
delito de robo con intimidación (Bobadilla & Bórquez, 2009). Mediante entrevistas a 
adolescentes infractores/as de ley, que cumplían la sanción LAE por el delito de robo con 
intimidación y a jefes/as técnicos/as, indagaron sobre el funcionamiento de la sanción LAE y si, 
efectivamente, ésta promovía la reinserción social de los usuarios/as. Entre sus principales 
hallazgos se indicó que los planes de intervención se ajustan parcialmente a la finalidad de la 
sanción establecida en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, ya que si bien los/as 
adolescentes de cada caso asisten periódicamente al centro, sin embargo este propósito no se 
cumple en forma óptima, pues se visualiza falta de redes sociales y políticas públicas, lo cual 
impide la plena reinserción social del/la joven y a su óptimo desarrollo psicosocial, de acuerdo 
a las normas técnicas que establecen.  
 
Por otra parte, en relación a las herramientas con las cuales cuentan los/as profesionales para la 
aplicación de los mismos, señalan que: “se observan dificultades, ya que faltan herramientas 
teóricas, redes sociales y recursos que permitan un mejor desarrollo de la ejecución de la 
sanción, por parte de los diversos organismos involucrados en el procedimiento” (Bobadilla 
Osorio & Bórquez Galindo, 2009, p. 95). En este sentido, se observan las tensiones en la práctica 
profesional entre lo que plantean las normas técnicas establecidas por SENAME (2007), la 
sanción LAE y el ejercicio profesional.  
 
Respecto de los significados que los/as adolescentes infractores/as de ley post egreso de la 
sanción de libertad asistida de la Corporación Asociación Cristiana de Jóvenes (A.C.J.) 
atribuyen a su experiencia en el plan de intervención individual (PII) en relación a su proceso 
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de reinserción social, Arancibia & Cornejo (2010, p.90) realizaron un estudio cualitativo con 
adolescentes que habían cumplido la sanción en medio libre. Como principales hallazgos las 
investigadoras, estudiantes de la Universidad Andrés Bello, indican que: 
 “queda en evidencia la poca valoración que estos/as jóvenes conciben respecto a su 
participación en el Plan de Intervención Individual, no asumiendo ni incorporando la 
gravedad que implica estar cumpliendo una sanción penal…Este escenario en su vida no 
produjo cambios significativos respecto a su situación actual. No obstante, los/as jóvenes 
incorporan de manera relevante el vínculo que se establece con su delegado/a a lo largo 
del cumplimiento de la sanción, dando gran énfasis a la relación dialógica que existió 
entre ambas partes” (p.90). 
Por otra parte, también afirman que “en la reinserción de estos/as adolescentes y su interacción 
con los diferentes sistemas sociales y redes de apoyo, queda expuesta una precaria habilitación 
respecto de éstos ámbitos, ya que existen ciertos vacíos en los planes de intervención individual 
sobre algunas áreas de la red socio-comunitaria” (Arancibia y Cornejo, 2010, p. 91). 
Sin embargo, el propio SENAME (2015), en una investigación interna con jóvenes 
infractores/as de ley, sometidos tanto a sanciones privativas de libertad como de medio libre, en 
el periodo comprendido entre su ingreso (2009) y su egreso (2013), más un seguimiento 
posterior entre 12 y 24 meses, concluye que los/as jóvenes que cumplieron los programas de 
Libertad Asistida Especial tienen una tasa de reincidencia menor, dentro de las cinco 
intervenciones existentes. Si bien es verdad que componen el segmento más amplio en términos 
absolutos, desde el año 2010 presentan las tasas más bajas de reincidencia del circuito de justicia 
juvenil administrada o ejecutadas por SENAME y, en consecuencia, son los que tienen los 
resultados. 
Finalmente, Doris Cooper (2005) afirma que en las unidades penales de las grandes ciudades 
urbano-industriales situadas en la Región Metropolitana, la Quinta, la Octava y Novena Región, 
en relación a la rehabilitación de la población juvenil infractora de ambos sexos, que “las 
cárceles no rehabilitan a nadie, dentro de ellas en realidad lo que se aprende es a robar, a saber 
cómo traficar y consumir drogas, e incluso cómo prostituirse”.  Las menores ladronas y las 
menores traficantes o drogadictas comparten sus vidas y enseñan cómo es la vida de la calle, y 
cómo es “andar a todo ritmo”, “salvándose” o salvando el día. Sin embargo ellas están 
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conscientes de esta realidad y simplemente piden ayuda” Doris Cooper (2005 p. 516). En este 
sentido, se observa como el cumplimiento penal de los/as adolescentes en el sistema privativo 
de libertad no estaría brindando las garantías para una efectiva reinserción social. Toda vez, que 
las intervenciones realizadas no logran apaciguar ni generar un impacto en los/as adolescentes 
producto de las consecuencias asociadas a la restricción de libertad.  
2.1 Teorías explicativas de la intervención profesional de los/as delegados/as 
Para comenzar, es necesario señalar que toda intervención social se encuentra dentro de un 
marco normativo y socio-político el cual va a generar una influencia en los lineamientos y 
marcos de ejecución de los programas y, por ende, en el desarrollo del ejercicio profesional de 
los/as delegados/as. Las teorías explicativas que a continuación se presentan estarán centradas 
en dos ejes: uno, en relación al marco estructural desde donde se generan las intervenciones y 
otro, a través de los modelos que los/as profesionales utilizan en su ejercicio profesional. 
2.1.1 Delimitación conceptual: la intervención social  
Primero que todo, cabe indicar que existe una gran dificultad en encontrar bibliografía y una 
conceptualización unificada respecto del concepto de intervención social, en donde se observa 
que finalmente cada institución que trabaja en esta labor realiza acciones tendientes a generar 
dicho proceso, de tal manera que se ajuste a su rol profesional de acuerdo al cargo que ejecuta. 
Asimismo, existen numerosas formas y miradas de la intervención social, por lo cual, lo 
fundamental es no sólo hacer una delimitación conceptual, sino más bien considerar los 
elementos para seleccionar desde qué mirada y/o tipo de intervención analizaremos nuestra 
investigación. Al respecto, ésta será observada en relación al quehacer profesional de los/as 
delegados/as de libertad asistida especial, por lo que se deben tener presente todas las influencias 
y/o exigencias externas que condicionarán el trabajo y que pueden ser de tipo interno o externo. 
Entre las primeras se encuentra la formación académica y la habilitación profesional, que 
adiestra a los/as delegados/as en una determinada metodología de la intervención social, desde 
la que enfocarían su quehacer profesional, adoptando determinados paradigmas, propios de la 
disciplina en la que se han formado profesionalmente y que han desarrollado con el paso de los 
años, fruto de la experiencia y el aprendizaje posterior. Entre las segundas se encuentran: la ley 
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20.084, las normas técnicas de SENAME y, finalmente, las directrices del Programa y/o 
institución para la cual se encuentra trabajando. 
En este sentido, de acuerdo a lo que señala Corvalán (1996 p.4), entenderemos “la intervención 
social como la acción organizada de un conjunto de individuos frente a problemáticas sociales 
no resueltas en la sociedad y a partir de la dinámica de base de la misma” (Corvalán, 1996 p.4). 
Nos encontramos, pues, ante un concepto contingente pues hay que considerar que esta dinámica 
varía de sociedad a sociedad y, en nuestro caso, es resultado de una sociedad capitalista que 
expande los mercados y diferencia a los sujetos, clasificándolos en base a los bienes e ingresos 
de cada persona.  
Por otro lado, el autor distingue dos tipos de intervención social, las cuales tienen relación con 
las instituciones que las realizan. Por una parte, se encuentra la intervención social de tipo socio-
política y, en segundo lugar, la intervención social llamada caritativa, asistencial o simplemente 
no-sociopolítica. Nuestra investigación se centrará en analizar la visión de los/as delegados/as 
desde una intervención social socio-política, la cual es definida por Corvalán (1996, p.5), como 
“la acción social producida a partir de la inaceptabilidad de una situación vivencial de un grupo 
de individuos, la cual a su vez estaría provocada por la dinámica de base del sistema”. Este 
último aspecto, implica una mirada crítica a tal dinámica de base, es la que más claramente 
diferencia una intervención de tipo socio-política de una de tipo caritativa. 
A partir de ello, surgen distintos enfoques que se posicionan en distintos paradigmas de 
intervención, los cuales hacen alusión al análisis antes descrito y que es necesario presentar para 
uniformizar criterios y/o discutir, con el fin de considerar la importancia de cada uno. De 
acuerdo a lo que señala Doris Cooper (2005, p. 19), entenderemos por paradigma: “una 
configuración de teorías interrelacionadas o derivables y deducibles creativamente, que 
comparten un conjunto de constructos básicos nucleares de relevancia, una configuración de 
hipótesis no contradictorias deducibles, de la teoría, sumable y posible de incrementar 
innovadoramente, hasta un cierto límite, una perspectiva metodológica común y un conjunto de 
técnicas específicas de investigación, que enfocan un determinado nivel de la realidad en el 
marco de una perspectiva cultural e ideológica comunes”. 
Es importante señalar, que la política social chilena –como en todos los estados sociales, en la 
actualidad- se encuentra relacionada con la intervención social y económica. Es decir, con las 
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limitaciones del liberalismo y las relaciones de mercado. Por lo cual, corresponde al Estado 
desarrollar las políticas sociales en concordancia al modelo de desarrollo dominante. 
2.1.2 La intervención social de tipo integracionista 
En este caso, el Estado es el actor social llamado a realizar la integración y la redistribución. La 
intervención social presupone la existencia normativa y objetiva de un proyecto nacional. 
Desde el campo sociológico Bajoi (1991, citado por Corvalán, 1996) plantea que la intervención 
social pretende generar la integración de los marginales al proyecto nacional, lo que implica una 
re-socialización de estos para que puedan ser capaces de acceder a los beneficios materiales y 
simbólicos de la sociedad. No obstante, el autor no ve en los marginales elementos útiles para 
la realización del progreso.  
Las características de la intervención son fuertemente externas a los marginales y por ello hay 
una visión negativa de la acción colectiva. La intervención basada en este paradigma va a 
privilegiar el acceso y proliferación de las instituciones re-socializadoras en la sociedad, y en 
especial la escuela, que es concebida como la institución modelo representante. Un ejemplo de 
intervención desde este paradigma son las campañas de alfabetización, el discurso del acceso a 
la escolaridad, la relación causal de la escolaridad con los ingresos y en general la mención de 
un saber oficial y válido en oposición a un no saber, identificando este último con la (in)cultura 
de los marginales y de los sectores populares. 
2.1.3 La intervención social desde el paradigma competitivo 
Esta se encuentra asociada a dos principios claves: libertad individual y racionalidad del actor. 
El neoliberalismo es una ideología que postula una interpretación de la sociedad, a partir del 
individuo. En el pensamiento neoliberal lo que es fundamental es la noción de desregularización 
de la vida económica y social. La intervención social enfoca 3 campos como mercado: control 
simbólico, Estado y producción económica.  Institución modelo: la empresa. 
Michel Crozier (1977, citado por Corvalán, 1996), señala que en este paradigma los individuos 
tienen libertad, en tanto pueden obtener beneficios del sistema. Asimismo, presentan una mirada 
racional, ya que tienen intereses y objetivos y son capaces de diseñar las estrategias para llegar 
a ello.  
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El camino hacia el progreso está en los espacios de acción que se les puede dejar a los individuos 
para que así hagan uso de su libertad y racionalidad. Sin embargo, su visión del individuo, su 
legitimización del beneficio privado y del individualismo, su cambio de utopía colectiva con 
una de tipo personal, hacen que sea el proyecto social post-moderno más fuertemente 
desarrollado en la actualidad. 
Desde la intervención social  (Corvalán, 1996), se plantea que los principios sociales y 
económicos de la política y el trabajo social se ven fuertemente cuestionados por el paradigma 
de la competitividad, dado que ellos desconfían de la existencia misma de la intervención en la 
sociedad. El problema que se plantean los interventores sociales que se ubican en este paradigma 
es el acceso de los individuos a las instancias sociales. 
2.1.4 La intervención integradora versus el paradigma competitivo 
En virtud de lo antes descrito, cabe señalar que existe una relación entre la intervención 
integradora y el paradigma competitivo, dado que ambos se sitúan en un Estado Neoliberal 
donde se priorizan los bienes materiales y económicos individuales sobre el bienestar colectivo 
y el progreso social. Asimismo, si bien en el paradigma integracionista se observan acciones 
tendientes a la construcción de políticas públicas orientadas a la intervención social, en especial 
desde la escolarización, éstas se realizan con el objeto de que las clases marginales logren 
adaptar su conducta hacia lo que el proyecto nacional pretende. Asimismo, esto se refuerza con 
la idea de que no se consideran a estos sujetos con posibles potencialidades útiles para el 
desarrollo económico del país. Por otra parte, el paradigma competitivo viene a reforzar la idea 
de libertad individual, reforzando la desigualdad y el acceso de manera inequitativa frente a las 
demandas sociales. 
En chile, gran parte de las intervenciones se encuentran centradas en el paradigma 
integracionista, como una forma de amortiguar las consecuencias sociales producidas por el 
sistema neoliberal.  
Sin embargo, estas surgen como medio para mantener el sistema de mercado y la economía pero 
sin el afán real de producir un cambio estructural en la vida de las personas con mayores 
necesidades económicas, materiales, afectivas y de desarrollo, tendiendo la política pública a 
desarrollar programas de intervención individuales y centrando los cambios en los sujetos, 
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limitando el desarrollo de intervenciones sociales a nivel familiar y/o comunitario. En el caso 
de los jóvenes infractores de ley, las intervenciones son de carácter individual y si bien tienen 
un componente familiar y a nivel socio-comunitario este es más limitado y reducido a procesos 
de acompañamiento puntual pero carece de una mirada más integradora del fenómeno. 
2.1.5 La intervención dirigida versus la intervención participativa 
Para Montenegro (2001) existirían dos formas de intervención social: las intervenciones 
dirigidas y las intervenciones participativas. Desde los modelos de “intervención dirigida” 
(llamado también, el de la desigualdad social) hay grupos que se encuentran excluidos o en 
riesgo de exclusión de los recursos económicos, sociales y culturales de la sociedad. Por lo cual, 
es necesario intervenir en los problemas sociales para lograr mejores niveles de calidad de vida 
para estas personas y colectivos. Los involucrados son las personas, grupos o instituciones que 
necesitan una transformación. El cambio social deseable, desde esta perspectiva, es lograr una 
mayor calidad de vida para las personas beneficiarias de la acción intervencionista. Así, la 
posibilidad de cambio se producirá través de la intervención en diferentes contextos locales, 
tales como proyectos de escala micro social, en las que se definen las acciones necesarias para 
paliar algún problema social o para ayudar a algún colectivo o persona en desventaja social. 
También, estos proyectos son planificados desde los centros de decisión y conocimiento, es 
decir, desde el ámbito político y técnico de la intervención. 
Estas intervenciones están relacionadas con un marco funcionalista de entendimiento de la 
sociedad, porque no se busca una transformación social en su conjunto sino más bien intervenir 
aspectos que son vistos como problemáticos, de modo que se puedan equilibrar los desperfectos 
ocasionados por el sistema, a través de mecanismos e instituciones sociales preparadas y 
legitimadas para realizar esta intervención. 
Sigue diciendo esta autora que la “intervención participativa” conceptualiza al grupo afectado 
por algún problema social como interlocutor y actor privilegiado para la transformación social. 
Se hace énfasis en que las personas que están afectadas por problemas sociales deben ser parte 
de la solución de aquellos problemas. Por ello, el diseño, ejecución y evaluación de los 
programas y acciones se hacen a partir del diálogo entre aquellas personas que intervienen y 
aquellas personas afectadas por problemas concretos. 
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La autora señala que los profesionales que intervienen a partir de modelos participativos, se 
alejan del encargo de control social, el cual acusa a las intervenciones dirigidas. Más bien, hace 
una fuerte crítica a los efectos de dominación de aquellas y actúan como catalizadores sociales 
de procesos de transformación.  
Asimismo, para Fernando Fantova (citado en Saavedra 2017,) señala que “la intervención social 
es una actividad que intenta responder a necesidades sociales, siendo su propósito la integración, 
autonomía, bienestar y participación de las personas en relación a su entorno”.  
Es importante señalar, que la intervención dirigida tiene una directa relación con el modelo 
neoliberal y también la perspectiva integrativa, ya que estas se realizan a partir de las políticas 
públicas y lineamientos técnicos que el Estado considera pertinentes frente a problemáticas 
sociales pero sin considerar al sujeto como parte de la solución a su problemática, limitando su 
participación y opinión. A diferencia de la intervención participativa en donde el sujeto es 
protagonista de su proceso de cambio, considerándose a la vez el contexto social y comunitario 
en el cual se encuentra inmerso.  
Para Teresa Matus (2003:59) “los procesos de intervención social no pueden ser vistos como 
simples formas de operacionalizar políticas, sino como gestores de un espacio público peculiar. 
En este mismo sentido, el potencial de intervenciones sociales innovadoras en su posibilidad de 
contribuir a transformar dicha espera globalizada.”   
Por último, otra explicación sobre la complejidad del concepto de intervención de acuerdo a lo 
indicado por Carballeda (2008) señala:  
“la intervención en lo social implica una serie de mecanismos y acciones que van 
cobrando complejidad a través de tiempo, por el propio desarrollo de las prácticas que 
intervienen y por la complejidad del contexto de intervención. La emergencia de las 
problemáticas sociales complejas implica reconocer la intervención en lo social como 
un saber experto que trasciende los campos disciplinares dialogando con cada espacio 
de saber, generando nuevas preguntas que en definitiva son trasladadas desde los 
escenarios de la intervención donde sobresale la incertidumbre, la injusticia, el 
padecimiento. Entender la intervención como dispositivo implica también una 
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necesaria articulación con las políticas públicas y las organizaciones de la sociedad 
civil” (p.409). 
En virtud de lo antes descrito, se observa que los diversos autores hacen hincapié a la 
complejidad que condice una intervención, dentro de ello identificando que la misma se centra 
en problemáticas sociales complejas, las cuales generan mayor impacto en la medida que se 
considera a los sujetos actores protagonistas de sus procesos, haciéndolos partícipes de sus 
cambios como también, incorporando el trabajo en red y generación diálogos con las diversas 
instituciones sociales que se instalan a nivel de política pública en un marco sociopolítico. 
2.1.6 Modelos de intervención profesional 
Modelo de Riesgo-necesidad y Capacidad de Respuesta 
Este modelo fue creado en la década de 1980 pero desarrollado en sus inicios en la década de 
1990, se ha ido utilizando cada vez con mejores resultados para evaluar y rehabilitar a los 
delincuentes en Canadá y alrededor del mundo. Para ello, se basa en tres principios de acuerdo 
a lo indicado por Bonta & Andrews (2005):  
a) El principio de riesgo: Se afirma que el comportamiento delictual se puede predecir de 
forma fiable y que el tratamiento debe centrarse en los delincuentes de alto riesgo. 
b) El principio de necesidad: Se orienta hacia la detección de necesidades criminógenas 
tanto en el diseño como en la administración del tratamiento. 
c) El principio de responsividad: Se indica cómo debe ser el tratamiento. 
El principio de riesgo señala que la reincidencia criminal podría ser reducida en la medida que 
el tratamiento que se les entrega a los/as delincuentes es proporcional al riesgo de reincidencia 
del mismo, para ello este principio se divide en dos partes una en el nivel del tratamiento y otra 
en el riesgo de reincidencia. 
Por otra parte, el principio de necesidad indica que las necesidades criminógenas corresponden 
a los factores de riesgo dinámicos que se encuentran directamente relacionados con el 
comportamiento criminal. Asimismo, si bien los delincuentes presentan muchas necesidades, 
no todas dicen relación con el comportamiento antisocial. Al respecto, Bonta & Andrews (2005) 
identifican ocho necesidades principales, las cuales se enumeran, a continuación: el patrón de 
personalidad antisocial, actitudes pro criminales, soporte social para el crimen, abuso de 
46 
 
sustancias, familia/relaciones de pareja, estudio/trabajo, pares y actividades recreativas pro 
sociales. 
Finalmente, el principio de responsividad se refiere al hecho de que las intervenciones 
cognitivas de aprendizaje social son las más efectivas de cara a enseñar nuevos 
comportamientos, y para que el aprendizaje sea más eficaz se deben considerar dos elementos.  
En primer lugar, la relación con el usuario. Es decir, una vinculación respetuosa y de 
colaboración con el referido. En segundo lugar, la estructuración, es decir; la influencia del 
cambio pro social por medio de modelos adecuados, tales como la resolución de conflictos, entre 
otros. En este sentido, es importante indicar que durante los últimos 20 años se ha progresado 
respecto de la identificación de los riesgos de los infractores así como tratar de influir hacia un 
comportamiento más pro social. Muchos de estos acontecimientos han estado dados por el 
modelo de riesgo-necesidad-responsividad (RNR). Asimismo, es importante indicar que el 
modelo RNR no solo ha contribuido al desarrollo de instrumentos de evaluación sino también a 
entregar información idónea para el tratamiento de los/as delincuentes. Díaz (2012) reflexiona 
en torno a la efectividad de las intervenciones realizadas con jóvenes infractores/as de ley desde 
las prácticas basadas en la evidencia y considerando el modelo RNR. Desde los principios 
establecidos en el modelo RNR, es importante indicar que para clasificar el riesgo se requiere 
de instrumentos. Sin embargo, en el contexto chileno el sistema de justicia penal adolescente 
carece de instrumentos estandarizados que permitan clasificar el riesgo y orientar la 
intervención, ni tampoco para entregar antecedentes para proponer sanciones de acuerdo al nivel 
de riesgo de reincidencia del/la adolescente. Por lo cual, la autora indica que avanzar en la 
elaboración de instrumentos de clasificación del riesgo que orienten la intervención y puedan 
utilizarse de forma estándar dentro del sistema de sanciones en SENAME, es un desafío que 
requiere de mucha rigor, considerando que se debe adaptar a la estructura de oportunidades para 
la integración social, que en Chile es totalmente distinta. 
Con respecto a la detección e intervención de necesidades criminógenas, esta autora afirma que 
la situación de vulnerabilidad social de los/as jóvenes levanta otras necesidades de intervención, 
por lo cual intervenir sobre los riesgos de reincidencia no significa ignorar las demás 
necesidades, dado que pueden contribuir de manera significativa en la mejora de calidad de vida 
del/la joven. De igual modo, la estructura de oportunidades disponible para los/as jóvenes y la 
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oportunidad de acceso a la oferta social existente son factores que inciden en la posibilidad 
efectiva de los/as profesionales para focalizar la intervención en necesidades criminógenas y 
poder asumir un rol exclusivo de gestión de redes para el abordaje de otras necesidades. 
Respecto al principio de capacidad de respuesta, se sugiere el diseño de un plan de intervención 
que sea ajustado a la capacidad de respuesta del/la joven y su motivación. En este aspecto, la 
autora indica que “existen algunas limitaciones dado que los estilos de aprendizaje de los/as 
jóvenes no pueden ser de carácter estático, además que los estilos de aprendizaje se basan a 
través del establecimiento del vínculo entre el/la joven y el/la profesional que interviene, 
estableciendo una relación de ayuda centrada en facilitar el cambio de conducta que puede 
influir de manera significativa en la adquisición de estilos de aprendizajes más participativos 
por parte del/la adolescente. Por lo cual, el vínculo establecido en y para la intervención, 
condiciona la efectividad de las estrategias de aprendizaje aun cuando esta se ajuste a las 
características particulares del/la joven y a su estadio motivacional”. Díaz (2012 p. 70). 
Por último, (Díaz, 2012) realiza algunas discusiones en cuanto a la efectividad de las 
intervenciones indica que el desarrollo de una investigación aplicada en los programas de 
reinserción social permite observar cuantitativamente los resultados de las intervenciones e 
identificar las áreas estratégicas de intervención, aumentando que los hallazgos de los estudios 
sean incorporados por los profesionales que operan en los programas.   
En este sentido, tal como señalan Blanco y Varela (2011:11) “no solo es necesario mejorar los 
estándares de las intervenciones ya sea desde su formulación, focalización, evaluación, sino 
también desde su instalación en la práctica”. 
Otro punto que considera importante (Díaz, 2012)  para la efectividad de las intervenciones es 
tener en cuenta el contexto, “dado que las prácticas que funcionan estarán condicionadas por la 
estructura de oportunidades disponible para la integración social, las habilidades técnicas de los 
equipos profesionales, la integralidad de la intervención, entre muchas otras variables”. Ello 
porque en el contexto nacional existirían ciertas dificultades para velar por la integralidad de la 
intervención desarrollada por los programas de reinserción social.  
En este sentido, Droppelmann (2010), señala que si bien hay estudios de meta análisis que han 
logrado demostrar qué tipo de programas tienen mayor impacto en la disminución de la 
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delincuencia, los tratamientos cognitivos conductuales son los más efectivos, en un 31% de los 
casos. No obstante, los resultados de cada programa dependerán en gran parte de las 
características de la población y su contexto, concordando entonces con Díaz (2012) respecto a 
que el contexto en donde se desplieguen las intervenciones tendrá una relevancia significativa 
en los resultados. 
También, la autora señala que los indicadores de efectividad de una intervención no debiesen 
centrarse exclusivamente en la observación rigurosa de las características de los jóvenes, sino 
que deben incorporar otros indicadores que den cuenta de la multicausalidad y la consecuente 
complejidad del fenómeno de la delincuencia. 
Asimismo, señala que la posibilidad de hacer operativa esta articulación es una responsabilidad 
compartida entre quienes diseñan las Orientaciones Técnicas que rigen el funcionamiento del 
sistema de sanciones, los Organismos Colaboradores del SENAME, quienes operan los 
programas en los distintos contextos y las comunidades que son una parte activa en que se 
apuesta la intervención. 
Por otra parte, con respecto a modelos basados en la evidencia, Pearson, Lipton, Cleland y Yee 
(2002) llevaron a cabo un meta análisis en donde se evalúa la efectividad de diversas 
experiencias de terapias cognitivo-conductual, entre ellas el método de razonamiento y 
rehabilitación. Ellos concluyen que es uno de los métodos más efectivos en el tratamiento del 
comportamiento delictual. 
Asimismo, Tong y Farrington (2006) realizan otro meta análisis para analizar la efectividad del 
programa RNR para reducir la reincidencia. Fueron comparadas 16 evaluaciones (implicando 
26 comparaciones separadas) que utilizaron grupo experimental y de control. El meta análisis 
muestra que la reincidencia se redujo significativamente (14%) en el grupo que recibió la 
intervención RNR en comparación con el grupo control. Este programa fue efectivo en Canadá, 
EEUU y UK, tanto la comunidad como para contextos institucionalizados  y para infractores de 
bajo y alto riesgo. 
Díaz, 2012 señala que en Chile es escaso el conocimiento que se tiene sobre reincidencia de 
infractores/as juveniles, y más aún el conocimiento sobre la efectividad de las distintas 
sanciones. Los mecanismos de financiamiento hacia los Organismos Colaboradores de 
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SENAME y la corta data de la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, 
han generado que la evaluación cuantitativa se centre en el control de gestión hacia los 
programas de reinserción social, priorizando la observación del cumplimiento de las 
Orientaciones Técnicas y el seguimiento de la frecuencia de los contactos que sostienen los 
profesionales con los/as jóvenes y sus familias. 
Al respecto, la autora señala que el desafío debe estar orientado hacia el desarrollo de evidencia 
cuantitativa respecto de la calidad de las intervenciones para así controlar la efectividad de las 
mismas, siendo necesario generar mayores estudios en el área penal juvenil. En este sentido, es 
que indica que los equipos profesionales dedicados a implementar los programas de reinserción 
social son quienes cuentan con la experiencia necesaria para apoyar la identificación de criterios 
que hacen que una intervención sea más efectiva. Y es en este sentido, que se requerirían a 
operadores que cuenten con las competencias técnicas para especializar la intervención y que 
además tengan acceso a espacios de retroalimentación hacia los niveles de diseño y de 
evaluación de la intervención, a fin de evitar importar criterios de efectividad que si bien generan 
un gran aporte para pensar la intervención, estos provienen de contextos muy diferentes como 
para evaluar las prácticas nacionales. 
Por otra parte, en los estudios realizados por el SENAME (2009), se indica que, los mejores 
modos de prevenir los delitos, en relación a la delincuencia juvenil, son los programas 
familiares, especialmente el programa denominado “terapia multisistémica”, (en adelante 
MST). El desarrollo infantil se encuentra bajo la influencia de diversos ambientes que van a 
influir en la familia, el colegio y las instituciones barriales, entre otros. Existen factores 
protectores y de riesgo en cada uno de ellos, pero en este caso, el foco estaría en basar el cambio 
terapéutico en los elementos positivos, en promover la conducta responsable y en enfocar todo 
ello en el estado presente y hacia la acción, generándose intervenciones acordes a las 
necesidades del usuario/a, lo que permitiría programar la mantención de logros.  
 
3 MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1 Enfoque investigativo 
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La investigación fue de carácter descriptiva analítica y se utilizó una metodología cualitativa. 
Como técnica de obtención de información más importante se usaron las entrevistas semi 
estructuradas. Asimismo, en este caso, el método principal de interpretación de los datos ha sido 
el “análisis de contenido”, en textos que se escriben desde el punto de vista del sujeto. 
 
La presente investigación tuvo un enfoque metodológico cualitativo, dado que se pretendió 
explorar, conocer y comprender los significados que le otorgan los/as profesionales de los 
programas de libertad asistida especial a las intervenciones que realizan con los/as adolescentes 
infractores/as de ley, en el cumplimiento de sus penas. Al respecto, ello implicó describir y 
analizar la perspectiva y valorización de su quehacer en el ejercicio de su rol sobre las 
intervenciones que realizan, en pos de la reinserción social. Tal como señalan Taylor y Bogdan 
(1999, p. 33)  consideran la investigación cualitativa “como aquella que produce datos 
descriptivos: las propias palabras de las personas, habladas o escritas y la conducta observable”. 
En este sentido, la investigación se focalizó en identificar los significados que otorgaron los/as 
profesionales a partir de sus propios discursos, por lo cual a través del enfoque de 
interaccionismo simbólico, este método permitió realizar un análisis interpretativo de los 
discursos y/o experiencias de los mismos a partir de la comprensión del marco de referencia que 
manifestaron. Es así como el interaccionismo simbólico coloca el énfasis en la importancia de 
los significados, interpretación y procesos humanos esenciales. En este caso, los/as delegados/as 
crean significados compartidos a través de su experiencia profesional e interacción con los/as 
jóvenes y, estos significados sobrevienen su realidad. 
 
3.2 Estrategia metodológica 
La estrategia metodológica fue la teoría fundamentada, ya que desde esta perspectiva el 
investigador/a pudo construir lo que los/as profesionales ven en la realidad social a partir de las 
intervenciones que realizan. Tal como señala Strauss (1987, p. 163) “desde la perspectiva del 
interaccionismo simbólico, la teoría fundada enfatiza en los procesos de interacción de las 
personas frente a los acontecimientos. Con el fin de captar el proceso analíticamente, el 
investigador ha de tomar el punto de vista de los participantes, comprender la interacción y dar 
cuenta de los cambios que el proceso experimenta en el transcurso del tiempo”. En este sentido, 
en la investigación se pudo generar una teoría que explicase el fenómeno de la intervención 
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social con los/as adolescentes infractores/as de ley en medio libre, a partir del estudio de la 
realidad en función de los relatos extraídos por los/as profesionales que intervienen de manera 
directa con el fenómeno. 
Por otra parte, Rodríguez, Gil y García (1996) señalan que el enfoque de la teoría fundamentada 
es el de descubrir teorías, conceptos, hipótesis y proposiciones partiendo directamente de los 
datos, y no de supuestos a priori, de otras investigaciones o de marcos teóricos existentes. Es, 
Como afirma Uwe Flick (2015, p. 42) una perspectiva de abajo arriba (de los fenómenos y las 
prácticas a la teoría y la explicación) En este caso, se pretendió generar nuevos conceptos de 
intervención social a partir de las significaciones que otorgan los/las delegados/as en su 
quehacer profesional con los/as adolescentes, generando nuevos conocimientos que permiten 
el desarrollo de una teoría a partir de la información recogida y el análisis de los datos. 
3.3 La muestra 
Para dar respuesta a los objetivos de la investigación, la técnica de muestreo utilizada fue de 
índole cualitativa intencionada, dado que se requiere la información de un determinado perfil 
de profesionales para abordar la temática a investigar. 
Se buscaron un conjunto de casos que representaran a todas las organizaciones que actualmente 
colaboran con el SENAME en el programa de LAE en la Región Metropolitana y que hubiera 
la máxima diversidad de los sujetos, si bien los/as entrevistados debían de cumplir las siguientes 
características para ser parte del estudio: 
 Que desempeñaran su trabajo en organizaciones colaboradoras del SENAME, en el 
programa de LAE, en calidad de delegados/as. 
 
 Que hubiera una muestra equilibrada entre hombres y mujeres. La razón de ello era 
comprobar si existe una perspectiva de género en la intervención profesional con jóvenes que 
cumplen este tipo de penas, y que ello pudiera provocar un impacto diferente en el objetivo 
final de insertar a estos jóvenes social y laboralmente. 
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  Que hubiera variedad en el origen profesional, de manera que estuvieran representadas 
las distintas profesiones del área social: trabajadores sociales, psicólogos o sociólogos, entre 
otros. 
  
 Que tuvieran cierta experiencia en el puesto, al menos un año de antigüedad en 
intervención directa con adolescentes infractores/as de ley. Se descartaron, por tanto, a quienes 
llevaban poco tiempo aunque sí se aceptaron a quienes teniendo poco tiempo de antigüedad en 
la entidad colaboradora, sí que hubieran desempeñado con anterioridad, en otras entidades, en 
el puesto de delegado/a. 
Por otra parte, es importante indicar que el criterio de selección de la muestra fue en base a la 
técnica de muestro por saturación. Ante lo cual, no se pudo describir a priori el tamaño de la 
muestra dado que a esta investigación no le interesaba reproducir una cantidad de características 
del grupo, sino más bien profundizar en la reconstrucción de las experiencias profesionales y 
en los sentidos y/o significados que le otorgan a la intervención social realizada con los/as 
adolescentes en pos de su reinserción social. Asimismo, la saturación se cumple toda vez que 
no existen nuevos antecedentes o información por parte de los discursos de los/as profesionales 
seleccionados en la muestra.  
 
Características de los entrevistados en el desarrollo de la investigación.   
El estudio estuvo constituido por un total de 12 entrevistados, profesionales de las 4 entidades 
colaboradoras que, actualmente, tienen encomendados en la Región Metropolitana los 
programas de libertad asistida especial, para jóvenes infractores/as condenados. Como ya se ha 
mencionado anteriormente, estas entidades son: fundación DEM, PROMESI, ACJ Y 
corporación OPCION, esta distribución tiene por finalidad  rescatar de manera representativa  
las distintas visiones de los/as profesionales dentro del Programas de Libertad Asistida Especial 
de la Región Metropolitana.  
La forma de acceder a los casos fue mediante solicitud de autorización al SENAME. Se pidió 
permiso a la dirección de cada entidad, explicando el motivo del trabajo de investigación. Para 
ello, se adjuntó una carta de presentación del Director del Magister, solicitando entrevistar a 
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los/as delegados/as de dicha organización. Sin embargo, con dos de estas instituciones fue 
diferente, pues pidieron que fuera la autorización previamente establecida a través del SENAME 
para poder acceder a los equipos de profesionales de las entidades referidas. Esto último, implicó 
un mayor tiempo en el proceso de trabajo de campo, considerando a la vez, que en una de las 
instituciones sólo se pudo acceder a un programa, no pudiendo ampliar la muestra en ese caso 
particular.  
A continuación, la descripción breve de la situación actual de los/as delegados/as que 
participaron en la muestra:  
INSTITUCIÓN CORPORACIÓN 
PROMESI 
CORPORACIÓN 
ACJ 
FUNDACIÓN DEM CORPORACIÓ
N OPCIÓN 
Género M  F M F 
Edad 27 años. 30 años. 30 años. 34 años. 
Tiempo en la 
institución 
2 años 9 meses. 4 años. 8 meses. 6 años. 
Profesión Psicólogo. Trabajadora social. 
 
Psicólogo. 
 
Trabajadora 
social. 
Experiencia 
laboral previa al 
cargo  
 
Formalmente no, 
hizo una pasantía 
durante un año en el 
hospital 
psiquiátrico. 
 
En DIDECO, 
Municipalidad de 
Ñuñoa, área 
subsidios. 
 
Sí, como psicólogo 
del programa de 
intervención 
especializada PIE, ha 
trabajado en hogares 
de menores también, 
como psicólogo, área 
de protección. 
Sí, fue delegada de 
medidas 
cautelares. 
 
Especialización y 
formación 
permanente 
(financiado por 
la institución o de 
manera 
particular) 
Ha realizado 
diplomados, pero 
nada en específico 
con esta temática, 
uno en sicoterapia y 
trastornos límites de 
la personalidad y 
otro en 
neurosicología, de 
manera particular. 
Ha realizado un  
diplomado en 
intervención 
socioeducativa con 
jóvenes en situación 
de vulnerabilidad, 
gestionado de manera 
particular. 
Presenta pequeñas 
capacitaciones en 
temas de familia e 
infancia, financiado 
de manera particular. 
 
Presenta un 
Postítulo de perito 
forense, 
financiado de 
manera particular. 
 
Género F M  M  F  
Edad 29 años. 32 años. 
 
54 años. 
 
28 años. 
Tiempo en la 
institución 
1 año. 
 
2 años y seis meses. 
 
4 años. 
 
1 año y dos meses. 
 
Profesión 
 
Trabajadora social. 
 
Trabajadora social. 
 
Psicólogo y magister 
en ciencias políticas. 
 
Psicóloga. 
 
Experiencia 
laboral previa al 
cargo  
 
No presenta.  
 
 
Si, trabajó en el Fondo 
Esperanza como 
asesor de bancos 
comunales. También 
trabaja de manera 
Sí, fue delegado en 
ACJ en fundación 
Chasqui, soy 
psicólogo clínico de 
base de la 
Sí, fue delegada de 
medidas 
cautelares. 
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paralela realizando 
clases en la Academia 
Humanismo 
Cristiano.  
 
Universidad de 
Buenos Aires, trabajó 
en la ley de infancia, 
trabajó en sistema 
intra carcelario cinco 
años  y estuvo en el 
programa de estudios 
jurídicos de la ACJ 
cuando se hacían los 
antiguos 
discernimientos.  
Ahí se desempeñó 
como perito los 
programas PIE y  
también estuvo varios 
años realizando 
labores como docente 
en la Universidad 
Arturo Prat. 
Especialización y 
formación 
permanente 
(financiado por 
la institución o de 
manera 
particular) 
No presenta.  
 
Presenta 
capacitaciones en 
entrevistas 
motivacional, 
realizado por la 
institución. 
Actualmente 
realizando un 
magíster en Trabajo 
Social, gestionado de 
manera particular. 
Magíster en ciencias 
políticas en tema de 
seguridad pública, 
gestionado de manera 
particular. 
También presenta 
algunas 
capacitaciones que 
garantiza la 
institución con otras 
universidades sobre 
charlas y/o 
conferencias referido 
al tema de infractores 
de ley.  
No presenta. 
 
Género  F  F  
Edad  55 años.  26 años. 
Tiempo en la 
institución 
 9 años. 
 
 1 año y cinco 
meses. 
Profesión  Profesora de lenguaje. 
 
 Psicóloga con 
magíster en 
intervención 
socio-jurídica 
forense. 
Experiencia 
laboral previa al 
cargo  
 
 Sí, antes era  delegada 
de libertad vigiada. 
 
 Sí, fue delegada de 
medidas 
cautelares en la 
misma institución 
y psicóloga en una 
comunidad 
terapéutica en 
Rancagua. 
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Especialización y 
formación 
permanente 
(financiado por 
la institución o de 
manera 
particular) 
 Sólo presenta 
pequeños cursos 
impartidos por la 
Institución. (Droga). 
 
 Presenta un 
Magíster en 
intervención 
socio-jurídica 
forense, 
financiado de 
manera particular. 
Género  F   F  
Edad  29 años.  40 años. 
Tiempo en la 
institución 
 4 años. 
 
 8 años. 
 
Profesión 
 
 Trabajadora social. 
 
 Trabajadora 
Social. 
Experiencia 
laboral previa al 
cargo  
 
 Sin experiencia 
previa. 
 
 Sí, fue 
coordinadora 
territorial, 
encargada de 
programas 
sociales 
municipales (tanto 
municipales como 
los de servicios de 
SERNAM).  
Especialización y 
formación 
permanente 
(financiado por 
la institución o de 
manera 
particular) 
 No presenta 
especialización 
permanente ni 
particular ni 
institucional. 
 No, sólo presenta 
autoformación, en 
relación a la 
temática de 
género. Ha hecho 
cursos pero auto 
gestionados y 
alternativos, sin 
certificaciones. 
 
Respecto a la composición por sexo, como se puede apreciar en la tabla antes presentada, 
predomina el sexo femenino, lo que es acorde con el universo representado, pues hay una gran 
participación de profesionales mujeres ejerciendo el rol de delegadas en este programa en 
particular. Esta selección fue el resultado de la derivación de los propios directores de los 
centros, para la aplicación del instrumento, a partir de los criterios de selección que les 
solicitaron las investigadoras.  
En relación a la edad de los/as entrevistados/as, la mayoría se ubica en el tramo de 26- 29 años, 
existiendo un predominio de profesionales jóvenes en el área; ya que el 50% tiene menos de 30 
años y sólo el 17% declara tener entré 54 a 55 años. Esta cantidad de profesionales jóvenes es 
una constante en todos los centros colaboradores de SENAME de la Región Metropolitana.  
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En cuanto a la formación académica de los/s entrevistados/as es de carácter diverso y están 
presentes algunas profesiones del área social. En el caso de la muestra, prevalecen en el 50% 
los/as Trabajadores/as Sociales, siguiendo en un 42% de psicólogos/as mientras que solo una 
persona corresponde al área de la educación, es decir profesora de Enseñanza Básica. 
En cuanto al tiempo que llevan ejerciendo el rol de delegados/as, cabe indicar que la muestra 
presenta en un 50% de los casos menos de dos años de experiencia en el cargo, mientras que el 
otro 50% tiene sobre cuatro años de experiencia como delegados/as. Asimismo, en relación a la 
experiencia laboral previa como profesionales de su área, el 75% de los entrevistados presentan 
experiencia en áreas relacionadas y en otras temáticas, mientras que el 25% restante no cuentan 
con experiencia previa en el ejercicio de la profesión. 
Finalmente, respecto de la especialización y/o perfeccionamientos de los entrevistados, cabe 
indicar que el 75% de los entrevistados cuentan con cursos, diplomados y/o magíster 
profesional, los cuales en su mayoría son financiados de manera particular. Asimismo, el 25% 
restante no cuenta con educación continua ni de manera particular ni tampoco instauradas por 
la institución. 
3.4 El trabajo de campo  
El trabajo de campo se desarrolló en el periodo de tiempo comprendido entre los meses de 
noviembre 2016 y febrero 2017. Este trabajo se estructuró en distintas fases, en función del tipo 
de actividad que había que desarrollar.  
1.- En la primera etapa se Solicitó autorización al Servicio Nacional de Menores. En este caso, 
a la unidad de estudios de la institución. Como se ha explicado, la solicitud se realizó a través 
de una carta de presentación, firmada por la universidad y una confeccionada por las estudiantes 
de magister, la cual comprendía el objetivo y finalidad del estudio. Dicha carta fue entregada 
en el mes de noviembre 2016, en oficina de parte de la misma institución, con el propósito de 
poder contar el apoyo y autorización por parte del servicio y tener acceso a los distintos 
programas de la Región Metropolitana.   
2.- En una segunda etapa, entre los meses de noviembre y diciembre, se coordinó con las 
instituciones colaboradoras de SENAME las fechas para aplicar el instrumento. La 
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coordinación se hizo por correo y personalmente con cada uno/a de los directores/as 
responsables del programa.  
Como se ha indicado anteriormente, esta etapa fue más larga de lo previsto, a pesar de que dos  
instituciones acceden de manera directa a participar en el estudio y se da inicio inmediato a la 
realización de las entrevistas. Pero hubo otras dos que pidieron que fuera el propio SENAME, 
a través de su unidad de estudios, quien lo autorizara.  
3.- En el mes de diciembre se empieza a aplicar el instrumento a los/as delegados/as 
seleccionados en la muestra, consistente en la realización de entrevistas en profundidad. El 
lugar en donde éstas se llevaron a cabo fue en las mismas instituciones de trabajo: ACJ, San 
Bernardo y San Joaquín, Corporación OPCION en la comuna de Maipú y el Bosque. 
Corporación DEM, Independencia y la Fundación PROMESI, en la comuna de Puente Alto.  
Cada entrevista tuvo una duración aproximada de 60 minutos y se realizó la recolección de la 
información a través de la grabación (con previa autorización de los/as entrevistados/as a través 
de la entrega de un consentimiento informado). También se utilizó un cuaderno de campo, para 
ir registrando las observaciones y todos los aspectos relacionados con el proceso. 
3.5 Instrumentos de recolección de la información 
 La observación 
La técnica de observación estuvo presente en todas las etapas del desarrollo del trabajo de 
campo, durante las gestiones para la selección de la muestra, acceso a la misma y posterior 
contacto. Tal como señalan Hernández, Fernández & Baptista, (2014, p.399) “ la observación  
cualitativa no es mera contemplación (“sentarse a ver el mundo y tomar notas”); implica 
adentrarnos profundamente en situaciones sociales y mantener un papel activo, así como una 
reflexión permanente. Estar atento a los detalles, sucesos, eventos e interacciones”. 
Esta técnica fue de vital importancia ya que permitió recoger las primeras impresiones del 
contexto de la investigación, en este caso, a las instituciones colaboradoras del SENAME, 
logrando conocer y describir el tamaño, ubicación, organización interna, formas de liderazgos 
entre otras; como también de los/as mismos/as entrevistados/as, donde se pudo observar e 
interpretar las características de los/as delegados/as de cada institución, sus comportamientos, 
edad, experiencia profesional e ímpetu en el desarrollo de su oficio, todo ello a través de la 
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observación del lenguaje verbal y no verbal de los mismos. Asimismo, como medio verificador, 
se utilizan las notas de campo donde se fue registrado cada suceso tanto de las entrevistas 
formales e informales. 
Finalmente, cabe precisar que el papel de las investigadoras en el proceso de la observación fue 
“moderada” ya que participaron en algunas actividades, como se señaló anteriormente, como 
por ejemplo, realizar las coordinaciones con los cargos directivos en sus propias instituciones, 
realizar las entrevistas en profundidad en su lugar de trabajo, entre otros, de tal manera de poder 
identificar su contexto y quehacer cotidiano. 
 
 
La entrevista en profundidad:  
La entrevista cualitativa en profundidad es instrumento de gran relevancia y que presta gran 
importancia a la interacción de los sujetos para conocer e informarse acerca de un tema. 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p.403). Se caracteriza como un tipo de reuniones 
donde dos o más personas, entre ellos el entrevistado y el entrevistador, se juntan a conversar e 
intercambiar datos a través de preguntas y respuestas, donde el surgimiento de la comunicación 
mutua es muy importante para la construcción de significados y para el análisis de un tema 
específico. Al respecto, el estudio busca conocer, escuchar, interactuar y obtener las respuestas 
desde los/as propios/as entrevistados/as acerca de las significaciones que otorgan a la 
intervención con los/as jóvenes infractores/as de ley dentro de contexto laboral. 
Para Rodríguez, Gil y García, (1996, p. 168) “El entrevistador desea obtener información de un 
determinado problema y a partir de él establece una lista de temas donde el entrevistado puede 
hablar sobre la conveniencia o no de una pregunta, corregirla, o responder de la forma que 
estime conveniente, lo cual dice relación con un aprendizaje mutuo y con la posibilidad de 
realizar un trabajo de campo más flexible tanto para el investigador como el fenómeno a tratar.”  
En este estudio, la realización de las entrevistas se basó en un guion previo y con un enfoque 
reflexivo hacia la información que se quería obtener. Se adoptó para ello un estilo directo y 
franco, no se hicieron preguntas indirectas pues los/as entrevistados/as conocían, desde el 
principio, los objetivos de esta investigación. El guion se estructuró en preguntas, 
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cuidadosamente seleccionadas, que fueron agrupadas en temas, correspondientes a los objetivos 
de investigación. Se hizo una tabla de triple entrada, relacionando los objetivos de la 
investigación con las preguntas de investigación y, finalmente, las preguntas de la entrevista. 
De esta manera, se conseguía mantener una cierta estructura lógica que luego facilitara el 
análisis de la información, una vez transcrita. 
Al comienzo de la entrevista se informó a cada participante del objetivo de la misma y de la 
observancia de las normas éticas de la investigación, pidiéndoles su consentimiento para 
realizar una grabación de la sesión y la utilización de los datos para la realización de la tesis de 
magister, sin que hubiera ninguna oposición. 
Grupo focal:  
El grupo focal se pensó con el objeto de poder conocer las distintas miradas, el análisis crítico 
en la discusión grupal, las semejanzas y diferencias en relación al desarrollo de su quehacer en 
la institución, con respecto a las orientaciones técnicas de SENAME; triangulando información 
y orientado la misma en pos de focalizar los tópicos que se desean investigar de manera más 
precisa a través de la instancia colectiva. Tal como señalan Rubio y Varas  (2004, P. 386) “se 
trata de reproducir aquello que sucede en la sociedad (macro situación) a través de un grupo de 
personas (micro situación) reunidas a propósito por el investigador para hablar sobre un tema. 
El grupo de discusión funciona como un espejo de la realidad social porque los sujetos, 
exponiendo sus ideas y debatiendo entre ellos, no hacen más que reflejar sus propias vivencias, 
pensamientos, posiciones…acerca de una situación o problema concreto”. Al respecto, la 
presente investigación quiso enfatizar en las intervenciones sociales que se realizan con los/as 
adolescentes infractores/as de ley en la sanción LAE, a través de la generación de un debate 
grupal, en donde se puedan desplegar todas las visiones, percepciones y significados que 
otorgan los/as profesionales a su quehacer laboral, y sobre las fortalezas y debilidades que 
observan en el programa ejecutor de la sanción. 
Tal como señala Canales (2006), el grupo focal tiene por objeto el análisis e interpretación de 
los sentidos de la acción, el sentido práctico individual, tratando de investigar todas las 
perspectivas comprensivas e interpretativas que el sujeto presenta de la situación. Por lo tanto, 
en este caso a través del grupo focal se pudo conocer, comprender e interpretar las buenas 
prácticas que realizan los/as delegados/as en su quehacer práctico. 
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Par ello, en una primera etapa se dejaron sólo dos preguntas para este instrumento, de manera 
de poder focalizar y encausar el análisis sobre su quehacer práctico, donde en un primer 
momento se constituye un espacio dirigido por los propios participantes, en donde las 
investigadoras direccionan las preguntas en pos de identificar el quehacer práctico. 
Posteriormente, las investigadoras intervienen con el objeto de estimular la participación de 
todos los/as delegados/as de manera ordenada con objeto de poder obtener la mayor 
información posible sobre la temática, considerando que a través de la sesión se quiso producir 
un conjunto de relatos de experiencias, organizado de modo estable por la individualidad de los 
hablantes en función de cada pregunta realizada, vislumbrando así las buenas prácticas en el 
quehacer profesional. Finalmente, se realiza un cierre de la actividad, realizando una breve 
retroalimentación de los principales hallazgos con la finalidad de recoger la mayor cantidad de 
información sobre el ejercicio profesional y las buenas prácticas. Cabe señalar, que como medio 
verificador y apoyo a la recolección de la información en el grupo focal se utiliza la grabación 
a través de un video, medio que facilita de manera significativa el análisis posterior. 
3.6 Operacionalización metodológica de objetivos 
OBJETIVO 
ESPECÍFICO 
PREGUNTAS 
DIRECTRICES 
PREGUNTAS QUE DAN RESPUESTA AL 
OBJETIVO ESPECÍFICO 
Caracterizar los 
ámbitos de 
intervención 
educacional, laboral, 
salud mental y de 
tratamiento de drogas 
que realizan los 
delegados/as de 
libertad asistida 
especial en conjunto 
con el adulto 
responsable a cargo 
del/la joven 
infractor/a de ley. 
 
 
 
 
¿Qué implicancias tiene 
la incorporación del 
adulto responsable en 
los ámbitos de 
educación, empleo y 
tratamiento de drogas 
en el proceso de 
reinserción social del/la 
adolescente? 
 
 
 
 
 
 
¿El programa de 
Libertad Asistida 
Especial coordina y 
gestiona en la red local 
el acceso del/la joven a 
las instancias de 
participación escolar, 
laboral y de tratamiento 
de drogas para apoyar el 
proceso de intervención 
del/la delegado/a? 
1. ¿A quién considera usted como adulto responsable en el 
proceso de intervención con el/la joven? 
 
2. ¿La incorporación del adulto responsable que está 
presente y acompaña el proceso de intervención afecta a la 
inserción social del/la adolescente? 
 
3. (si responde la 2 que “si”) ¿Qué procesos se desarrollan 
más satisfactoriamente? ¿Con adultos responsables o sin 
ellos, o es indiferente? ¿Por qué? ¿Para qué? 
 
4. ¿Se coordinan estas acciones con la institución/el/la 
delegado/a? ¿Cómo calificaría estas acciones: 
indispensables, complementarias, prescindibles…?  
 
5. ¿usted considera suficiente la intervención profesional 
realizada con la familia para lograr la reinserción social 
del/la joven? ¿Por qué le parece muy importante esta 
acción? 
 
6. Los lineamientos del SENAME atribuyen al delegado/a 
ciertas funciones: ¿Qué significa gestionar y coordinar para 
los profesionales: en la teoría y en la práctica? ¿Por qué? 
 
7. ¿Cuáles son las principales instituciones de la red que 
usted considera importante y de relevancia para dar 
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¿La red local, 
gubernamental y 
privada otorga las 
garantías de acceso 
frente a los derechos 
sociales de los 
adolescentes infractores 
de ley en el proceso de 
reinserción social? 
cumplimiento  con los objetivos en pos de la reinserción 
social del/la joven? ¿Por qué? 
 
8.  ¿Usted considera que la gestión que realiza dentro de la 
red local genera cambios y/o procesos positivos en el 
desarrollo de la intervención?  ¿Por qué?  
 
¿Y por qué le parece parecen muy importantes estas 
acciones en la red local? 
 
9.  ¿Existen factores que influyen en el desarrollo de 
cambios favorables para la intervención (tiempo, recursos, 
formación, factores psicológicos, etc)? ¿Por qué? 
 
10. Además de los lineamientos del SENAME: ¿existen en 
la organización lineamientos concretos (orientaciones 
propias) de cómo gestionar los programas y acceder a las 
redes?  
 
En caso afirmativo, ¿está usted de acuerdo con estas 
orientaciones? ¿Por qué? 
11. ¿Qué hace el programa para garantizar/salvaguardar los 
derechos del/la joven en relación a su intimidad, el derecho 
a la educación y a la salud?  
 
12. ¿Existen tensiones éticas entre la información entregada 
por el/la joven bajo el secreto profesional y la información 
que debela  al programa? ¿Por qué? 
 
13. ¿Tienes alguna experiencia en donde se haya visto 
amenazado o garantizado estos derechos? ¿Podría darme un 
ejemplo de ellos? 
 
14. ¿Los recursos y accesibilidad de la red local cumplen 
con lo esperado por el programa para el pleno desarrollo 
del/la joven en su inserción social? ¿Por qué? 
 
15. ¿Considera que existen espacios de participación y/u 
oportunidad en proyectos de reinserción social,  tanto en el 
contexto institucional como a nivel local?  
 
16. Tanto si es positiva como negativa la respuesta ¿podría 
contar algún ejemplo y qué oportunidades fueron las que se 
generaron (o se perdieron/frustraron) y cómo fueron 
aprovechadas por los/as jóvenes? 
Describir los 
significados que 
otorgan los delegados 
frente a las 
orientaciones 
técnicas definidas por 
SENAME y 
concretadas por las 
propias instituciones 
en el espacio laboral 
en relación a la 
¿Las normas técnicas 
establecidas por 
SENAME en la sanción 
de libertad asistida 
especial se pueden 
llevar a cabo en el 
desarrollo de las 
intervenciones con 
jóvenes infractores de 
ley? 
17. ¿Está usted en conocimiento de los lineamientos 
técnicos del SENAME? ¿Cómo se informa al respecto? ¿Y 
está usted de acuerdo con estos lineamientos? 
 
18. ¿Las normas técnicas indicadas por el SENAME se 
ajustan a la realidad de los/as jóvenes que atienden? ¿Por 
qué?  
 
19. ¿Es posible plasmar en las intervenciones con los/as 
jóvenes los requerimientos solicitados por el SENAME en 
sus orientaciones técnicas? ¿Por qué? 
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efectividad de la 
intervención 
¿Los programas 
ejecutores de sanciones 
facilitan el desarrollo de 
los objetivos 
establecidos en los 
lineamientos técnicos 
de SENAME? 
 
¿Las intervenciones 
realizadas con los 
adolescentes infractores 
de ley tienen garantías 
de acceso en los 
ámbitos de intervención 
que se proponen en las 
normas técnicas de 
SENAME?  
 
¿De qué manera se 
resuelven los conflictos 
éticos producidos entre 
los lineamientos 
técnicos de SENAME, 
la institución y los del 
propio profesional? 
 
¿Cuáles serían los 
ámbitos más relevantes 
a intervenir con el 
adolescente de acuerdo 
a la misión 
institucional? 
20. ¿Desde su opinión profesional, Cuáles son los 
requerimientos técnicos establecidos por el SENAME que 
tienen mayor relevancia en la intervención con jóvenes? 
¿Por qué? Y ¿para qué? 
 
21. ¿La institución donde usted trabaja le proporciona las 
condiciones necesarias para dar cumplimiento a los 
requerimientos técnicos establecidos por el SENAME?  
 
22. ¿Existen diferencias entre lo que SENAME considera 
importante para la intervención y lo que la institución y su 
rol profesional debiesen priorizar? ¿Por qué? Y ¿para qué?  
 
23. Desde la perspectiva institucional ¿Cuáles son los 
ámbitos de intervención que se priorizan y/o destinan 
recursos?¿por qué y ¿para qué? 
 
24. Si hay priorización: ¿Cómo les llega esa información: 
directamente del director de la organización colaboradora, 
los jefes técnicos, los colegas –de manera informa- les 
informan? 
 
25. ¿Qué modelo de intervención sugeridos por  el 
SENAME  utiliza y como lo desarrolla en su intervención? 
26. Según usted: ¿existen prácticas de intervención 
diferenciada según el perfil y edad de cada joven del 
programa? ¿Cómo lo hacen? 
Identificar las 
fortalezas y 
debilidades que 
perciben los 
delegados en su 
práctica laboral 
orientada a la 
reinserción social en 
relación al trabajo 
ejecutado con las 
familias y la red local 
 
 
 
 
 
¿Los recursos y/o redes 
locales son suficientes 
para el desarrollo 
adecuado de una 
intervención que 
favorezca la reinserción 
social del joven 
infractor? 
 
 
 
 
 
 
¿La cantidad de casos 
atendidos por delegado 
permite acompañar de 
manera adecuada las 
demandas 
personalizadas de cada 
adolescente? 
 
 
 
27. Desde su experiencia profesional ¿existen áreas de 
intervención donde la disponibilidad del “recurso” influye 
en un buen o mal pronóstico del/la adolescente? ¿Por qué? 
 
28. La cantidad de casos asignados a usted ¿le permiten 
desarrollar una intervención ajustada a las necesidades 
individuales de cada joven? 
 
 Si su respuesta es no: 
 
29. En relación a su carga laboral ¿logra gestionar y llevar a 
cabo los requerimientos de la intervención en los tiempos 
exigidos? ¿Qué dificultades concretas encuentra en sus 
quehaceres laborales como consecuencia de la cantidad de 
casos? 
 
30. ¿La institución para la cual usted trabaja está consciente 
de la sobrecarga laboral? ¿Cómo les llega esta información 
(documentos escritos, instancias de reunión de equipo, 
otros)? 
 
31. ¿Qué medidas toma la institución frente a la carga 
laboral?  
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¿Cuál es el rol de la 
familia en los procesos 
de intervención con el 
fin de facilitar la 
reinserción social del 
adolescente? 
 
¿Se considera la 
territorialidad y/o 
características 
geográficas en el 
desarrollo de la 
intervención y el acceso 
a las redes locales? 
 Si su respuesta es sí: 
32. ¿Cómo lo hace y/o que costos profesionales y/o 
personales tiene ello? 
 
Luego se sigue con las preguntas: 
 
33. ¿Conoce usted lo que es el burn out? 
 
34. El trabajo con jóvenes y la cantidad de casos atendidos  
le ha generado desgaste profesional y/o emocional? ¿Por 
qué? 
 
35. ¿Qué resguardos toma usted frente a la cantidad de casos 
asignados? 
 
36. ¿El tiempo de condena v/s los tiempos para la 
intervención se adecúan a las necesidades del/la joven 
infractor?  
 
37. Si la respuesta es no: ¿por qué? 
Si la respuesta es sí: ¿por qué y en qué casos no hay una 
correspondencia?  
 
38. Usted durante el proceso de intervención ¿considera que 
la distancia de residencia de los/as jóvenes hacia el 
programa influye en el desarrollo de la intervención? 
¿Cuándo le sucede esto? ¿A través de qué casos concretos?  
 
39. ¿Las características geográficas influyen en el acceso a 
la red local y gubernamental para el/la joven? ¿Por qué? 
 
40. ¿Cuáles serían las mayores dificultades administrativas 
y de gestión en el desarrollo de su tarea dentro de la 
institución?  
 
41. ¿Cómo ha enfrentado esas dificultades? 
 
42. ¿Considera importante el vínculo con el/la joven para el 
desarrollo de la intervención? ¿Por qué? Y ¿para qué? 
 
43. ¿Cuáles serían las principales fortalezas y/o debilidades 
en el proceso de intervención social con el/la joven 
infractor/a de ley en relación al vínculo que se establece con 
él/ella?  
 
44. ¿Usted considera importante factores como: el sentido 
común,  la experiencia profesional, la formación, la 
identificación con los lineamientos del SENAME  y de la 
institución, entre otros para el desarrollo de la intervención 
con el/la joven infractor? ¿Por qué? 
 
45. ¿Usted cree que es importante contar  con 
perfeccionamientos y cursos para lograr una adecuada 
intervención profesional?  
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46. ¿Existen instancias de participación y capacitaciones en 
la institución para los/as profesionales?  
Identificar y rescatar 
las buenas prácticas 
de intervención de los 
profesionales que 
ejecutan la sanción de 
Libertad Asistida 
Especial 
 
(FOCUS GROUP 
y/o ENTREVISTA 
GRUPAL 4 
PROFESIONALES, 
2 preguntas y 10 
minutos por 
persona). 
La institución para la 
que usted trabaja 
¿realiza 
sistematizaciones sobre 
el desarrollo del 
ejercicio laboral? 
 
¿A través de qué 
instancias se identifican 
y rescatan las buenas 
prácticas de los 
profesionales? 
 
Las buenas prácticas de 
las intervenciones son 
conocidas y se instalan 
en el equipo de trabajo 
como una forma válida 
de intervenir? ¿Por qué? 
1.  ¿Usted cree que en su institución o en otras, existen 
prácticas profesionales que deberían difundirse y practicarse 
porque son exitosas?  
 
 Si la respuesta anterior es afirmativa: ¿qué prácticas 
profesionales rescataría y por qué? ¿Qué resultados se 
obtienen? ¿Para qué sirven esos resultados? 
 Usted como profesional: ¿cuenta con el apoyo institucional 
para generar instancias innovadoras de intervención 
(talleres, actividades recreativas, capacitaciones, entre 
otros?  
 
Si la respuesta es afirmativa: ¿qué se hace y  qué resultados 
obtiene? 
 
3.7 Plan de análisis 
La transcripción de las entrevistas se ha realizado de una manera literal, por las propias 
estudiantes de Magister, para no perder ningún detalle importante para su análisis. Una vez 
transcritas éstas, convertidas a documentos Word, no se ha utilizado ningún programa 
informático. Se ha hecho el análisis de contenido y la condensación del significado. Como se 
ha explicado, la estructuración de la entrevista en bloques temáticos, correspondientes a los 
objetivos de investigación ha facilitado este proceso de creación de unidades de significado del 
texto. Después de esta condensación se procedió a la codificación y, posteriormente, se pasó a 
la interpretación del significado.  
Como muestra la tabla (ver anexo 2), la transcripción de los discursos se adjuntó, como texto 
plano, a una tabla de triple entrada que contenía los objetivos específicos de la investigación y 
que se estructuraron en distintas preguntas directrices, que se correspondían con las preguntas 
de investigación. A partir de cada pregunta directriz, en una tercera columna, se desarrollaron 
otra serie de preguntas que pretendían dar respuesta a los objetivos específicos, propiciando una 
conversación amplia, por parte del/la entrevistado/a, que pudiera llevarle a describir, explicar, 
o reflexionar su quehacer profesional y que diera “juego suficiente” de cara a la categorización 
65 
 
posterior. De esta manera, la codificación de los discursos resultó más fácil pues todo estaba 
bastante estructurado desde el principio.  
Los discursos se codificaron segmentando el texto en unidades con sentido para la 
investigación. A priori, antes de la transcripción de las grabaciones, se esbozaron una serie de 
categorías que procedían de la bibliografía seleccionada (adulto responsable, intervención 
profesional, coordinación, gestión, delegado/a, familia, reinserción, SENAME, lineamientos, 
Red local, ámbitos, derechos del/la joven, recursos, entidad colaboradora, modelo de 
intervención, condiciones laborales, burn out). A estas categorías, se añadieron otras que las 
propias investigadoras creían necesarias, antes de proceder a la primera descomposición del 
texto y análisis posterior.  Éstas fueron: inserción laboral, formación continua, educación, 
drogas, derechos fundamentales del/la joven y buenas prácticas. 
Se realizó una primera lectura minuciosa y se fueron seleccionando unidades con sentido 
(frases, la mayoría de las veces; párrafos las menos veces). Una vez terminada esta operación, 
se procedió a una segunda lectura y se pudo poner segundos códigos a unidades segmentadas 
ya codificadas. En este caso, se pretendía enriquecer las categorías ya seleccionadas. Así se 
incluyeron términos tales como “frecuencia”, “intensidad”, “necesidad”, “complementario” e 
“imprescindible”, entre otras. Sin embargo, más que un análisis de frecuencias se buscaba el 
significado intersubjetivo que los actores protagonistas daban para, a partir de ahí, poder 
elaborar una teoría.  
A continuación, se procedió a la condensación, a partir de las categorías codificadas, 
buscándose las relaciones entre esa categoría y otras subcategorías. Pese a que el texto estaba 
articulado a partir de las preguntas de la entrevista, la búsqueda de relaciones alteró la posición 
inicial de los segmentos, agrupándose en torno a cada categoría y creando una nueva 
disposición del texto, sin que perdiera unidad y coherencia. Fue posible desechar algunas frases 
y párrafos por saturación, intentando sintetizar al máximo. 
Desde el principio del análisis se introdujeron comentarios (memos), junto a los textos, que 
suponían reflexiones para el análisis posterior, recuerdo de citas bibliográficas que convenían 
o contradecían el discurso de los/as profesionales o llamadas de atención sobre la posición del 
delegado/a respecto del tema que describe, entre otras. Todas estas notas permitirían, a 
continuación, triangular la bibliografía seleccionada con las opiniones y subjetividades de los/as 
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profesionales (pese a la escasez de trabajos publicados) y, sobre todo, la estructura y orden que 
debía tener el análisis posterior. Se trataba de explicar y fundamentar cómo interviene el 
delegado/a en el desarrollo de este programa para jóvenes infractores/as, para conseguir la 
inserción social y laboral, y darle un sentido teórico, que permitiera cierto grado de 
generalización. Por ello, la comparación con la literatura seleccionada resultaba imprescindible 
para poder establecer las explicaciones. Así, por ejemplo, la situación de agotamiento y estrés 
que explica el profesor Barría (2011) en su trabajo con asistentes sociales del SENAME, 
concordaba con las situaciones que describían los delegados/as que contextualizaban el posible 
síndrome en el marco del programa de libertad asistida especial. 
Para las generalizaciones que se han realizado en el análisis se ha tomado la información 
codificada de los discursos, las anotaciones y comentarios y, por último, la literatura. Se ha 
hecho una descripción sistemática y objetiva del contenido de las entrevistas y se han  
comparado constantemente situaciones que se pudieran aplicar a cada categoría. Se ha dado 
forma a éstas, integrándolas para poder elaborar una teoría que explique cómo se producen la 
integración social de los/as jóvenes que están en el programa de libertad asistida especial, qué 
dificultades encuentran, qué papel juegan los actores descritos, qué ámbitos de la red local 
propician la inserción de los/as jóvenes, qué significados otorgan los delegados/as a las 
orientaciones técnicas del SENAME, de qué manera se concretan por las instituciones 
colaboradoras y, finalmente, qué hacen bien los delegados/as (buenas prácticas), qué les lleva 
a actuar de una manera y no de otra.  
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4 Cronograma de trabajo: carta Gantt 
MES Y AÑO 
OCT. NOV. DIC. ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO JULIO AGOSTO 
2016 2016 2016 2017 2017 2017 2017 2017 2017 2017 2017 
PROCESO DE RECOLECCIÓN 
DE DATOS: 
                      
Primera entrevista de 
acercamiento al objeto de estudio. 
                      
Realización de entrevistas en 
profundidad. 
                      
Realización de entrevista focal.                       
PROCESO DE SELECCIÓN DE 
DATOS: 
                      
Realización de transcripciones de 
entrevistas. 
                      
Realización de transcripción de 
entrevista grupal. 
                      
Realización de selección de 
categorías de análisis. 
                      
PROCESO DE ANÁLISIS DE 
DATOS: 
                      
Selección de variable global.                       
Relación entre variables y análisis.                       
Principales hallazgos y 
conclusiones. 
                      
Entrega de informe final.                       
Retroalimentación informe final.                       
Defensa de tesis.                       
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5 RESULTADOS 
En relación a los resultados, estos se presentan a través de la información seleccionada en 
relación a los objetivos específicos de la investigación, realizando un análisis descriptivo en 
cada uno de ellos, considerando a la vez una división de la descripción en relación a las temáticas 
y/o categorías que tenían los mismos, que a continuación se especifican: 
2.1 Los ámbitos de intervención educacional, laboral, de salud mental y de tratamiento de 
drogas, en los que trabajan los/las delegados/as de libertad asistida especial, en 
conjunto con el adulto responsable a cargo  del/la joven infractor de ley. 
El programa de libertad asistida especial coordina y gestiona, en la red local, el acceso del/la 
joven a las instancias de participación escolar, laboral y de tratamiento de drogas para apoyar el 
proceso de intervención del/la delegado/a. Este trabajo sistémico se realiza con el apoyo del 
adulto responsable, porque descansa en áreas que los/as delegados/as no pueden cubrir, aunque 
aparezcan como objetivos en el plan de intervención. En la mayoría de los casos, se trata de 
jóvenes multiproblemáticos (deserción escolar, drogas, violencia intrafamiliar, et.) y los/las 
profesionales se ven sobrepasados en sus capacidades, de ahí la importancia de la red. 
La visión general de los/as delegados/as es que efectivamente la incorporación del/la joven 
dentro de la red local genera cambios favorables frente a su proceso de reinserción social, sin 
embargo, piensan que podría funcionar mejor. 
Es así como un delegado relata: “con el apoyo de la red, con el apoyo de la familia, con la 
motivación personal también, obviamente cuando un chiquillo logra acceder a una 
capacitación, logra acceder a la educación también, nivelar estudios, participar de un proceso 
de tratamiento o de evaluación quizás y posterior tratamiento frente a alguna situación quizás 
más de, psiquiátrica, obviamente eso se condice también con el desistimiento”. 
En términos generales, para los/as profesionales, gestionar y coordinar se relaciona 
principalmente con: “derivar”, “activar” y “acompañar” al/la joven en los procesos de 
intervención, de acuerdo al área en que se encuentren de la red local; ya sea drogas, salud, 
educación, capacitación, trabajo o familia, entre otros. Estas coordinaciones son necesarias con 
el fin de que el/la joven se vincule y permanezca en la misma. Para ello, el programa cuenta con 
una coordinadora de redes, trabajadora social, que apoya de manera significativa en la gestión 
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de su quehacer diario. Así, los/as delegados/as estiman que gestionar es “abrir las puertas al 
ingreso de los ámbitos” y es también “entregarle esa información al joven, para que después 
ellos tengan acceso espontáneo, para poder acudir a esta”. 
La toma de decisiones en torno a la derivación a las redes puede ser difícil, en casos de alta 
complejidad, por lo que los coordinadores/as técnicos/as y supervisores/as realizan una función 
de suma importancia. 
Para los/as delegados/as, entre todos estos ámbitos, los más exitosos son, sin duda, el educativo 
y el de capacitación e inserción laboral. En sus discursos, los/as profesionales aluden a las 
facilidades que existen en estos momentos para insertar a los/as jóvenes en el sistema educativo, 
especialmente en la modalidad adulto. Se les ofrece una oportunidad para que regularicen sus 
estudios, ya que muchos se encuentran trabajando o con responsabilidades parentales. En 
algunas zonas, en concreto, existe una gran oferta y una relación fluida y rápida con los 
respectivos establecimientos. Existe un proyecto de reinserción educacional por el que son 
profesionales de ese programa los que van a hacer clases, un día a la semana, para que los/as 
jóvenes que no tienen educación básica preparen los exámenes libres con ellos. Este trabajo es 
complementado con el asesor educacional.  
Se considera importante fortalecer las relaciones con la red escolar puesto que “los jóvenes 
vienen con una desnivelación escolar importante, son expulsados de los colegios o bien ellos se 
retiran y no se mantienen en esos espacios, que son socializadores justamente, en donde los 
chiquillos aprenden rutinas estructuradas, normas de conducta, respeto por el otro, 
intercambio subjetivo más saludable”. Todo ello se produce en el escenario escolar, de tal 
manera que cuando salen del sistema y quedan en la calle, aprenden mucho de la cultura 
delictiva en las esquinas, en los barrios y ya no hay ningún contrapeso a esa cultura; de ahí la 
relevancia de este ámbito de intervención. Los/as delegados/as entienden que el ámbito 
educacional es uno de los más rescatables, precisamente porque existe una gran oferta, y cumple 
el objetivo de fijar normas y hábitos para integrarse con otros/as jóvenes que no sean los/as 
mismos/as que andan delinquiendo. 
Los/as profesionales relatan que, en el área de educación, han existido casos exitosos a través 
de las constantes coordinaciones con los docentes y/o administrativos/as del establecimiento, en 
donde se conversa respecto del caso y se retroalimenta de información con los mismos. 
70 
 
Desde el ámbito de capacitación e inserción laboral, una de las instituciones con la cual trabajan 
es la OMIL (Oficina de intermediación laboral)  de su comuna para la búsqueda de empleo 
(PIL). Respecto de la capacitación, en su mayoría trabajan con Proyecto B. Se les ayuda a 
gestionar una capacitación y, en ocasiones, con posterior colocación laboral. El 
acompañamiento en el proceso de inserción laboral ayuda a tener un vínculo más cercano con 
el/la joven, además de poder asistir a la OMIL de su comuna (en un día y horario específico) 
haciendo más personalizada la atención. En consecuencia, gracias a estos programas, el/la joven 
inicia un proceso para ser contratado y consigue, en definitiva, una fuente laboral estable que 
permitirá la compatibilidad del cumplimiento de la sanción con el trabajo.  
 
Desde el punto de vista de la inserción social, la capacitación laboral se convierte en un 
instrumento importante, especialmente para un segmento de edad que, numéricamente, es 
menor: jóvenes de 18-19 años. Porque el colegio ya no es una motivación para ellos/as, y ya 
están en esta disyuntiva de generar dinero y de qué manera hacerlo. Con ellos, claramente, el 
trabajo es la alternativa y por eso la transcendencia de las redes para la capacitación e inserción 
laboral. 
 
En consecuencia, existe una alta valoración de esta área pues el dispositivo tiende a funcionar, 
obteniéndose buenos resultados. Ahora bien, algunos delegados/as señalan  que  la oferta es para 
un perfil determinado de jóvenes, indicando una delegada que: “se requiere de un chiquillo con 
un grado de responsabilidad importante, que tenga un historial de cumplimiento aquí en la 
sanción, que se adecuen al espacio, que no tengan consumo tan problemático de drogas, que 
tengan 18 años de edad, con 8° año básico rendido, con responsabilidad parental, por lo cual 
debe ingresar un joven con alta motivación”. En lo que respecta al ámbito laboral, a través de 
la OMIL se gestiona la oferta. No obstante, algunos ingresan al mercado laboral a través de 
datos de sus amigos y/o conocidos. 
 
En el área de salud se encuentran los recursos más básicos que existen: dar a conocer el 
consultorio donde tienen que estar inscritos e informar de esto también a la familia, aunque 
muchas ya lo conocen. Sin embargo, el acceso al sistema sólo se produce en caso de urgencia, 
no tanto para cuestiones preventivas. Por esta razón, los/as delegados/as destacan algunos 
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programas, como “control sano” para jóvenes (16 años), especialmente a nivel simbólico, “…en 
los que se vuelven a considerar que son niños y asisten con su madre y el delegado al médico” 
Algunos profesionales, sin embargo, consideran que en este tema no funcionan bien, dado que 
no coinciden mucho con la realidad de los/as jóvenes. 
 
Especialmente, la red es importante en el tema de drogas. Los programas que existen persiguen 
salvaguardar el bienestar físico y psíquico de los/as jóvenes. El monitoreo de estos programas 
tiene un alto componente que mira a la motivación del/la joven. Prevalecen los dispositivos 
ambulatorios de tratamiento especializado en drogas, frente a los recursos residenciales, que 
escasean. Los programas de drogas permiten aliviar la intervención que el/la delegado/a tiene 
que hacer en ese ámbito; especialmente, los PAI (programa ambulatorio intensivo) pues sin duda  
favorecen la inserción social de los chiquillos/as.  
 
Previamente, se trabaja con ellos en torno a la problematización del consumo; se ve con la 
familia y se buscan las alternativas que hay. En las instituciones de la red con las que se trabaja 
los problemas de consumo de drogas son muy relevantes, a juicio de los/as profesionales, pues 
forma parte del diagnóstico general de los chiquillos. La realidad es que hay un porcentaje 
elevadísimo con algún tipo de consumo problemático. El consumo se refiere, no sólo a 
marihuana, sino que consumen benzodiacepinas, cocaína, pasta base, y otras drogas más fuertes. 
 
La problemática del consumo de drogas se cruza principalmente con el área de salud mental, ya 
que del alto porcentaje de jóvenes con conductas de consumo importante, se observan casos con 
sospecha de diagnóstico psiquiátrico. Los/las profesionales reconocen, en especial los/as 
trabajadores sociales, que no tienen las herramientas para hacer este diagnóstico. En los 
programas de drogas existen psiquiatras y también se apoyan a través de las derivaciones a 
COSAM (Centro de salud mental). En estas últimas, es muy difícil conseguir hora y más aún 
las internaciones, dado tienen cupos muy limitados, a pesar de tener preferencia por ser 
usuarios/as jóvenes infractores/as de ley.  También se tratan problemas de duelos no resueltos o 
síntomas depresivos con ideaciones suicidas.  
De manera total, los/as delegados/as apoyan el trabajo en red, considerando éste una estrategia 
indispensable para la inserción de los/as jóvenes. Especialmente, los programas de capacitación 
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laboral y salud, para trabajar los problemas de salud mental. Porque “es la única forma de tener 
éxito con las intervenciones, si nosotros nos apoyamos y estamos en armonía con los otros 
profesionales o definimos áreas de intervención especificas tenemos muchos mejores 
resultados”. 
En esta estrategia, tiene también un papel protagonista la coordinadora técnica, apoyándose 
los/as delegados/as para su propia coordinación. “porque en esos casos se tienen que tomar 
también decisiones en conjunto de qué es lo que se va hacer,  porque se está derivando a una a 
una red, ya sea de salud, de drogas, en el ámbito de inserción también…. Estas coordinaciones 
las realizamos ambas, las que son más de terreno más visita domiciliaria de llevar a un chiquillo 
a un programa terapéutico claramente lo hago yo, pero las otras se realizan en conjunto”. 
Los/as delegados/as, respecto de la red, actúan como coordinadores o moderadores con el 
programa de drogas, con el colegio y con el resto de programas. “El delegado gestiona las 
distintas necesidades que uno va pesquisando en los chiquillos , como ir coordinando reunión 
para allá, tratando de hacer una intervención cohesionada y consistente y que no nos 
boicoteemos unos a otros y de que trabajemos lo mismo ni de que trabajemos en líneas opuestas. 
Ese yo creo que es un poco el rol” 
Los/as delegados/as entienden la necesidad de coordinación de la red, que va más allá de los 
propios lineamientos del SENAME: “necesariamente tenemos que estar muy conectados con 
la normativa técnica de SENAME y, por lo tanto, regirnos por esas normas. Y claro, uno genera 
estrategias personales o nosotros como programa generamos alguna estrategia como, por 
ejemplo, tratar de tener reuniones de equipo con instituciones que sabemos que vamos a 
trabajar todo el año (…), por ejemplo el cair de la granja que es uno de los programas de 
drogas a los que más derivamos, o el Ágora San Miguel; los tratamos de invitar para acá o de 
ir nosotros para hacer una reunión donde establezcamos ciertos lineamientos estratégicos para 
todo el año. No es parte de la normativa técnica de SENAME sino más bien es una estrategia 
implementada por nosotros como programa”. 
     
A pesar de que la valoración de la red local es altamente positiva, los/ls delegados/as también 
vislumbran algunos obstáculos que surgen en el proceso de inserción del/la joven infractor. En 
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el área de educación, pese a las facilidades reconocidas (“…incluso un programa que van los 
profes a examinar a los niños”), se habla de estigmatización, y se quejan de que los jóvenes 
tienen pocas oportunidades ante los fallos, pues “los sacan sin contemplaciones a la primera de 
cambio”.  
 
En el ámbito de capacitación, los/as delegados/as afirman que el sistema es excluyente pues 
“…igual los chiquillos que participan acá en capacitación en los programas tienen que tener 
cierto perfil porque las capacitaciones quieren que la tipificación del delito no sea de 
connotación sexual, que el tratamiento de drogas.  O sea no pueden tener tratamiento, tienen 
que tener un consumo no perjudicial. Se busca ese perfil (se evalúa que lo cumplan) antes de 
hacer cualquier tipo de derivación del chiquillo, porque si no, lo van a rechazar”.  
 
Otra dificultad se produce por la existencia de cupos limitados en el acceso a las capacitaciones: 
“atendemos a 180 más o menos, adolescentes, jóvenes y a veces se abre cupo para 5. A veces 
en un solo oficio (por ejemplo, electricidad). Pero hay muchos otros muchos oficios que les 
gustaría aprender y solamente se abre cupo para una sola cosa, cada cierto tiempo”. La 
perspectiva general de los/as delegados/as es que los recursos de la red local son insuficientes, 
ante lo cual no se cumpliría con lo esperado para el/la joven y su proceso de reinserción social. 
Y esto va referido tanto a los recursos económicos como humanos. Esto último en un doble 
sentido, pues además de referirse a falta de efectivos, también se alude a la falta de preparación 
técnica y metodológica, lo cual interfiere de manera directa en el acceso a instancias de 
reinserción social por parte  de los/as jóvenes. Pero esto último será desarrollado en el apartado 
3 de este epígrafe. 
 
La falta de motivación de los/as jóvenes es un claro obstáculo, especialmente en los casos de 
salud. Los/as delegados/as buscan en la red qué dispositivo pueda ayudar en esta tarea, y para 
eso hay que contar con la voluntariedad del/la joven, principalmente. “No en todos los caso, 
pero entonces entramos en un terreno medio árido, en donde en algunos casos se evalúa la 
posibilidad de solicitar una audiencia y que el tribunal se pronuncie sobre la necesidad efectiva 
de que joven entre a estudiar entre a un tratamiento de drogas en caso de mucho riesgo. Así, se 
solicita primero el ingreso del joven a un tratamiento ya sea ambulatorio o residencial de 
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drogas y hay que contactar con los profesionales de capacitación laboral, en el caso de jóvenes 
que estén en un escenario más auspicioso, en colegio viendo constantemente cuales son las 
fechas de postulación y después cuando están inserto preguntando como están desarrollando 
sus actividad escolar entonces lo hacemos diariamente y es la única forma de tener éxito con 
las intervenciones, si nosotros nos apoyamos y estamos en armonía con los otros profesionales 
o definimos áreas de intervención especificas tenemos muchos mejores resultados”. 
 
Como se ha explicado, el sistema castiga duramente si el/la joven no muestra permanente 
adherencia a los programas. “Cuando un joven nosotros lo hemos derivado a un centro de 
drogas, si el joven no asiste lo egresan por abandono. Existe protocolo de recate pero sin 
embargo no es suficiente (…) ellos esperan que nosotros como delegados le enviemos jóvenes 
súper óptimos, para que puedan trabajar pero sin embargo, acá no existen jóvenes óptimos 
existen jóvenes con problemas, que hay muchas temáticas que hay que trabajar sobre todo la 
responsabilidad (…) entonces no hay rescate, por parte de los otros profesionales, para que los 
jóvenes se puedan incorporar a estas instancias. 
 
Otra dificultad viene impuesta por la falta de recursos. En los programas de drogas, por 
normativa técnica del Servicio Nacional para la Prevención y Tratamiento del Consumo de 
Drogas y Alcohol (SENDA), deben tener un psiquiatra que genera una primera evaluación. “Sin 
embargo, no están muy presentes en los programas o trabajan a medio tiempo, y de hecho ni 
siquiera medio tiempo; yo te diría que medios días a la semana. En general, en el área justicia 
juvenil o en el área de infancia está al debe de la evaluación psiquiátrica que, yo creo, que es 
súper importante; un área fundamental de salud mental que no ha sido abordada”.  
 
A juicio de los/as profesionales, los mecanismos de salud se vuelven también contra los/as 
jóvenes pues podrían ser más comunes. “Los hospitales también están al debe en ese sentido, 
hay mucha demanda y poca posibilidad de generar esa evaluación por ese conducto, por eso 
tratamos de insistir tanto con los PAI, pero también tienen poca posibilidad”. 
El área de salud mental es, para todos los/as delegados/as, la más compleja pues los programas 
de red SENAME no tienen prioridad, de tal manera cuando se deriva a alguien quedan en lista 
de espera, como cualquier usuario. Y esto es grave porque “puede pasar que a la larga signifique 
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que los jóvenes perdieron entusiasmo, que en su momento les motivo. Se torna compleja la 
inclusión en diferentes programas. A modo de ejemplo, en caso de psiquiatría o unidad de 
desintoxicación es súper complejo, porque muchas veces tienes que pasar por el dispositivo de 
drogas. A veces en los casos de descompensación psiquiátrica tiene que producirse una 
situación definitivamente grave para producir una internación forzosa. Entonces, si bien es 
cierto, está la disposición que está instalada en el discurso público: que es necesario coordinar 
y todo, pero al momento de ejecutar aquello se torna totalmente complejo y difuso”. 
2.2 La percepción de los/las delegados/as frente a las orientaciones técnicas definidas por 
SENAME y concretadas por las propias instituciones: la eficacia de la intervención 
profesional. 
En primer lugar, respecto del SENAME los/as delegados/as indican que tienen conocimiento de 
las orientaciones técnicas, a través de un conducto regular. Los directores/as de los programas 
tienen la información oficial e, informan a los asesores/as técnicos/as para que, a su vez, 
informen a los/as delegados/as. También es posible, a través de las reuniones técnicas, en donde 
los directivos informan directamente al equipo de trabajo.  
Al respecto,  se puede apreciar que efectivamente los/as directores/as de los programas hacen 
llegar la información a los ejecutores de la sanción, observándose una estructura jerarquizada 
en las instituciones colaboradoras: de manera vertical la comunicación llega a los/as 
delegados/as, sobre las modificaciones y/o actualizaciones que se van generando. 
Asimismo, los/as entrevistados se encuentran parcialmente de acuerdo con las normas técnicas 
del SENAME, indicando que realizarían algunas modificaciones, ya que consideran que, 
muchas veces, éstas son poco viables en la práctica, dado que se encuentran en un plano “ideal” 
de funcionamiento pero no en uno “real” para llevar a cabo las intervenciones (algo así como 
que la teoría supera la realidad). Siguiendo con lo anterior, existen instrumentos evaluativos que 
metodológicamente no son idóneos ya que no se ajustarían a la realidad del/la joven, pues: “se 
prioriza el instrumento por sobre el sujeto”, lo que deja en evidencia que existen tensiones entre 
lo que el/la profesional considera relevante y lo que la institución quiere recabar, para dar 
respuesta a las solicitudes del Servicio. Existe la opinión de que se le entrega un escaso auge a 
la intervención familiar, existiendo sólo desde el sujeto una intervención incipiente con el adulto 
responsable y/o significativo/a, lo cual en muchos casos puede generar un impacto negativo en 
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la intervención, pues no se está considerando la influencia del contexto familiar para la 
generación de un cambio en el/la adolescente.  
Por último, desde el ámbito administrativo, los/as delegados/as se sienten tensionados con la 
última modificación que planteó el Servicio, dado que en la actualidad se exige que el/la joven 
firme cada vez que asista a una entrevista con el/la delegado/a, lo que sitúa el cumplimiento 
desde el “control”, en donde la asistencia se hace prioritaria, minimizándose y quedando la 
participación del/la joven en el proceso de intervención en un segundo plano, pues los 
indicadores numéricos finalmente van siendo prioridad y no los procesos de intervención. 
Desde esa perspectiva, los/as entrevistados/as sin desconocer que hay aspectos de las normas 
técnicas que se ajustan a la realidad (como algunos de los ámbitos de intervención) señalan de 
manera transversal y tácita que las mismas no se estarían ajustando a la realidad de los/as jóvenes 
que atienden a diario. En general, por los argumentos antes descritos y también porque existe 
una tendencia a estandarizar y homogenizar los procesos de intervención, lo cual no permite 
muchas veces, trabajar con las características particulares de cada joven, existiendo una 
tendencia a cosificar los procesos de intervención, lo cual limita el campo de acción profesional. 
En concreto, se encuentran las limitantes respecto de la intervención familiar, socio-comunitaria 
y/o cultural-artística. Éstas, se ven mermadas frente a las exigencias del Servicio, que tiende a 
centrar la intervención en el/la joven desde un plano individual, desconociendo y segregando el 
contexto como ámbito relevante para la modificación de vida de un sujeto.  
Asimismo, la intervención no genera responsabilidades ni obligaciones en las redes con las 
cuales se trabajan, sintiendo el/la delegado/a un mayor peso frente a los resultados de la 
intervención, independientemente si son o no directamente responsables de dichas gestiones o 
coordinaciones. 
En lo que respecta al trabajo en red, cabe indicar que los programas presentan protocolos de 
funcionamiento para realizar las derivaciones a los diversos ámbitos de intervención. En algunos 
casos, se han ido generando en la práctica diaria, por lo cual algunos delegados/as no son muy 
conscientes de si presentan estos acuerdos de funcionamiento, dado que en ocasiones se dan de 
manera espontánea en su quehacer cotidiano. Sin embargo, en otros casos existen acuerdos, 
como por ejemplo con SENDA, a través de protocolos de complementariedad.  
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Como consecuencia de todo lo anterior, los/as entrevistados/as indican que existen diferencias 
entre lo que ellos consideran importante para la intervención y lo que la institución y el Servicio 
quieren priorizar, ya que existe una tendencia por parte de SENAME a otorgarles una extremada 
importancia a los indicadores numéricos y estadísticos, sin visualizar los procesos de 
intervención, desde una perspectiva más cualitativa.  
En este sentido, los programas a la vez también se ven afectados por este mandato pues la 
subvención se supedita al mantenimiento del contacto directo con el/la joven dentro del mes. Si 
hay menos contactos con el/la joven de los prescritos, se disminuye la financiación del programa 
y, por tanto, contará con menos recursos económicos. La tensión de esta situación es transferida 
finalmente al delegado/a responsable del caso, quien “a toda costa” debe intentar mantener 
contacto con todos los jóvenes del programa”, existiendo dificultades, por ejemplo, cuando un 
joven se encuentra en un proceso de inserción laboral y no puede asistir a entrevista con el/la 
delegado/a, porque ello implicaría ausentarse en el trabajo. El/la profesional tiene que elegir, ya 
que el hecho de que el/la adolescente se encuentre inserto en un ámbito pro social favorece la 
intervención y su reinserción, pero no basta con que el/la delegado/a tenga esa información, al 
contrario; si el/la joven no asiste a la entrevista puede ser, incluso, una causa de incumplimiento, 
por lo que el/la joven también queda tensionado entre mantener su empleo o cumplir con la 
sanción penal. Ahí radica la diferencia, dónde está puesto el interés: ¿en controlar y castigar o 
en reinsertar? 
Tampoco están de acuerdo los/as entrevistados con el peso que tiene la intervención familiar y 
socio-comunitaria en el proceso de reinserción, cada vez menos considerada por parte del 
Servicio en sus orientaciones. Al respecto, los/as delegados/as indican que, tanto la familia como 
el contexto del/la joven, repercute en dicho proceso de reinserción. Por lo cual, la decisión de 
centrar la intervención solo desde el ámbito individual es un factor limitante frente a los procesos 
que viven los/as jóvenes, más aun al encontrarse en una etapa de cambio y constante evolución, 
en donde la identidad y sentido de pertenencia juegan un rol importante en dicho proceso. 
También, se observa una deficiencia en la entrega de recursos económicos a los programas para 
su funcionamiento, dado que no perciben un ingreso estable y permanente, pues el SENAME 
les entrega una subvención mensual (en relación a la cantidad de casos que se atienden dentro 
del mes) lo que conduce q que las instituciones no cuenten con recursos estables para destinar, 
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tanto a sus trabajadores/as como a la realización de actividades, que promuevan la reinserción 
social del/la joven, quedando los programas vulnerables y los/as profesionales desgastados/as 
y/o tensionados/as ante eminente situación. 
En general, los/as delegados/as si bien logran plasmar en sus intervenciones con los/as jóvenes 
los requerimientos solicitados por el SENAME en sus orientaciones técnicas, ello lo realizan 
con bastante dificultad dado lo antes descrito y porque también se suma el hecho que existen 
metodologías de trabajo ineficientes, una excesiva carga laboral vinculada al trabajo 
administrativo y falta de especificidad por parte de las orientaciones, respecto de los casos de 
alta complejidad. 
En lo que respecta a los modelos de intervención que utilizan los/as delegados/as y que son 
sugeridos por el SENAME cabe señalar que, en general, indican que se van utilizando estos 
modelos y/o paradigmas en la medida que el/la joven lo requiere, de acuerdo a sus características 
y necesidades. Sin embargo, se observan deficiencias técnicas y metodológicas de cómo operan 
estos modelos en la práctica, pues si bien existe una noción general de tales modelos y 
paradigmas ( dentro de los más nombrados: el modelo de riesgo-necesidad y capacidad de 
respuesta, el modelo centrado en la tarea, el modelo sistémico y ecológico) al momento de 
intervenir el sentido común, la experiencia profesional y las habilidades y competencias 
personales de los/as profesionales van cobrando mayor relevancia al momento de evaluar la 
situación del/la joven para elaborar el plan de intervención que se llevará a cabo durante su 
tiempo de condena.  
 
2.3 Fortalezas y debilidades de la práctica laboral orientada a la reinserción social de 
los/as jóvenes, en los programas de libertad asistida especial. 
Como se ha señalado anteriormente, la red no se encontraría respondiendo de manera totalmente 
satisfactoria y oportuna a los requerimientos de los/as jóvenes. Además, se evidencian 
debilidades en las distintas áreas de intervención definidas por las orientaciones técnicas del 
SENAME y ejecutadas por los/as profesionales, como recoge el artículo Nº 14 de la ley, que  
hace referencia a la reinserción social en el ámbito comunitario, asegurando las siguientes 
actividades “participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la 
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posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros 
previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con 
su familia o adulto responsable.” 
Se puede señalar que la falta de recursos influye definitivamente en la efectividad de la 
reinserción social de los/as jóvenes, reflejándose en ámbitos relevantes, como es el caso de las 
capacitaciones y/o la reinserción laboral. También en salud mental y rehabilitación por consumo 
problemático de drogas. En el caso de las capacitaciones, estas no contarían con la calidad 
esperada, sumada a las escasas alternativas de ofertas de interés para los/as jóvenes. Este espacio 
quedaría reducido a las ofertas entregadas por el SENAME y el proyecto B, las cuales 
entregarían capacitaciones de oficios más bien tradicionales.  
En el caso de salud mental, los recursos son escasos, especialmente los cupos de preferencia, en 
los centros de tratamiento como de rehabilitación de drogas, no satisfaciendo las necesidad 
inmediatas que requiere el/la joven. En este sentido, se confirma el poco compromiso de  las 
políticas públicas y del Estado, siendo este último el principal garante de los derechos de los/as 
jóvenes, siendo de responsabilidad del SENAME, quien debe generar “condiciones para el 
ejercicio pleno de derechos las personas menores de 18 años y, en este caso, los/as adolescentes 
y jóvenes que se encuentren sancionados”. 
De lo anterior, el Estado no invertiría suficientes recursos en la creación de centros  
especializados para este sector, obstaculizando la intervención que ejecutaría el/la delegado/a 
en pos de la reinserción del/la joven. Es así como un delegado indica: “Si, varios casos, sobre 
todo en salud mental, se ha hecho difícil el acceso , uno que recuerde particularmente, en salud 
mental por un tema de alta demanda y de que en el fondo es difícil el acceso, de hecho hay 
pocos chiquillos que han tenido desintoxicaciones por ejemplo, hay muy poco y podría haber 
sido mayor pero por un tema de cupos y de que el caso tienes que anotar en la ficha que el caso 
es más grave de lo que es para que pueda acceder, me entiendes, sino es imposible que acceda. 
Por otro, lado la participación a nivel local sería insuficiente y poca adecuada al perfil de los/as 
jóvenes infractores/as de ley, no habría una coordinación equilibrada ni uniforme de cada 
institución con la red pues ésta dependerá de los recursos y de la gestión de la misma institución. 
Por ejemplo, se evidencian instituciones que cuentan con una coordinación permanente con la 
OMIL y otras que la conocen, pero no tienen mayor relación con esta entidad local. Pocas 
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instituciones logran coordinar con la red propia de la comuna. 
Se analiza, además, que cada institución brinda instancias de participación con recursos propios. 
Esto dependerá de cada centro, de los recursos de que disponga y de la voluntad de la misma;  
si bien todas trabajan con proyecto B en las áreas de capacitación e inserción laboral, ésta sería 
transversal para todas las instituciones. 
También la propia red local varía según la comuna, los recursos y, sobre todo, el conocimiento 
que tenga ésta frente al tema de infracción de ley de los/as jóvenes. Se evidencia que no existe 
un conocimiento y una voluntad por parte de ésta en trabajar con usuarios/as con problemas con 
la ley, y menos aún la existencia de centros especializados para este grupo: “si yo derivo o llevo 
a un chiquillo a un taller de fútbol de la municipalidad, nos ha tocado que se caen muy rápidos 
esas vinculaciones porque los chiquillos tienen dificultades de manejo y control de impulsos, 
entonces claro, a la primera que el profe le dijo te sentai en la banca un rato, tira la choriá. O 
que cualquier roce, entra a pelea….”  
“Por ejemplo, él quería participar en algunos de los talleres de la municipalidad y fue a ver si 
le parecía y todo, pero se desanimó solo porque veía que no encajaba ya. Y volvemos al tema 
anterior, el perfil para lo que está desarrollado los talleres, en general, que yo entiendo que 
obedecen a un tema que, en general, el grueso de la población tiene ese perfil. Pero también 
tenemos este otro sector de jóvenes, que están desescolarizados, que tienen un desenganche 
importante que, quizás, tienen consumo también; entonces no se atiende esa necesidad. 
Dentro de la participación de la propia institución se evidencia que en algunos centros se 
realizarían prácticas favorables que complementan la intervención, como, por ejemplo, 
incentivando e invirtiendo recursos en el área  de deporte, el cual sería financiado por la misma 
institución, en compras equipamiento entre otras: “lo que está funcionando harto es que el 
programa ahora se instauró como como un área de deportes específica, qué sé, que gestiona 
también de forma institucional y que abre las puertas a los chiquillos de participar de una 
escuela de fútbol. No sé, sin necesidad de probarse para quedar sólo participan con ir allá y 
que siento que ahí también le abre las puertas al tema de poder hacer una actividad como extra, 
una vez a la semana”. Asimismo, otros/as profesionales indican que utilizan recursos 
directamente para los/as jóvenes, para cubrir necesidades de vestuario, alimentación y/o 
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actividades recreacionales a través de asistencia al zoológico, museos, piscinas, senderismos, 
entre otros, cubrir gastos médicos si se requiere. 
Se puede analizar que en los discursos estudiados habría dificultades en garantizar los derechos 
de este sector, causados por las deficiencias de la red y su alejamiento de las directrices de la 
ley de Responsabilidad Penal Adolescente. En términos generales, los/as delegados/as dentro 
del desarrollo de su función y ética profesional deben garantizar/salvaguardar los derechos del/la 
joven. En relación a la intimidad se intenta mantener en reserva la información que el/la joven 
no quiera que se exponga. Así por ejemplo, en las audiencias a través de la exposición del plan 
de intervención, los/as delegados/as se remiten a señalar los objetivos para trabajar con el/la 
joven, evitando verbalizar la síntesis diagnóstica para así no exponer la vida del/la joven. Junto 
con ello, muchas veces los magistrados piden que igualmente se exponga el diagnóstico, por lo 
que la forma de salvaguardar la intimidad es a través de la entrega de información general de la 
situación del/la  joven, evitando especificidades que pudiesen afectar su intimidad.  
En lo que respecta al derecho de la educación, tratan de garantizar este derecho a través de la 
gestión para el acceso a la misma. En algunos casos,  a través de un asesor/a educativo/a y/o 
profesor/a quien ayuda a detectar las necesidades de los/as jóvenes, las habilidades y destrezas 
para que así se incorporen a la modalidad de estudios más idónea a sus características. En este 
sentido una delegada indica: “si bien el derecho a la educación es para todos por igual, es súper 
importante que sea dependiendo de las capacidades y necesidades de cada chiquillo, porque 
obviamente no todos presentan las mismas características”. 
Por otra parte, en lo que respecta al derecho a la salud, también existe una visión general sobre 
la importancia de que los/as jóvenes conozcan el consultorio que les corresponde, si no están 
inscritos, de manera que los apoyan en el proceso de inscripción para que accedan a ello. 
También algunos delegados/as orientan a los/as jóvenes para que participen de programas de 
tratamiento de anticonceptivos o dependiendo de cada caso la necesidad que presente. En este 
sentido, otra delegada indica que, por ejemplo, si un/a joven presenta una enfermedad de 
transmisión sexual, trata de resguardar la información del/la joven para que no se vea expuesta 
su vida privada, en algunos casos incluso no le informan a las familias si el/la joven lo solicita, 
pero sí derivan a la red para que pueda tratar su dificultad. 
Por otra parte, una delegada manifiesta que en los casos de tratamiento de drogas, la importancia 
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de derivar a la red para que él o la joven pueda mejorar su situación de dependencia, orientándolo 
y manteniendo la motivación y monitoreo del caso. 
En relación a esta respuesta, existen dos posiciones de parte de los/as profesionales. Por una 
parte, hay un grupo de delegados/as que sí considera que existen tensiones bajo el secreto 
profesional que le entrega el/la joven y otro grupo de profesionales no presenta estas tensiones 
y/o dilemas éticos. Al respecto, los que mantienen que sí existe una tensión, su argumentación 
se basa en que muchas veces a través de la elaboración del plan de intervención el/la delegado/a 
debe desvelar ante el tribunal información sobre su historia de vida, en caso que lo solicite. En 
ocasiones, ello supone sacar a la luz la vida privada del/la adolescente.  
Por otra parte, también se genera tensión cuando los/as jóvenes revelan al profesional que 
mantienen las conductas delictivas, describiendo situaciones y/o comisión de ilícitos a los 
mismos. En ese sentido, se debe comunicar, a través de los informes que se envían a los 
tribunales, pero igual se genera un conflicto entre lo que el/la profesional debe hacer y la relación 
de confianza que se establece con el/la adolescente. Una delegada indica: “por ejemplo hay una 
vulneración de derechos y eso obviamente tensiona cualquier vínculo de intervención porque 
el joven visualiza al delegado como una figura que tiene compromiso con él entonces…”. 
 
Los/as delegados/as opinan que, en general, no existen tensiones éticas, la información es 
compartida con el equipo de trabajo, con los centros de tratamiento o red que se encuentran 
abordando el caso, considerándolo positivo. Asimismo, indican que se comparte la información 
del/la joven a través de los análisis de caso y que cuando un/a joven tiene una información 
específica que no quiere develar, si no está en riesgo su integridad, se mantiene el secreto de 
ello. Al respecto, otro delegado señala que en el ámbito de la política pública no sabe si 
corresponde el secreto profesional, indicando además que: “el secreto profesional se rompe 
cuando alguna acción del usuario lo ponen en peligro a él o a terceros…” En este sentido, otra 
delegada también manifiesta que dentro de los/as profesionales no existe una confidencialidad, 
dado que esa información es posteriormente compartida con el asesor/a técnico/a para evaluar 
el caso. 
La mayoría de los/as delegados/as señalan que tienen experiencias en donde han visto 
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amenazados o han tenido que garantizar estos derechos. Dentro de los ejemplos, los principales 
se encuentran asociados al área de educación, salud mental e integridad física. En el primer caso,  
se presentan casos en donde por razones del nivel sociocultural de la familia, el/la joven no 
había accedido a la educación formal. En estos casos, el/la delegado/a tuvo que realizar las 
coordinaciones para que el/la adolescente se incorporara.  
Asimismo, otra delegada manifiesta: “teníamos un chiquillo que era analfabeto, el MINEDUC 
no le valido ningún curso porque él hizo de primero a séptimo en una escuela especial, y al 
final la escuela especial no era reconocida entonces quedo como que nunca estuvo 
escolarizado, a los 16 años más o menos, acá se gestiona y se cierran las puertas en todos lados 
porque nadie podía validar eso, el asesor se tiene que dirigir a la provincial de educación en 
donde la única opción que nos dieron era que diera exámenes libres pero como “flash”, en un 
mes que tuviera que cursar hasta séptimo básico, así como pruebas todos los días para ir 
pasando de curso y ahí con la ayuda de ellos que nos ofrecieron profesores y todo, con la ayuda 
de acá, el chiquillo logro en un mes logro demostrar que estaba en condiciones de estar en 
séptimo básico, ahí en ese caso fue súper exitoso todas las gestiones, todo, porque si bien costo 
se cumplió el derecho de educación.” Ante ello, se observa cómo se da garantía al derecho de 
la educación del/la joven. 
Con respecto al ámbito de salud metal, en reiteradas ocasiones, los/as delegados/as manifiestan 
que existe una escasa cobertura para los casos que requieren acceder a un proceso de 
desintoxicación, por lo cual deben insistir en las atenciones a través de las coordinaciones con 
los/as asesores/as técnicos/as u otros/as profesionales de la red para agilizar el proceso de 
atención en el área. Es así como un delegado indica: “Si, varios casos, sobretodo en salud 
mental, se ha hecho difícil el acceso , uno que recuerde particularmente, en salud mental por 
un tema de alta demanda y de que en el fondo es difícil el acceso, de hecho hay pocos chiquillos 
que han tenido desintoxicaciones por ejemplo, hay muy poco y podría haber sido mayor pero 
por un tema de cupos y de que el caso tienes que anotar en la ficha que el caso es más grave de 
lo que es para que pueda acceder, me entiendes, sino es imposible que acceda.” A través de 
este discurso, se observan las dificultades en el acceso a la red. 
En lo que respecta  a la salud física, los/as delegados/as indican que hay ocasiones en que los 
usuarios manifiestan que han sido agredidos de manera arbitraria por carabineros. Una 
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profesional indica que: “lo que intentamos hacer es el adulto responsable pueda hacer la 
denuncia, no quería porque decía que a él lo tenían completamente fichado  y que esto podría 
tener alguna represalia. Nosotros le dijimos mira nosotros de cualquier manera tenemos que 
tomar medidas, ya que esta situación no corresponde y pasamos a ser una especie de cómplice, 
haciéndonos los locos por esta situación. Entonces dijimos ustedes vayan nosotros los hacemos 
responsables de la denuncia, decimos que no fuiste tú, como que en el fondo, te lavas las manos, 
decir que fue el programa en el que estoy el que tomó la medida y se hizo la denuncia”. 
Asimismo, existen otras experiencias vinculadas a un centro de protección en donde no se le 
brindo ninguna intervención a un joven durante los cinco meses que estuvo recluido y el/la 
delegado/a realizó la denuncia correspondiente, habiéndose desvinculado a uno de los/as 
profesionales a cargo del proceso del/la joven. También, en otro caso una profesional indica que 
cuando tienen antecedentes concretos que un/a joven anda en un vehículo robado o portan un 
arma de fuego, les señalan a los/as jóvenes que deben realizar la denuncia como una medida que 
les permite no validar las conductas transgresoras de los mismos, aunque esta información se la 
advierten desde que realizan el proceso de cumplimiento, teniendo ellos/as clara las reglas del 
centro. Finalmente, hay otro delegado que señala que la existencia de situaciones donde los/as 
jóvenes no tienen acceso a la salud, educación, vivienda u otros derechos se relaciona con la 
política pública, siendo ello un problema de carácter estructural frente al acceso y garantías para 
los/as jóvenes. 
Dentro de las dificultades que presentarían los/as delegados/as habría que mencionar la alta 
sobrecarga  a la que los somete la institución,  ya que esta les entregará un número elevado de 
casos lo cual dificultaría la atención integral y el tiempo de atención que requiere cada joven, 
dificultando además, actividades de coordinación de acompañamiento a otros centros. La gran 
mayoría sobrepasa los 15 y 18  casos y se suele producir un retraso en el trabajo administrativo. 
Algunos entrevistados explican que no alcanzarían a cubrir los seis contactos directos que 
solicita el servicio por cada joven.  
Como se indicó anteriormente, la sobrecarga de casos por profesional no les permitiría 
desarrollar un trabajo óptimo y personalizado en los tiempos necesarios y, como consecuencia, 
la atención seria desigual  entre los casos más complejos y los de mejor desempeño. “Yo creo 
que son demasiados casos y, a veces, uno termina lamentablemente, con los chiquillos que 
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mejor proceso llevan… son los que te terminas viendo menos, porque tienes que estar enfocado 
en el que está mal”. “Lo ideal para nosotros es poder hacer todo eso tranquila con 15 casos 
por delegados, estaríamos muy bien porque podríamos hacer las coordinaciones el trabajo 
administrativo la atención y todo lo demás sin ninguna dificultad….”. 
De lo anterior, esto se vería reflejado en la salud de los mismos profesionales. La gran mayoría 
refiere que se encuentran con una población altamente compleja, lo que implica una carga 
emocional muy fuerte. En este sentido, el estrés y el cansancio profesional son comunes dentro 
de estos espacios, aunque cada institución y profesional han utilizado estrategias diversas para 
subsanar estos episodios de estrés. Como ya se ha adelantado, para la mayoría de los/as 
entrevistados esta sobrecarga perjudica la dinámica del trabajo administrativo retrasándolo, con 
el consiguiente efecto de no satisfacer los requerimientos de la institución en esta temática y, 
por tanto, en cumplimientos objetivos. “El agotamiento laboral, pucha, a consecuencia de la 
excesiva carga laboral o de las tensiones”. “Yo creo que acá en este tipo de institución, bueno 
no solo esta institución sino que este tipo de trabajo en forma general, compartiendo con otros 
profesionales acá te quemas te aburres, colapsas y emigras”.  
Si bien es importante el cuidado de la salud mental del/la profesional,  la ley no hace mención  
a la importancia de la salud, como además no insta a instancias de autocuidado. Por otro lado,  
dentro las orientaciones técnicas, estarían estipuladas jornadas de autocuidado para los 
profesionales, si bien en la práctica serian deficientes y de mala calidad. Por lo cual, se hace 
necesario crear espacios de conversación y autocuidados  de equipo.  
En su mayoría los/as delegados/as mantienen estrategias de autocuidado, tales como: llevar una 
planificación que ordene su trabajo, utilización de agendas, generar espacios de diálogos dentro 
del equipo, entre otras. También consideran fundamental  la figura del asesor/a técnico/a, ya que 
estos apoyarían y asesorarían en temas administrativos y de revisión de informes. Por otro lado, 
manifiestan la importancia de realizar actividades fuera del espacio laboral, considerando las 
relaciones familiar, el deporte los amigos. 
Los/as entrevistados/as alegan que SENAME estaría exigiendo muchos más papeles, 
verificadores, hojas de registro, hoja de asistencia, la subida a SENAINFO, diagnósticos, 
plan de trabajo, firma de los/as jóvenes. Un delegado señala: “En términos administrativos 
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se te van atrasando los informes, nosotros tenemos que informar cada tres meses a los 
tribunales de garantía para ver cómo están los procesos y se atrasan los informes.” 
De lo anterior, la alta demanda de casos hace que el/la delegado/a tenga que acudir más veces a 
tribunales, en detrimento de las intervenciones con los/as jóvenes y el trabajo administrativo, 
que  se retrasaría aún más. Sin embargo la institución estaría al tanto de la sobrecarga laboral. 
La gran mayoría de los/as entrevistados/as responden que los directores/as y asesores/as 
técnicos/as conocen estas dificultades, a través de los propios profesionales, en instancias de 
reuniones técnica o de manera personal.   
Dos entrevistados de distintas corporación explican que los/as directores/as y asesores/as fueron 
anteriormente delegados/as, por lo cual comprenden claramente la necesidad de reducir los 
casos para una intervención óptima. Un entrevistado que actualmente trabaja con 14 a 15 casos, 
justifica que “Está consciente de eso, acá incluso es una institución que trabaja con menos 
cantidad de casos por delegado, acá tenemos 14 y 15 casos por delegado se está consciente de 
eso”.  
A pesar de lo anterior, las instituciones no son totalmente insensibles a esta carga laboral de 
los/as delegados/as. De hecho, las instituciones están contratando nuevo personal con el fin de 
disminuir la ratio casos por persona: “hay un aumento de profesionales, de delegados, más 
acompañamiento y asesorías para el temas de casos de alta complejidad”. Cada institución 
adopta sus propias estrategias para alivianar la sobrecarga,  como por ejemplo,  la reasignación 
de casos o asignando, la misma cantidad de casos por delegados/as.  
Asimismo, si bien dentro de las orientaciones técnicas el SENAME indica que: “Otro aspecto 
importante para los equipos es la capacitación permanente en temáticas especializadas 
referente a la intervención con adolescentes con conductas infractoras y el trabajo en equipo”. 
Un entrevistado explica que: “Si existen pero yo creo que... se hacen porque se tienen que hacer 
porque algunos programas comprometen capacitaciones por cumplimiento de metas”…. “yo 
creo que habría que ampliar la mirada en este tema de infractores de ley porque yo siento que 
a veces está bien enfocado al tema protección,…… Son cursos de un día dos días... cachai “no 
es algo que permita tener como una acreditación al profesional”. 
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Por último, en cuanto a la experiencia y la formación profesional la gran mayoría de los/as 
entrevistados/as refieren estar de acuerdo con que la experiencia les ayuda a mantener  una 
buena intervención, permitiendo conocer más ampliamente el perfil de cada joven y reconocer 
ciertas actitudes, presentando así una mayor asertividad frente a situaciones de emergencias.  
En este sentido, si bien todos los/as entrevistados/as señalan que cuentan con instancias de 
capacitaciones por parte de la institución, estas son insuficientes  y contarían con pocas horas 
académicas. Asimismo, no cuenta con una mayor profundización y especialización en los temas, 
por lo que no serían atingentes a la realidad y perfil de los/as jóvenes. 
Al respecto, queda en evidencia la necesidad de una mayor preparación técnica por parte de 
los/as profesionales, dado que en la medida que las instituciones colaboradoras asuman un 
mayor compromiso frente a la preparación de sus trabajadores, ello contribuirá a la realización 
de intervenciones con mejor preparación técnica y al mismo tiempo se creará un lenguaje común 
respecto de las metodologías de trabajo. 
Lo cierto es que viene contemplado en las orientaciones técnicas el SENAME: “Otro aspecto 
importante para los equipos es la capacitación permanente en temáticas especializadas 
referente a la intervención con adolescentes con conductas infractoras y el trabajo en equipo”. 
En lo que respecta a la institución en donde desarrollan su trabajo, la mayoría de los/as 
delegados/as afirman que ésta les brinda las condiciones necesarias para realizar su trabajo. Ello 
se basa, en gran parte, las respuestas sobre el estado de las infraestructuras, pues cuentan con: 
vehículo institucional, computadores y escritorios adecuados para desarrollar su actividad 
diaria. Sin embargo, también observan carencias desde el ámbito de la inducción hacia el trabajo 
y respecto de las capacitaciones y especialización que le brindan las instituciones, como se acaba 
de explicar, pues consideran que deberían proporcionarle mejores alternativas de 
perfeccionamiento, hacer parte al profesional de las temáticas que se requieren abordar de 
acuerdo a las necesidades que presenten frente a los cambios individuales y sociales del/la joven 
infractor/a. Asimismo, manifiestan que se debería contar con mejores salas de atención y 
contención para los/as jóvenes. 
Por último, en cuanto a la experiencia y la formación profesional la gran mayoría de los/as 
entrevistados/as están de acuerdo en que la experiencia les ayuda a mantener una buena 
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intervención, permitiendo conocer más ampliamente el perfil de cada joven y reconocer ciertas 
actitudes, presentando así una mayor asertividad frente a situaciones de emergencias.  
En páginas anteriores se ha explicado la importancia del vínculo para desarrollar la intervención. 
Todos los/as delegados/as coinciden en la necesidad de mantener un buen vínculo con los/as 
jóvenes, destacando su importancia para cumplir con los objetivos del plan de intervención y 
reinserción social. Así el acompañamiento y la confianza son claves para el éxito y de esta 
manera, el/la delegado/a pasaría a ser una figura significativa para el/la joven. “Sí… 
absolutamente creo que cuando existe, uno se logra vincular con los chiquillos, es mucho más 
fácil llevar la intervención, yo creo  que es mucho más fácil con el problematizar ciertas cosas 
y llegar en definitiva donde uno quiere llegar, establecer una relación con el chiquillo, cuando 
no se da esto, se han visualizado acá en programa que los chiquillos piden cambio de delegado, 
y eso… es que no existe la empatía, yo creo que para ellos también es importante. 
Los/as delegados/as definen, en consecuencia, como una fortaleza, mantener un buen vínculo 
basados en la empatía, en un espacio acogedor para los/as jóvenes con el fin de generar una 
intervención más efectiva y motivante para cumplir los objetivos propuestos, en pos de la 
reinserción social. Sin embargo, sería una debilidad del proceso de intervención la forma en la 
que el vínculo se genera, a veces: de manera paternalista, y de dependencia, pues algunos 
jóvenes y sus familias se confunden. “El chiquillo piensa que tú eres casi su figura de madre o 
padre, como que confunde el lazo. Eso creo que puede ser una debilidad, el tema familiar. Creo 
que el vínculo puede generar la misma dificultad que la mamá, el papá o la figura te entregue 
su rol y piense que el que tiene que hacer eso eres tú, cuando tú estás trabajando en otra cosa; 
que él vuelva que la persona retomé su rol piensa que tú tienes que hacer todo por él”. 
Otros aspectos que influyen en los proceso de intervención son los tiempos de condenas. Al 
respecto, es importante indicar que muchas veces existen dificultades, dado que le otorga una 
condena de corta duración (541 días) a un/a joven que presenta múltiples necesidades. En 
contraposición, le dan una condena larga (3 años) a un/a joven que es primerizo/a frente a la 
comisión del delito y sin tantas necesidades de intervención. Ello principalmente porque el 
sistema penal solo considera el tipo de delito para condenar, sin considerar otros factores 
psicosociales que podrían influir en la decisión de un tribunal en otorgar una determinada pena. 
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La gran mayoría de los/as entrevistados/as se quejan de que los/as jóvenes viven lejos de sus 
centros de la institución. En ocasiones deben tomar dos locomociones para trasladarse al centro 
de cumplimiento, lo cual afecta en muchos casos el cumplimiento, traduciéndose en bajos 
contactos directos. “hay jóvenes que viven en zonas rurales, los cuales se demoran dos horas 
aproximadamente en llegar al programa. Acá se le entrega dinero de locomoción pero, sin 
embargo, son dos horas en donde ellos se tienen que trasladar y es mucho.” Se evidencia que 
existe un solo centro de cumplimiento para seis comunas. Un entrevistado explica que la 
institución se encontraría en un proyecto para distribuir nuevos centros en otras comunas, con 
el fin de  reducir la brecha de distancia tanto para los/as jóvenes como para los mismos 
delegados/as. 
Acerca de las características geográficas y de si éstas influyen en el acceso a la red local y 
gubernamental para el/la joven,  la mayoría de los/as entrevistados/as piensan que sí, que influye 
sobre todo en el acceso a las capacitaciones, las cuales se realizarían todas en el centro de 
Santiago. Del mismo modo, existen comunas de bajos ingresos las cuales estarían saturadas en 
plano laboral y salud, no pudiendo cubrir estas áreas, lo que sería un obstáculo a la tarea del 
delegado/a frente a las conexiones con las redes. 
2.4 Buenas prácticas de intervención de los/as profesionales que ejecutan la sanción de 
LAE 
Los/as entrevistados/as, de manera general y unánime, afirman la existencia de buenas prácticas 
dentro de la institución. Algunos explican que estas prácticas no se verían reflejadas en las 
evaluaciones del propio servicio, al prevalecer metas basadas en el procedimiento más que en 
el mismo proceso. Sin embargo, los/as delegados/as asumen que existe un compromiso, más 
allá de los números y metas; éste sería el compromiso que tiene cada profesional respecto al 
cumplimiento de los objetivos del plan de intervención, en pos de la reinserción social de los/as 
jóvenes. Por consiguiente el vínculo y la confianza que el/la profesional debe proyectar frente 
al/la joven sería una práctica fundamental para dar cumplimiento a lo requerido, y ésta iría más 
allá de una simple atención o gestión para solucionar un problema específico. La importancia 
tiene que ver con el/la propio joven como un/a sujeto de derecho y no como un objeto o un 
simple número para hacer frente al cumplimento de las metas. 
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Las buenas prácticas se verían reflejadas en el compromiso que asume el/la delegado/a para 
captar las necesidades de estos y trabajar en ellas, siendo flexible en cada caso, pues todos 
presentan problemáticas similares pero diferentes. Un delegado confirma que el compromiso se 
reflejaría, en muchas ocasiones, en trabajar fuera de su horario laboral con el fin de resolver y 
dar respuestas ante las distintas problemáticas que presentaría esta población, un entrevistado 
refiere: “tiene que ver con la confianza que nosotros tenemos en ellos y que ellos tiene en 
nosotras , porque nosotras pasamos a ser personas que los escucha más que sus familias más 
que sus amigos y sabemos instancias de sus vidas que quizás otras personas no lo saben”. 
También se señala la importancia de los propios equipos, que dan apoyo y contención al 
delegado/a, cuando lo requiere. “tener también autocuidado al interior del equipo eh… si los 
chiquillos están más agresivos hay que estar más pendiente pasar varias veces por la oficina 
haciéndose el loco cachai, es como que  qué clase de compañero quieres ser tú y cómo 
contenerlos en situaciones más complejas…. Y controlar la ansiedad como profesional. A uno 
le gustaría que todos los chiquillos estuvieran bien, entonces muchas veces esa ansiedad te 
juega en contra”. 
También existe apoyo institucional, traducido en espacios de innovación o talleres recreativos, 
entre otros. La mayoría de los/as delegados/as está de acuerdo en que dicho apoyo existe y 
genera instancias anexas de participación, que complementan las intervenciones con los/as 
jóvenes. Concretamente, un delegado opina que: “no se… ocupar un poco de la jornada en este 
otro espacio, se permite… pero siempre va un poco con este problema del tiempo y con la carga 
laboral “, lo que significaría que la falta de tiempo y la sobrecarga laboral no les permite generar 
estas instancias innovadoras, pese a su existencia. 
Así, “Cada delegado elige un área en la cual pueda participar y hacer cosas globales no sólo 
en el proceso de intervención con el joven, eh…yo soy adicta a las adicciones por lo tanto mi 
especialización va en esa área…también nos da la posibilidad de hacer talleres con la familia; 
tenemos talleres preventivos y con las madres  o  adultos responsables, con jóvenes que están 
en programas de tratamiento y generamos también las redes con los programas que nosotros 
contamos participen en eso talleres también.”  
En consecuencia, no hay duda de que los/as profesionales se sienten comprometidos con su 
labor, y que la institución sería una red de apoyo para poder ejecutar actividades encaminadas a 
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la reinserción social. Dichas actividades se realizarían tanto dentro del espacio familiar como 
fuera, con la coordinación de las redes existentes. Por ello, conocer el entorno donde vive el/la 
joven es fundamental, como una manera de interiorizase en la vida de los sujetos los cuales  
destacarían el trabajo comunitario. 
Por último, los/as delegados/as identifican también como buenas prácticas el desarrollo de 
algunas actividades de carácter socio-comunitario que complementa la intervención individual. 
Ello se origina a través de la participación de los/as jóvenes en actividades socio-recreativas, la 
realización de talleres y la gestión para el acceso a la red local. En general, señalan que en la 
medida que los/as profesionales participan y se adhieren a estas actividades, tienen la posibilidad 
de desarrollar otras habilidades sociales que sirven de modelamiento de índole pro social, 
favoreciendo los procesos de reinserción. 
 
3 CONCLUSIONES  
 
Para finalizar, a la vista del análisis de los discursos de los/las delegados/as, una vez leída la 
literatura especializada y a la luz de nuestra propia experiencia como profesionales, 
enumeramos, a continuación, las siguientes conclusiones y propuestas de mejora considerando 
los factores externos e internos para el desarrollo de la intervención: 
En relación a la red: 
El ámbito comunitario constituye un aspecto relevante en el plan de intervención individual, 
desarrollado por el/la profesional para dar paso al trabajo de reinserción social. Éste sería poco 
efectivo debido a la sobredemanda de atención que presentan las instituciones con las que cuenta 
la red,  pues no lograría brindar atención oportuna y de calidad, y se convertiría en un bajo apoyo 
comunitario y de carácter estigmatizado. Por otra parte, presentaría deficiencias de recursos en 
las áreas de educación, capacitación, salud mental y drogas lo que dificultaría, aún más, una 
intervención más efectiva.  
Por otra parte, se puede concluir que se revela la necesidad de desarrollar y consolidar una 
coordinación permanente con los distintos organismos de la red local para que apoyen y/o 
favorezcan el proceso de intervención, con el objeto que la gestión del caso sea más efectiva.  
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Salud mental: 
En salud mental, el procedimiento establecido perjudica claramente la finalidad para la que 
estaba prevista. Los/as jóvenes tienen que ingresar como el resto de la población general a los 
COSAM y/o consultorios de sus respectivas comunas. La alta demanda y la falta de prioridad 
en el ingreso generan una larga lista de espera para acceder a la atención. Se trata como 
población general a quienes presentan una alta problemática y mayores necesidades de trato 
preferente en los cupos. Es un obstáculo claro al proceso de inserción social. 
Esta área es la más nombrada y con mayores dificultades al momento de gestionar y solicitar 
ayuda por parte del/la delegado/a, es necesario mantener una coordinación eficaz por parte de 
la institución y el servicio de salud que ejecutan estos programas, a la vez se debe aumentar la 
capacidad de atención para una oportuna atención que no exista listas de espera para esta 
población, sobre todo en los casos de consumo problemático de drogas,  garantizando de manera 
real los derechos consagrados en las orientaciones técnicas como expuestas en la ley.    
Por otra parte, se sugiere la realización de protocolos de trabajo con SENDA con el objeto que 
a través de la atención primaria en Salud ya sea en consultorios y/o COSAM de la comuna 
puedan tener acceso a cupos de atención asignados para la población juvenil infractora, 
considerando que para intervenir de manera especializada en violencia y/o áreas individuales 
que el/la joven requiere abordar para el desistimiento delictual, muchas veces es necesario 
confirmar y/o descartar alguna necesidad de tratamiento en salud mental, requiriéndose un 
mayor acceso a evaluaciones psiquiátricas. Asimismo, permitiría obtener un acceso más directo 
y rápido a centros de desintoxicación y/o derivación a centros residenciales. 
Tratamiento en consumo de alcohol y drogas (ambulatorio y residencial): 
En lo que respecta a los tratamientos de drogas ambulatorios, cabe mencionar que los/as 
delegados/as presentan una mejor recepción (considerando que trabajan con los centros 
instalados para jóvenes infractores/as de ley) existiendo un mayor acceso y procesos más 
favorables.  
Asimismo, se sugiere el aumento de plazas de atención y una mayor coordinación entre 
instituciones a través de la gestión entre directores/as de centros y/o jefes/as técnicos/as para 
93 
 
agilizar el proceso de envío de informes de proceso, establecimiento de responsabilidades y 
campos de acción de cada profesional de acuerdo a su rol y quehacer. 
En el ámbito de tratamiento por consumo de alcohol y drogas de corta estadía y residencial, se 
hace imprescindible establecer protocolos y/o acuerdos desde el Servicio junto con el área de 
salud para que así los/as jóvenes puedan acceder a una corta estadía para desintoxicación y/o 
tratamiento residencial, ya que de caso contrario se estarían viendo mermados los procesos de 
intervención, dado que no es suficiente con motivar y derivar al/la adolescente a la red de salud, 
sino que también que existan ciertas garantías de acceso y calidad en los procesos de tratamiento 
por consumo de drogas, en todas sus modalidades. 
Junto con lo anterior, se observan deficiencias en la preparación técnica de los/as profesionales 
de SENDA respecto del seguimiento de los procesos de intervención de los/as jóvenes, ya que 
la complejidad de los mismos requiere de mucho despliegue de habilidades blandas y de 
contención para que culminen los tratamientos y, en muchos casos, son los/as delegados/as los 
que terminan asumiendo ese rol de generar estrategias de rescate para la mantención en dicho 
proceso, además de tener una mirada distinta dado que trabajan desde el modelo médico según 
los lineamientos establecidos por SENDA. 
Educación, capacitación y empleo: 
En lo que respecta a los procesos de inserción y/o reinserción educacional, se observa una actitud 
discriminatoria  y/o de exclusión hacia los/as jóvenes, por lo cual la mantención en el sistema 
escolar formal tiene más dificultad, existiendo una falta de sensibilización por parte de la red 
con esta población. Ante ello, los/as delegados/as obtienen mejores procesos de intervención 
cuando logran generar una alianza con los directivos y/o profesores/as de los dichos 
establecimientos.  
En síntesis, el sistema educativo está pensado para población normalizada, de hecho no se 
contempla la posibilidad de que estos/as jóvenes accedan a la educación superior o universitaria. 
Aunque existen medidas compensatorias son las menos, y el propio sistema acaba expulsando 
al/la joven que no se adapta pues se les trata con la misma disciplina que a la población 
normalizada. Junto con lo anterior, ello genera que no exista movilidad social, lo que trae como 
consecuencia la perpetuidad de la pobreza. Es así, como se hace necesario que exista una 
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alternativa educativa específica para los/las jóvenes infractores/as a través de coordinaciones 
entre el SENAME y el Ministerio de Educación; como también capacitación hacia la comunidad 
educativa respecto de la ley 20.084 para fortalecer y generar un mayor compromiso en el red 
educacional. 
En el área de capacitación y/o inserción laboral en general la oferta programática tanto de 
SENAME como la de la red es insuficiente. Sin embargo, se observa en general que con la 
institución Proyecto B funcionan de manera efectiva, dado que los/as delegados/as presentan 
experiencias positivas de capacitación e inserción laboral, teniendo con la institución una 
coordinación permanente. Asimismo, se concluye que las instancias de capacitación e inserción 
laboral tienen un mayor éxito con jóvenes con bajo compromiso delictual o que ya han pasado 
por un proceso de responsabilización y actitud de cambio, frente a la conducta infractora. 
En esta área es necesario aumentar los recursos y calidad de las capacitaciones mediante becas 
y asesorías permanentes para una incorporación eficaz a la sociedad, abrir cupos en áreas de 
enseñanza superior garantizando estos derechos. 
Asimismo, en lo que respecta al ámbito de educación y/o capacitación se sugiere generar cupos 
y/o convenios con los centros educacionales de formación para brindar un mayor acceso y 
mantención en dichos procesos. Asimismo, se sugiere que se considere a un/a profesional del 
área social para que realice de manera exclusiva el rol de gestión de redes, con el objeto de 
generar una mayor sensibilización con la red y alianzas de trabajo que favorezcan la inserción 
social de los/as jóvenes y quehacer del delegado/a. 
Finalmente, surge la necesidad de generar un tejido colectivo es fundamental para el avance de 
los/as jóvenes (la importancia de la red local, durante el programa LAE, pero también 
DESPUÉS,  cuando el/la joven ya no tenga a nadie protegiéndolo y acompañándolo y tenga que 
valerse por sí mismo). Son excepcionales los ejemplos, tales como SENDA, que sí ha generado 
una plataforma de atención en drogas. También, algunas ONG especializadas en justicia juvenil. 
Debe seguirse en esta línea, generando redes y tejido que “atrapen” al/la joven después de 
terminar el programa LAE ya que no existe seguimiento por parte de las organizaciones 
colaboradoras ni del mismo SENAME. 
 
Familia y/o adulto significativo: 
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También, se observa una escasa participación de las familias y/o adulto significativo en los 
procesos de intervención, en donde cada vez se ha ido mermando la relevancia de que se incluya 
como un actor en dicho proceso (de acuerdo a lo indicado en normas técnicas del SENAME). 
Ello trae como consecuencia, que las familias queden desamparadas y sin herramientas para 
abordar las complejidades de sus hijos/as infractores/as, dado que finalmente nadie se “hace 
cargo” de intervenir con ellas respecto del control normativo, los límites, los afectos y patrones 
comportamentales a modificar en pos de la reinserción social del o la joven, quedando a la 
disposición y/o voluntad del delegado/a en querer intervenir el ámbito familiar. Asimismo, cabe 
indicar, que el tipo de profesión y/o formación académica en los delegados/as también puede 
ser un factor que genere influencia respecto de la relevancia que le brinde o no a la intervención 
familiar. 
En virtud de lo antes descrito, se sugiere que el Servicio brinde un mayor protagonismo y 
asignación de recursos al ámbito familiar, considerando que es relevante que el/la joven cuente 
con un sostén durante el proceso de intervención y así pueda sostener los cambios efectuados 
de manera sostenida en el tiempo. Ello implicaría que habría que desarrollar estrategias de 
intervención concretas con las familias para realizar y hacer efectivo su papel relevante en la 
inserción social del/la joven. Al mismo tiempo que se trabaja con el/la joven infractor/a hay que 
trabajar con sus familias, desde el punto de vista de la capacitación y también apoyo económico 
y/o terapéutico.  
En relación a SENAME y sus orientaciones técnicas: 
Las orientaciones técnicas de SENAME, dentro de la gestión técnica,  han  dado poco relieve a 
la importancia de la gestión en red, no han demostrado una actitud crítica de lo que ocurre en la 
práctica comunitaria pues presentan una importante cantidad de dificultades para la ejecución 
eficaz del programa. De lo anterior, se deduce que los mismos/as entrevistados/as formulan una 
serie de críticas centradas en la capacidad de ejecutar las propias demandas que las orientaciones 
y la propia ley consideran como prioritarias para reinserción social del/la joven. En este aspecto 
se produciría la vulneración de derechos desde el propio Estado, al obstaculizar el acceso de 
los/as jóvenes a su derecho a la salud y a la educación, al no garantizar los requerimientos 
necesarios y no aumentar los recursos financieros para mejorar tales intervenciones. 
Por lo cual, se sugiere fortalecer e incorporar mayores atribuciones para poder aumentar las 
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obligaciones de las instituciones de la red con el fin de resolver problemas en los tiempos 
requeridos. Para esto el servicio debe realizar un doble esfuerzo que permita asegurar y 
garantizar las ofertas requeridas.  
Cabe señalar, que existe una escasa claridad del Servicio respecto del enfoque o paradigma que 
quiere instalar a los programas, en donde cada institución le brinda el énfasis que estima 
necesario y conveniente desde lo que ya les ha resultado, pero carecen de una visión común de 
cómo se debe orientar la intervención con jóvenes infractores/as de ley, ya sea desde una 
perspectiva individual, la cual se centra en el modelo cognitivo conductual o a través de 
paradigmas de intervención más sistémicos o ecológicos. De acuerdo a los discursos y críticas 
de los delegados/as ello apuntaría más hacia lo primero. Sin embargo, el Servicio no deja claro 
desde donde se quiere generar dicho proceso de intervención ni tampoco se observa preparación 
técnica a los/as profesionales al respecto.  
Otro elemento observado es el rechazo a la innovación (porque no se contempla como necesaria 
por parte de la institución) y por parte de los/as profesionales: no quieren empezar prácticas 
innovadoras ni arriesgarse quienes no tienen estabilidad laboral y no saben si continuarán. La 
provisionalidad quita una visión de futuro al trabajo. Los/as delegados/as en medio libre tienen 
menor estabilidad laboral y menor sueldo, y tampoco hay una política institucional que 
implemente estas necesidades de innovación, de tal forma que se trabaja con modelos demodé 
o que ya están abandonados en otros países porque se probó que eran dañinos para los/as jóvenes 
y propios profesionales. 
 
Lo anterior, se complementa con que existen carencias de RRHH, materiales y técnicas. En 
donde se observa descoordinación de los procesos y fragmentación de los mismos. El sistema 
está pensado para que sea imposible trabajar bien, lo que genera mucho rechazo hacia la 
organización.  
 
Por otra parte, se sugiere el rediseño de las normas técnicas de SENAME, en relación a que se 
genere una visión común respecto de los paradigmas que inspiran a los programas. Asimismo, 
SENAME debe generar apertura hacia su reestructuración e innovar respecto de las propias 
sistematizaciones que realizan los programas en sus licitaciones, generando un modelo de 
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intervención unificado para todos los organismos colaboradores desde el ingreso, evaluación 
diagnóstica, desarrollo de la intervención y coordinación en red hasta el egreso del/la joven. 
 
En relación a la institución ejecutora de la sanción  
 
Cabe indicar que no existen diferencias entre hombres y mujeres a la hora de enfrentar este 
trabajo, luego no hay una perspectiva de género que condujera a diferencias notables en cómo 
los/as delegados/as, hombres o mujeres, afrontan su quehacer profesional. 
Asimismo, en relación a los modelos de intervención utilizados por los/as profesionales para la 
intervención,  no se evidencia la utilización de estrategias de intervención acordes con un 
enfoque teórico específico. Más bien se utilizan conceptos y/o constructos teóricos difusos 
frente a la elaboración de diagnósticos y planes de intervención, en donde el sentido común y la 
experiencia profesional son más preponderantes. Sin embargo, ello es altamente riesgoso, 
producto que no evidencia una evaluación diferenciada que permita el desarrollo de una 
intervención específica de acuerdo a las características del/la joven y su nivel criminógeno.   
Ello se condice con la escasa preparación y/o ausencia de procesos de inducción y 
especialización permanente por parte de los/as delegados/as, evidenciándose un exiguo apoyo 
institucional para ello. Dejar a la libre elección de las instituciones “evaluar” y/o “intervenir” 
al/la adolescente infractor/a, puede generar errores en la evaluación y tratamiento para el control 
de la criminalidad juvenil. Asimismo, se observa una actitud pasiva por parte del Servicio en 
relación a instalar modelos evaluativos y/o de tratamientos de mayor efectividad frente a la 
población juvenil. 
Es importante indicar que existe una barrera formativa, dado que no hay especialización en 
función del tipo de complejidad que tiene que enfrentar profesionalmente. Quienes llegan al 
SENAME se forman haciendo. Las intervenciones no se fundamentan en los programas basados 
en evidencias, con cierto impacto internacional o de fuera del SENAME. Además de no 
requerirse especialización profesional previa, tampoco existe una clara política de formación 
continua de los/as profesionales del SENAME. Menos en el caso de quienes trabajan en las 
organizaciones colaboradoras, al delegar totalmente en ellas cualquier responsabilidad sobre la 
formación de los recursos humanos. 
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Con respecto a la preparación profesional, queda en evidencia la necesidad de una mayor 
preparación técnica por parte de los/as profesionales, dado que en la medida que las instituciones 
colaboradoras asuman un mayor compromiso frente a la preparación de sus trabajadores/as, ello 
contribuirá a la realización de intervenciones con mejor preparación técnica y al mismo tiempo 
se creará un lenguaje común respecto de las metodologías de trabajo.  
Por otra parte, instar a que los organismos colaboradores generen un plan de trabajo respecto al 
área del autocuidado y capacitación laboral permanente hacia el equipo de trabajo, no solamente 
a través de auto capacitaciones sino también en instancias formales y/o certificados por 
Instituciones que aseguren la calidad de entrega de la prestación como también que sean 
temáticas atingentes a las necesidades de los equipos de trabajo de acuerdo a las necesidades 
que presente la población atendida. 
Junto con lo anterior, sería quizás necesario que el Servicio no solo fiscalizara si efectivamente 
la capacitación se imparte o no, sino que también exija a las instituciones  colaboradoras ciertas 
garantías mínimas de calidad en la entrega del servicio que están recibiendo los/as profesionales, 
con el objeto que se aborden con ellos temáticas atingentes a su necesidad y rol y también que 
le permita adscribir nuevos conocimientos teóricos y/o prácticos para la intervención. 
Por otro lado, quienes se han visto sobrepasados son los/as propios/as profesionales que se 
desempeñan como delegados/as, pues han tenido que lidiar con una sobrecarga laboral muy 
elevada, generando una nueva contradicción. A pesar de ello, los/as delegados/as se manifiestan 
críticos en lo que respecta a la calidad de la atención esperada, tanto por la ley 20.084 como las 
propias orientaciones técnicas y lo que se logra desarrollar o gestionar en la práctica con otras 
entidades, evidenciando y aportando un cambio, si bien estas demandas no serían visualizadas 
por parte del servicio. 
Se observa un desgaste profesional por parte de los/as delegados/as, lo cual responde a la 
sobrecarga laboral frente a la cantidad de casos atendidos (20 usuarios en promedio) sumado a 
la ausencia de actividades de autocuidado y formación permanente, observándose de acuerdo a 
sus discursos acciones tendientes a ello solo para dar cumplimiento a los requerimientos técnicos 
del SENAME, pero invisibilizando las necesidades de los/as operadores/as y los equipos de 
trabajo. Es por ello, que se sugiere como atención máxima 15 usuarios/as a cargo de un/a 
profesional, que permita el desarrollo de una intervención especializada y de calidad para los/as 
99 
 
adolescentes. Asimismo, generaría una disminución de la sobrecarga laboral y desgaste 
profesional.  
¿Qué causa desgaste (burn out) a los/as delegados/as? Como en otros tantos profesionales del 
SENAME, en primer lugar, ellos/as no son conscientes de esta situación y, especialmente, de 
que en ese estado no está capacitado/a para seguir trabajando. Tal como señala Venegas (2017) 
en exposición sobre la crisis del SENAME en Chile, existen factores institucionales, es decir, la 
propia cultura organizacional genera estrés al profesional, dado que los/as profesionales generan 
un vínculo pero el sistema responde con violencia, no cuidando al/la profesional de manera 
íntegra. Por otra parte, el ámbito de intervención de los centros del SENAME genera la idea 
(cultura) de que los/as delegados pueden “salvar” a los/as jóvenes. Misión imposible auto 
asignada (Roberts, 1994): ¿egocentrismo de los/as profesionales del SENAME? ¡Sentimiento 
de grandiosidad por el propio rol! 
Respecto del BURN OUT, la institución no arropa a los/as profesionales, por eso hablan de 
“autocuidado” (cuando debiera ser la propia institución la que cuida a sus profesionales). ¿Es el 
sistema el que provoca el burn out? No hay un trabajo sistemático respecto de los dilemas que 
provoca el trabajo, que enfrentan conflictos institucionales y sociales muy complejos. No existe 
este derecho instalado y el/la profesional no sabe muchas veces que tiene el síndrome y q 
necesita respiro. 
 
Se sugiere dar prioridad a las instancias de autocuidado para los/as delegados/as y equipos de 
trabajo. Ello a través de la solicitud por parte del Servicio a las instituciones colaboradoras de 
un plan de trabajo anual respecto de las actividades que se pueden desarrollar con el equipo, 
aumentando también los recursos destinados a ello.  
 
De igual manera, la presencia y acompañamiento de los apoyos técnicos sería fundamental para 
el análisis de casos de alta complejidad. (Arón & Llanos, 2004) Señalan que el cuidado de los 
equipos de trabajo es de responsabilidad de los directivos y de las instituciones, considerando 
que se deben entregar condiciones mínimas de trabajo… es importante tener presente que el 
trabajo en contextos de violencia presentan mayores riesgos de sufrir desgaste profesional. Es 
por ello, que las autoras de este trabajo realizan una serie de sugerencias: se debería de asegurar 
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las condiciones mínimas de integridad personal en el lugar de trabajo, facilitar espacios de 
vaciamiento y descompresión cotidianos en relación a los casos y también estructurar espacios 
de vaciamiento. Del mismo modo, compartir las responsabilidades de las decisiones riesgosas 
que debe asumir cada miembro del equipo.  
Finalmente, se observan escasos espacios de reflexión y sistematización de la práctica 
profesional. Poner por escrito las evidencias, no hay reflexiones por escrito. Sólo existen los 
lineamientos del SENAME y las concreciones de la organización colaboradora. Es decir, 
protocolos de actuación. ¿Dónde está la práctica sistematizada de los/as delegados/as del 
programa LAE? Tampoco se aprecian evaluaciones de la práctica profesional, que evidencien 
las buenas prácticas, con rigor metodológico y que identifiquen, al mismo tiempo, las carencias 
y necesidades de los/as delegados/as. Ante ello, como propuesta de mejora se sugiere la 
realización de una sistematización y evaluación permanente de los procesos de intervención 
dentro de los equipos de trabajo, instando así hacia la reflexión y acciones de mejora hacia el 
ejercicio profesional, en donde participe todo el equipo técnico con el objeto que se visualicen 
las dificultades y fortalezas en la intervención tanto a nivel administrativo, técnico como 
relacional, fortaleciendo de esta manera el crecimiento, compromiso y salud mental de sus 
integrantes. 
 
En relación al delegado/a: 
La relación de ayuda a través del vínculo que se establece entre el/la joven y el delegado/a es un 
elemento central para el desarrollo de la intervención, dado que favorece la responsabilidad 
del/la adolescente y su capacidad de respuesta frente a las intervenciones y/o acciones que 
encausa el/la profesional en el desarrollo de la intervención. No obstante lo anterior, al no existir 
criterios unificados respecto de los límites establecidos en el vínculo con el/la joven, puede traer 
como consecuencia, que muchas veces, los/as delegados/as incurran en un actuar paternalista, 
en donde la autonomía en los procesos de intervención del/la joven se vean alterados y/o 
tensionados, ya que puede existir una tendencia a querer resolver “todo por el/la joven”, 
invisibilizando y/o subestimando sus capacidades, lo que trae como consecuencia que 
finalmente la autonomía progresiva del/la adolescente se vea afectada; considerando además 
que muchas veces lo tiempos exigidos para la intervención son disímiles (por las exigencias del 
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sistema penal, lineamientos del SENAME, cumplimiento de metas, entre otros) a los procesos 
de cambio del/la joven.  
Finalmente, es así como los/as profesionales se mueven en la ambivalencia de poder reconocer 
que les falta, en ocasiones, formación especializada y, en consecuencia, carecen de herramientas 
conceptuales y metodológicas para desarrollar su programa LAE y, al mismo tiempo, estar muy 
satisfechos con su propia intervención, basada principalmente en el vínculo que han logrado 
generar y en el funcionamiento de algunos de los programas de la red local. Sin embargo, en 
esta falta de consciencia y reflexión a su quehacer profesional, piensan que la experiencia, el 
sentido común, la intuición y la empatía, entre otras, son habilidades suficientes para (si 
acompaña la red local y el/la joven pone de su parte) desarrollar exitosamente el programa LAE. 
Existe, en consecuencia una prevalencia del peso que otorgan a la gestión de recursos sobre la 
labor de terapia que deben ejercer, además de coordinar la red. A lo anterior, se suma esta 
ausencia de políticas de formación continua, inexistente en el Servicio Nacional de Menores.  
Para ello, se sugiere que los delegados/as compartan y se retroalimenten sobre sus 
conocimientos y especializaciones en reuniones técnicas, en donde se puedan ir acompañando, 
debatiendo y llegando a acuerdos sobre los modelos de intervención más efectivos con los/as 
adolescentes. 
 
Finalmente, en relación a las propuestas para hacer a tesis en el mismo tema, cabe indicar que 
sería recomendable realizar una investigación cuantitativa con el objeto de poder representar de 
manera más masiva la situación de los/as profesionales, considerando que apenas hay unos 
pocos trabajos publicados en Chile. Tal como señala el Centro de Estudios de Conflicto y 
Cohesión Social (COES) que publica un estudio denominado: Crisis del SENAME: una mirada 
desde adentro donde analiza la experiencia de un grupo de profesionales realizado por 
Sanfuentes y Espinoza (2017), no existen estudios específicos que consideren la visión del/la 
delegado/a como principal foco de atención, pero sí estudios relacionados con esta temática, lo 
que da cuenta de la necesidad de continuar profundizando respecto de la labor del/la 
profesional. De ahí radica la relevancia y novedad de este estudio, ya que puede aportar nuevos 
insumos a este grupo de profesionales los que, día a día, observan los cambios y/o 
transformaciones de estos/as jóvenes a través del proceso de cumplimiento de condena, 
ocupando un rol clave en las intervenciones y/o cambios sociales.  
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ANEXOS 
 
 
 
 
ANEXO 1: CONSENTIMIENTO INFORMADO: 
Consentimiento Adicional al Proyecto:  
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“Programa de Libertad Asistida Especial: desafíos y aportes para la intervención, desde la 
perspectiva de los y las profesionales” 
 
Las estudiantes del Magister Intervención socio jurídica en Familias, María Graciela Leal 
Salvo y Paula Paz Bobadilla Osorio bajo la dirección académica de la Dra. M. Belén Morata 
García de la Puerta, de la Facultad de Humanidades y Ciencias Sociales de la Universidad 
Andrés Bello, le solicitan su colaboración para participar en este proyecto que servirá para 
obtener el grado de magister a las estudiantes. 
 
Su colaboración consiste en poder ser entrevistado/a, en calidad de informante clave. 
 
El trabajo tiene por objetivo estudiar el programa de libertad asistida especial a través de las 
percepciones de los profesionales que, como Delegados/as, que intervienen en los procesos de 
reinserción social de jóvenes infractores/as de ley. El estudio tendrá un enfoque metodológico 
cualitativo, de carácter exploratorio-descriptivo, basado en la teoría fundamentada, con el fin de 
conocer la visión que tienen ustedes, desde sus propias experiencias. Se persigue  levantar 
información, mediante entrevistas en profundidad y grupos focales, sobre factores que influyen 
en la intervención social y por ende en el proceso de reinserción social. 
  
Los resultados del trabajo deben resaltar las buenas prácticas de los/as profesionales y generar 
nuevos insumos para quienes intervienen con este grupo social en el medio libre. Asimismo, se 
busca conocer los facilitadores y obstaculizadores de los procesos de intervención para 
identificar cómo ello interfiere en la reinserción social de los/as adolescentes, considerando 
todos los actores institucionales involucrados en dicho proceso. Finalmente, el objetivo general 
será “contribuir a la responsabilización y reinserción social de los/as adolescentes infractores/as 
de ley, a través de programas ejecutados directamente o por organismos colaboradores del 
servicio”. 
  
La información obtenida tiene fines exclusivamente académicos y sólo podrá ser utilizada para 
el trabajo de Magister. Observando la ética profesional, no se podrán identificar a las personas 
que participen en el trabajo, codificándose las respuestas, y respetando escrupulosamente el 
anonimato de quienes intervengan, en calidad de informante clave.  
 
He leído la información, o me la han leído. He tenido la oportunidad de hacer preguntas 
acerca de ello y mis preguntas han sido respondidas satisfactoriamente. 
 
Consiento voluntariamente y entiendo que tengo el derecho a solicitar la destrucción de 
los archivos de audio una vez concluido el trabajo. 
 
Nombre del Participante (con letra de imprenta): _________________________ 
 
Firma del Participante: ___________________________ 
Fecha ___________________________ 
(Día/mes/año) 
ANEXO 2: Resumen de codificación axial para el análisis de los resultados, de acuerdo a 
teoría fundamenta: 
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Tema Codificación abierta por párrafos 
 
Categoría Subcategorías 
Primer objetivo específico: 
 
Caracterizar los ámbitos 
de intervención 
educacional, laboral, 
familiar, salud mental y de 
tratamiento de drogas que 
realizan los/as delegados/as 
de Libertad Asistida 
Especial a cargo del/la 
joven infractor/a de Ley. 
“La red es muy importante, porque permite 
generar oportunidades a los jóvenes de todo 
tipo…” 
 
“Es la única manera de darle sustento a la 
intervención…”. 
Red social. Intervención. 
 
Gestión con la 
red. 
 
Sustento. 
 “abrir las puertas al ingreso de los ámbitos” y es 
también “entregarle esa información al joven, 
para que después ellos tengan acceso 
espontáneo, para poder acudir a esta”. 
Ámbitos de 
intervención. 
Gestión 
 
 “es la única forma de tener éxito con las 
intervenciones, si nosotros nos apoyamos y 
estamos en armonía con los otros profesionales 
o definimos áreas de intervención especificas 
tenemos muchos mejores resultados”. 
Intervención. 
 
Coordinación 
intersectorial. 
 “los sacan sin contemplaciones a la primera de 
cambio”.  
Formación 
educacional. 
Vulneración de 
derechos. 
 
Estigmatización. 
 “atendemos a 180 más o menos, adolescentes, 
jóvenes y a veces se abre cupo para 5. A veces en 
un solo oficio (por ejemplo, electricidad). Pero 
hay muchos otros muchos oficios que les 
gustaría aprender y solamente se abre cupo para 
una sola cosa, cada cierto tiempo”. 
Capacitación 
laboral. 
 
Oferta limitada.  
 
Recursos 
insuficientes. 
 Sin embargo, no están muy presentes en los 
programas o trabajan a medio tiempo, y de 
hecho ni siquiera medio tiempo; yo te diría que 
medios días a la semana. En general, en el área 
justicia juvenil o en el área de infancia está al 
debe de la evaluación psiquiátrica que, yo creo, 
que es súper importante; un área fundamental de 
salud mental que no ha sido abordada”.  
 
“Los hospitales también están al debe en ese 
sentido, hay mucha demanda y poca posibilidad 
de generar esa evaluación por ese conducto, por 
eso tratamos de insistir tanto con los PAI, pero 
también tienen poca posibilidad”. 
Salud mental. Recursos 
insuficientes.  
 
 “Cuando un joven nosotros lo hemos derivado a 
un centro de drogas, si el joven no asiste lo 
egresan por abandono. Existe protocolo de 
recate pero sin embargo no es suficiente (…) 
ellos esperan que nosotros como delegados le 
enviemos jóvenes súper óptimos, para que 
puedan trabajar pero sin embargo, acá no 
existen jóvenes óptimos existen jóvenes con 
problemas, que hay muchas temáticas que hay 
que trabajar sobre todo la responsabilidad (…) 
Intervención 
profesional. 
Ausencia de 
roles. 
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entonces no hay rescate, por parte de los otros 
profesionales, para que los jóvenes se puedan 
incorporar a estas instancias. 
 “La intervención familiar debería ser más, más 
recursos, más tiempo para poder realizar una 
intervención familiar más profunda…”. 
 
“yo creo que debería ser más, pero es casi 
imposible hacerlo con ese nivel de profundidad, 
por ejemplo en este mes tuve 24 casos y con esa 
cantidad es casi imposible lograr un grado de 
profundidad con la intervención con los 
chiquillos o sus familias”. 
Intervención 
familiar.  
 
 
 
 
 
Tiempo 
insuficiente. 
 
 
Sobrecarga 
laboral. 
 
Segundo objetivo 
específico: 
Describir los significados 
que otorgan los/as 
delegados/as frente a las 
orientaciones técnicas 
definidas por SENAME y 
concretadas por las 
propias instituciones en el 
espacio laboral en relación 
a la efectividad de la 
intervención. 
“Las orientaciones y/o directrices van 
orientadas a las metas como cumplir tanta 
cantidad de entrevistas directas con los 
chiquillos, la pega administrativa al 
día…entonces en el último tiempo se ha 
orientado más como a la cantidad que calidad de 
la intervención y ahí yo estoy un poco descuerdo, 
porque siento que orientarse tanto en la cantidad 
muchas veces merma la calidad de la 
intervención que uno puede hacer, porque no hay 
tiempo para hacerlo.” 
 
“las normas técnicas se ajustan más al perfil que 
la sociedad cree que es un infractor más allá de 
lo que un infractor de ley es hoy…” 
 
“No del todo, porque homogenizan…las metas 
impuestas son demasiado ambiciosas a veces”. 
 
“Yo creo que debería haber una actualización de 
eso…” 
Lineamientos 
técnicos del 
SENAME. 
 
Modelos de 
intervención.  
Desajuste a la 
realidad. 
 
Estandarización. 
 
 
 
 
Tercer objetivo específico: 
Identificar las fortalezas y 
debilidades que perciben 
los/as delegados/as en su 
práctica laboral orientada 
a la reinserción social en 
relación al trabajo 
ejecutado con el/la joven, la 
familia y la red local. 
“Otro aspecto importante para los equipos es la 
capacitación permanente en temáticas 
especializadas referente a la intervención con 
adolescentes con conductas infractoras y el 
trabajo en equipo”. 
 
“Si existen pero yo creo que... se hacen porque 
se tienen que hacer porque algunos programas 
comprometen capacitaciones por cumplimiento 
de metas”…. “yo creo que habría que ampliar la 
mirada en este tema de infractores de ley porque 
yo siento que a veces está bien enfocado al tema 
protección,…… Son cursos de un día dos días... 
cachai “no es algo que permita tener como una 
acreditación al profesional”. 
Capacitación 
profesional 
 
 
Insuficiente. 
 
Ineficiente. 
 
Acreditación. 
 
 
 
  
 
 “Yo creo que son demasiados casos y, a veces, 
uno termina lamentablemente, con los chiquillos 
que mejor proceso llevan… son los que te 
terminas viendo menos, porque tienes que estar 
enfocado en el que está mal”. “Lo ideal para 
nosotros es poder hacer todo eso tranquila con 
15 casos por delegados, estaríamos muy bien 
Sobrecarga 
laboral. 
 
 
Agotamiento y 
desgaste. 
 
 Burnout. 
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porque podríamos hacer las coordinaciones el 
trabajo administrativo la atención y todo lo 
demás sin ninguna dificultad….”. 
 
“El agotamiento laboral, pucha, a consecuencia 
de la excesiva carga laboral o de las tensiones”. 
“Yo creo que acá en este tipo de institución, 
bueno no solo esta institución sino que este tipo 
de trabajo en forma general, compartiendo con 
otros profesionales acá te quemas te aburres, 
colapsas y emigras”.  
 
“En términos administrativos se te van 
atrasando los informes, nosotros tenemos que 
informar cada tres meses a los tribunales de 
garantía para ver cómo están los procesos y se 
atrasan los informes.” 
Cuarto objetivo específico: 
Identificar y rescatar las 
buenas prácticas de 
intervención de los/as 
profesionales que ejecutan 
la sanción de Libertad 
Asistida Especial. 
“no se… ocupar un poco de la jornada en este 
otro espacio, se permite… pero siempre va un 
poco con este problema del tiempo y con la carga 
laboral”. 
 
“Cada delegado elige un área en la cual pueda 
participar y hacer cosas globales no sólo en el 
proceso de intervención con el joven, eh…yo soy 
adicta a las adicciones por lo tanto mi 
especialización va en esa área…también nos da 
la posibilidad de hacer talleres con la familia; 
tenemos talleres preventivos y con las madres  o  
adultos responsables, con jóvenes que están en 
programas de tratamiento y generamos también 
las redes con los programas que nosotros 
contamos participen en eso talleres también.” 
Intervención 
integral 
Implementación
. 
 
Preparación 
profesional. 
 
 
 
 
 
